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INTRODUCCIÓN 

A. LA AUSENCIA DK UN CONC EPTO ÚNICO DE DEC RETO DE 
NUEVA PLANTA DE ARAGÓN: PERIODIFICACION. 

Aragón es una de las regiones torales, conservando por tanto parte de 
las especialidades de su derecho histórico en materia civil. 

A partir de I97H se abre la posibilidad, que felizmente se está haciendo 
realidad, de recuperar instituciones de gobierno. Con ello se cierra una eta­
pa de centralización política y administrativa, que se inició con la Guerra 
de Sucesión y la llegada al Trono de la dinastía Borbónica. 

Durante los años 1707 a 1711 son promulgadas unas normas dirigidas 
a reformar el régimen jurídico tradicional de los Reinos de la Corona de 
Aragón: habitualmente son conocidas como «DECRETOS de la NUEVA 
PLANTA». Otra denominación frecuente es «DECRETOS de CONQUISTA». 

Una y otra resultan imprecisas para describir lo sucedido en Aragón 
durante tan crucial periodo. 

El primer termino, usado para englobar los Reales Decretos y Reales 
Ordenes que durante estos años se dirigen a la sustitución del ordenamiento 
aragonés,1 tiene los inconvenientes que siguen: en primer lugar, trata 

1 Que un la edición de I7<>2 de la Recopilación de Leyes de Castillo, se recogen en los siguientes 
Auios del Libra tercero, titulo segundo: 

Auto III. R.[). de 24 de ¡unió de 1707. 
Amo IV, R.l). de 29 de julio de 1707. 
Auio V, R.l"). de 5 de agoslu de 1707. 
Amo VI, R.l) de 7 de septiembre de 1707. 
Auto Vil. R.D. de 7 de mar/o de 170» 
Auto IX, Auto Real de .1 de abril de 1711. 
Auto X, K.|). de .1 de abril de 1711. 
Auto XII. R O. de 14 de sepliembre de 1711, 
Auto XIII. R. D. de 15 de sepliembre de 1711 
Amo XX. Autos del Consejo de 10 de abril de 1717 y de 15 de sepliembre del mismo alo. 
Además de las normas de desarrollo, o eomplcntarias posteriores a las citadas. 



como igual lo desigual, utilizando una misma expresión para referirse a 
normas de muy diferente planteamiento, contenido y eficacia; abarcaría 
preceptos que van desde la abolición de los fueros hasta su conservación; 
que en unos casos dibujan las lincas fundamentales del nuevo modelo de 
administración, para detenerse, en otros, en la designación de personas 
concretas que han de ejercer un oficio; normas que, en suma, se producen 
en momentos muy diferentes de la contienda militar. 

Bien es cierto que el término, hechas estas matizaciones, también re­
porta ventajas: ser la expresión normalmente utilizada en la doctrina, y 
poner de manifiesto que, a pesar de las diferencias, hay un sustrato común 
a la normativa dada para Aragón, Valencia. Cataluña y Mallorca: que se 
busca una reorganización de los órganos de gobierno y justicia de dichos 
Reinos y Corona, y se altera la vigencia de los ordenamientos jurídicos 
tradicionales de aquéllos. 

La reforma de Aragón emprendida por los borbones no se lleva a cabo 
desarrollando un «modelo único»; por el contrario, hay varios modelos de 
reforma, que se corresponden con los diferentes momentos de la guerra, y 
que se plasman en normas también distintas. Se aprecian con nitidez dos 
fases: 1707-1710, por un lado, 1711, por otro. En cada una de ellas se incor­
pora una idea distinta de reforma. 

En las disposiciones promulgadas durante la primera, se emplea un 
lenguaje, se buscan unos objetivos, fuertemente marcados por el ambiente 
militar y de guerra que les rodea; ello produce una extraña mezcla entre 
provectos de unificación jurídica y represalias de guerra. De ahí el título 
con*el que inicio ese capítulo: «GUERRA Y ADMINISTRACIÓN: LOS 
DECRETOS DE CONQUISTA Y LA QUIEBRA DEL PACTISMO PO­
LÍTICO». Se trata de un período complejo, dentro del cual se pueden apre­
ciar a su vez dos momentos diferentes; el primer Real Decreto que se dirige 
para la reforma del ordenamiento foral aragonés (29 de junio de 1707) insiste 
mucho más en las razones por las que el Rey se siente legitimado para 
promulgarlo, que en el contenido de las reformas que con él trata de intro­
ducir. Esta misma estructura determina que sólo sea eficaz en el primero de 
los aspectos, introduciendo una forma de creación del derecho que erradi­
que cualquier reminiscencia de pactismo político. Una vez fijado por este 
decreto que sólo al Rey corresponde sancionar nuevas leyes, reformar y 
derogar las ya existentes, promulga sólo un mes más tarde el segundo Real 
Decreto (de 29 de julio de 1707) de los encuadrables en la "Nueva Planta", en 
el que se regula con mayor detalle la nueva organización de Aragón. Afir­
mado por la norma de 29 de junio el concepto castellanizante de soberanía 
que se hacía extensivo a Aragón, se procede, por la de 29 de julio, a diseñar 
los órganos de la nueva administración, a fijar quiénes iban a sufrir los 
electos de la unificación, y a garantizar a los fieles borbónicos la continui­
dad de sus privilegios. 

A partir de 1711, consolidada en Aragón la causa de Felipe V. aco­
mete la necesaria REFORMA TÉCNICA de la nueva administración, ha­
ciendo viable su funcionamiento en tiempo de paz. Tras unos meses de 
vacío institucional, cubierto por la Real Junta de Gobierno, se publica el 
Real Decreto de 3 de abril de 1711, que consagra la fuerte jerarquización de 



los órganos de gobierno de Aragón, bajo la supervisión directa del Coman­
dante o Capitán General. Las reglas que este decreto recoge para la reorga­
nización de la Chancillcría de Aragón son insuficientes para su completa 
constitución y funcionamiento. Tan sólo unas semanas más tarde, el 27 de 
junio de 1711, se procede a la reestructuración técnica de aquel Tribunal, 
ordenándole se organice conforme a las ordenanzas y modelo de la 
Audiencia de Sevilla. 

La consolidación de la reforma nominalmente implantada por las cita­
das normas, se produce en una tercera fase, más dilatada en el tiempo, y de 
efectos profundos sobre los restos del owicnamiento foral aragonés. El re­
cuerdo de los fueros derogados se difumina e incluso falsea, en la literatura 
jurídica del siglo XVIll; los fueros, formalmente conservados, comienzan a 
sufrir la implacable agresión del derecho castellano y del paso del tiempo 
sobre un derecho foral de imposible renovación. 

Se trata, en suma, de un fenómeno jurídico complejo, que se desarro­
lla, con técnicas propias, en tres fases, caída una de las cuales corresponde a 
un capítulo de este libro. 

B. INTERDISCIPLINARIDAD DEL FENÓMENO Y DISPERSIÓN 
BIBLIOGRÁFICA» 

Carlos 11, en su testamento, instituye heredero del trono a Felipe de An-
jou, nieto de Luis XIV; al producirse su muerte, se abre una sucesión 
polémica, imponiéndose por las armas Felipe V sobre el contendiente Ar­
chiduque Carlos de Austria. La guerra divide en bandos a los españoles; los 
territorios de la Corona de Aragón se presentan como partidarios del ven­
cido. Felipe V. a partir de 1707, promulga una serie de normas que susti­
tuyen la organización administrativa foral por otra de corte castellano; re­
forman la Hacienda, modificando además el sistema jurídico privado y el 
ordenamiento penal. A estas normas, la historiografía posterior las conoce 
con el genérico término Decretos de nueva planta: punto de inflexión del 
derecho, en un marco histórico renovador. Por este doble carácter, son 
estudiados por los fondistas, historiadores del derecho, e historiadores en 
general, cada uno desde un punto de vista. 

Para los loralistas, constituyen el remoto punto de partida de la vigen­
te Compilación de 1967; accidentalmente, en alguna causa, el juez acude 
todavía a ellos para matizar su resolución.- Con todo, lo normal es que 
no sean objeto de su interés directo, sí bien parecen de obligada mención en 
todas las obras de derecho civil aragonés.' 

-' SAI \ / DI VAKANIM JIMéNEZ, Ramón. Jurisprudenciade Derecho '¡vil Aragonés, en «Anuario Je 
Derecho Aragonés", IV (I947-I94H), pp. 187-545. F.n especial, las sentencias que en esla selección figu­
ran con los números 41, 157. (SI, 195. 278, 280.284. 

' Hi AS. Andrés. Derecha civil aragonés, ilustrado con la doctrina de los autores (orales, con el 
derecho común i' nut la jurisprudencia aragonesa del Trihunut Supremo de Justicia. Madrid. Sanios 
Larxc, 1X7.1. Véase capitulo primero, pp. 1.1-54, y de manera destacada las pp. 21-26. 

Dll-MI * JlMtNEZ, Manuel. Oiccionano del Derecho civil aragonés {precedido de una introdtu < ion 



Los historiadores del derecho no se han ocupado monográficamente 
del tema. Encontramos referencias en los manuales, con las naturales limi­
taciones de este tipo de obras; normalmente se hace en ellas un análisis 
descriptivo de estas disposiciones, por no existir ningún trabajo monográfi­
co de base que les permita una más detallada exposición de este fenómeno. 

Tampoco la historiografía aragonesa se ha ocupado suficientemente de 
la época, y siempre acusando la carencia de un estudio jurídico que fijase 
cuáles fueron exactamente estas normas, con qué contenido y eficacia. Tra­
bajos sobre instituciones, reforma de hacienda: investigaciones sobre corre­
laciones de fuerzas sociales, etc.. se encuentran con los problemas que 
nacen de utilizar como texto de estos decretos la versión, mutilada y re­
fundida, que de ellos se hace en la Novísima Recopilación (a. 1805), igno­
rando, por igual motivo, las normas no recopiladas. 

En este libro realizo una primera aproximación global al tema, que 
sirva de instrumento para futuros estudios, desde todas las perspectivas 
mencionadas. 

1. Los Decretos de Nueva Planta de Aragón. 

Las primeras referencias a estas disposiciones de Felipe V se encuen­
tran en las obras de sus contemporáneos, reproduciendo sobre el papel las 
diferentes concepciones de Estado y Derecho que se discutían en el campo 
de batalla. En Melchor de MACANA/, como uno de los inspiradores y pro­
motores de la nueva política del Rey Borbón.4 En el Conde de ROBRES, 
como cronista que, rozando ya la heterodoxia, se muestra crítico sobre la 
actividad de ambos contendientes; se aparta de la propaganda y encara, 
con actitud reflexiva, la narración de los hechos que él presencia.5. 

Transcurren ciento cincuenta años hasta que el interés por los Decre­
tos de Nueva Planta renace en Aragón. En 1841, Luis FRANCO Y LÓPEZ y 
Felipe GUILLEN Y C A R A B A M ES, publican las Instituciones dei Derecho civil 
aragonés.* Son los años de polémica constitucional y codificadora, en los 

histórica. Madrid, Manuel Mimesa, IXf»V. Véase la vo/ «Derecho aragonés», en la cual, al describir los 
elementos integrantes, alude a los Decretos de Nueva Planta, sohrc la hase de la versión que de ellos 
ofrece la Novísima Recopilación. 

FAIRIA Gt tu lis, Víctor, El Derecho aragonés desde el Decreto Je Nueva Ploma hasta el (ójígo 
civil, en «Revista de Derecho Privado», XXIX < 1945). pp 358-369, y 42S-I35. 

FRASUI I LóPEZ, Luis; GIHIIIN > C'AKAHAMIS, Felipe, instituciones dt dtnehe rívltaragonés, 
Zaragoza, M, Peiro.juliodc in-ii 

4 Sobre este punto, la bibliogralia [urd.mn.nt.il es la firmada por (.'armen MARUN Gvtll En lecha 
reciente, la profesora D.a M.* Dolores PAII ha pronunciado una conferencia sobre los Decretos de 
Nueva Planta, manteniendo la tesis del protagonismo de M\t ANA/, opinión ésta de la que discrepo, 

5 LÓPEZ lil Mi M í O / \ v PONN, Agustín, Conde de ROHKI S Memoria) para la historia ¡Ir la\ guerras 
civiles dt España, desde la muerte ¡le ilon Carlos II. tjue sucedió en ¡trímero </<• noviembre tic '700, 
hasta 1708 (Prólogo de Baldomcro MhUlANo v Rui/). Zarago/a. Diputación Provincial «Biblioteca de 
Escritores Aragoneses», tomo IV, IKH2. 

• FRANCO i LóPEZ, l.uisi G n u i s * C'AKAHAMIS. Felipe, Instituciones de derecho civil aragonés. 
/arago/a. M, Peiró. julio de 1X41 
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que determinadas clases sociales "recuperan" un loralismo, como situación 
proconstitucional, que es utilizado como una "forma de impugnación del 
poder constituyente de la sociedad contemporánea y del poder legislativo 
del Estado constituido".7 Los decretos de Felipe V son presentados en las 
obras de derecho privado (Bl.AS, DIESTE) como un momento de inflexión 
del derecho loral aragonés." Otros autores, desde el punto de vista de la 
polémica recuperabilidad del derecho público (SAVALL, PFNF.N, SANTA­
MARÍA DE PAREDES, etc.), insisten en el carácter punitivo, y en la imposi­
ción que se hizo del ordenamiento castellano.9 En las páginas de estas obras 
se formulan los más de los lugares comunes que, todavía hoy, son usados 
para hablar de aquellas normas; tópicos que comienzan a desvirtuarse, en lo 
referido a Aragón, en 1974 por Henry KAMI \ . m v va de forma decidida, en 
1976, por Jesús LALINDE;" en 1977^ por Jesús DELGADO;'2 en 1979, por 

' O wikit, Bartolomé, El Código \ t(fuera, De la cuestión regional en la España contemporánea, 
Madrid, siglo XXI. febrero de I9ÍÉ2. 

Capitulo II. Historia Jurídica y CÓiifgo político: tos derechas i tu Constitución, pp. 19-40. 
p. 27. «...resucitándose con ello, enlre otras historias que asi recuperan fucr/a jurídica, la Nueva 

Plañía y SUS circunstancias de imposición militar de un Derecho castellano...». 
" Hl \N. Andrés, Derecho civil aragonés, ilustrado con la doctrina de los autores ¡orates, con el 

dertrho común i con la jurisprudencia aragonesa del Tribunal Supremo de Justicia. Madrid. Sanios 
I.arxé, 1873, pp. 21-26. 

Ilil MI í JIMl si / . Manuel. Diccionario del Derecho civil aragonés fprecedido de una introducción 
histórica). Madrid. Manuel Mimcsa. 1X69, so/ «Derecho aragonés». 

' S u \i i \ DROMVV, Pascual: P I \ I M DI KIV\. Santiago, roeros, observancias \ actos de Corte 
del Reino <le Aragón, \ucva i i ompletisiniti edición que eomprende, además del texto oficial integro. 
las Ordinacümex de lu Casu Real de Aragón, conforme a la traducción castellana del Protonotario del 
Reino D, Miguel Clemente, un glosario de las voces provinciales i anticuadas, y otro de las latinas 
bárbaras |' exóticas que se encuentran en el cuerpo de la obra, ¡irccedida de un discurso sobre la 
legislación toral de Aragón \ seguida de un apéndice, donde van insertos la Unión y i om ordia general 
del Reino, establecida el año de 1394. V algunos otros domínenlos inifiortantes. /aragú/a. Castro y 
Bosque, 1866, 

pp 154-ISS. ,.J46... l a guerra de sucesión en que Aragón. Valencia y Cataluña tomaron tal y tan 
activa parte a lavor del Archiduque Carlos, proporcionó al lundadoi de la dinastía de Borbón lavorablc 
coyuntura para icali/.ir. dando a la se/ satisfacción a su amor propio oíendído. el gran pensamiento de 
los Reyes Católicos: la «indicación de la monarquía española. Este fue. aparte del deseo de castigar a los 
•.eneldos, el lin > objeto de los decretos llamados de conquista...». 

S A M ASI \ K I \ Hl PAREDES, Vicente. Curso de Derecho político según la filosofía ptditica moderna, 
la historia general de España y hl legislación vigente (Prólogo de Eduardo P l m / Pl KM ). Madrid. 
Kicaido le , 1409 (octava edición). 

'" K vMI \ . Henry, The HUí ni Sureession in Spain 1790-1715, Londres. Weidenleld and Nicolson. 
1964 Existe traducción española, con arreglo a la cual haré, en adelante, las citas: 

KAMI V Hcnry. /*; tiuerrade Sucesión en España. 1700*171$, Harcelona, (irijalbo. 1974(1'' edición 
castellana, traducción de Tnrique de OBKH.IIS sobre la primera edición inglesa de 1969). 

" LAI INDI AKMtt \, Jesús. Los lucros de Aragón. Zaragoza. Librería vieneral, 1976. pp I29-I7.V 
I.AIIMII AHV.HI \. Jesús. El derecho r las instituciones político-administrativas del Reino de 

Aragón hasta el siglo XVIII. Situación actual de tos estudios. «Estado Actual de los Estudios sobre 
Aragón-. I cruel. I97K. vol. II. pp. 600-Ó24. I n especial, pp. 610-615, 

H Di 1 I.MHI |-< ni VI KKIA, Jesús, El Derecho aragonés. Aportación /uridica a una amcieiicia regio­
nal. Zarago/a. Alcrudo. 1977. pp. 29-14 

De manera más nilida. en DiK.Alm EI HI WKKIA, Jesús. El derecho civil aragonés, en «Estado 
actual de los estudios sobre Aragón-. 1 cruel 197K, sol. 11, pp. 660-675 ubi, pp. 67Í-674: «l'n campo en 
mi opinión muy sugestivo es el estudio del Derecho aragonés desde el Decreto de Nueva Planta, muy 
especialmente en el último siglo, desde los punios de vista de lu vida jurídica —representada en protoco­
los v pleitos \ de las ideologías Comprender cómo suigc una específica ideología uridica loralisla 
aragonesa, en qué se distingue de la catalana o la navarra, que luer/as sociales la impulsan, qué relacio­
nes nene con el regionalismo político 
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Francisco TOMÁS Y VALIENTE I3 y, en 1980, por Bartolomé CLAVERO.14 En 
éstas se ha incrementado geométricamente el interés por la historia regional 
y, por otra parte, se ha intensificado el debate internacional sobre el Estado 
liberal, uno de cuyos aspectos es la Coficiación. El mero análisis exegético de 
las normas promulgadas por el primer Borbón ha sido ya criticado y sustitui­
do por estos planteamientos, en los que se busca comprender el sistema 
normativo realmente seguido, las ideologías subyacentes, papel desarrolla­
do por los juristas, fuerzas sociales actuantes, sus causas y repercusiones 
económicas; lodo ello sobre la base de un conocimiento más preciso de 
cuáles fueron los decretos, sus normas de desarrollo, y cuál su aplicación. 
Por tratarse de obras generales, no se detienen en la nueva planta de Ara­
gón, señalando expresamente la necesidad de investigaciones que permitan 
saber qué hubo de común y qué de especifico en los decretos promulgados 
para cada territorio de la Corona de Aragón. 

2. Los Decretos de Nueva Planta de Cataluña. 

La época de la guerra de Sucesión y las consecuencias que tiene en el 
derecho público y privado catalanes, son objeto de interés constante por par­
te de juristas e historiadores. Sobre la base de las noticias que suministran 
los autores del primer tercio del siglo XVIII, será a partir del último cuarto 
del s. XIX cuando aumente la inquietud sobre aquel momento histórico 
(1716). en que el Principado perdió su organización pública histórica. 

En una primera fase, se realizan los trabajos que serán punto de parti­
da para los estudios posteriores: presentan una visión general del derecho 
privado o de las instituciones, en que la reforma de Felipe V es un momen­
to de crisis jurídica y política, cuyas consecuencias llegan hasta el mismo 
siglo XX; aquí habría que incluir las obras de C A M P S I ARBOIX,15 Ol.l-
VER.1" .... desde una óptica privatista; SANPERF I MIQUEL desde perspecti­
va publicista. Este último, en El fin de ¡a Nación Catalana (a. 1901), pone de 
relieve el protagonismo de PATINO y de AMETLLER en la génesis de la 
reforma; idea muy difundida con posterioridad, y recibida creo que 
precipitadamente — por algún sector de la historiografía que ha estudiado 
los Decretos de Nueva Planta de Aragón; los memoriales de Ametller y de 
Patino estuvieron en el origen de la nueva planta de Cataluña (a. 1716), 
pero la argumentación que ellos realizan no es la misma —no puede serlo 

Palabras estas t|uc constituyen todo un programa de investigación, del cual esle trabajo es sólo el 
principio, y que tratan de aproximar el tenómono jurídico vivido en Aragón durante los primeros años 
del siglo dieciocho, desde el «ciclo de los conceptos jurídicos» a la realidad cotidiana, 

" 'I OMÁN V V M ll-N \h, Francisco, t.os Decretas de Nueva Planta, conferencia inaugural del (ent ro 
Regional de la Universidad Nacional de Educación a Distancia de Al/ira. Al/ira, 1979. 

TOMáS Y VAI. I INIF, Francisco, Manual de historia del derecho tepe/Rol. Madnd, léenos, I9KI (3.1 

edición, primera de 1979). pp, .170-.̂ 7(>. 
14 O AVI Ho, Bartolomé, & Código f el tuero, De la cuestión regional en la España contemporánea. 

Madrid, Siglo XXI, lebrero de 19X2. 
"CAVII 'NI AKHOIX. Joaquín de. Historia del derecho catalán moderno. Barcelona, Boseh, 1958. 
•* Ol IVEH, Bienvenido, Historia del Derecho en Cataluña, Mallorca V Valencia. Código de las t'os-

tumhres de Tortosa. Madrid. Ed. Miguel Gincstal. 1877-IXHI, 
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que la esgrimida en 1710 para la «devolución» del ordenamiento privado 
aragonés.17 

Alrededor de 1957 se inicia un reverdecimiento de la inquietud; a par­
tir de esta fecha, y hasla 1974, se realizan investigaciones en que el Decreto 
de 1716 y sus consecuencias son ya protagonistas: se describe el fenómeno 
general de la Nueva Planta y se formulan hipótesis sobre su base ideológi­
ca. Fn este punto, se produce una escisión: 

I) Por una parte se encuentran los autores que atribuyen, preponderan-
temente. la reforma a la influencia francesa (sea directamente Luis XIV, sea 
a través de los asesores de Felipe V ORRY, AMILOI—)¡ Fntre ellos, los 
cronistas del s. XVIII y. recientemente. Henry KAMEN.1* 

2) Por otra, los que no restringen a la inspiración francesa el origen de 
la nueva política de Felipe V. remarcando los antecedentes castellanos; en 
concreto, las palabras del Conde Duque de Olivares en su Gran Memo­
rial. ''' Fn este sentido se manifestaron MERCADER 2i> y VOLTES.*1 Segunda 
tesis que se ve respaldada, para el caso catalán, por el antecedente de la 
rebelión de 1642," en el cual parece que estaba pensando el Conde Duque 
de Olivares al formular sus apreciaciones.-' Avanzando un paso más. J. H. 
Etl.ioi ' J pondrá de manifiesto la relación de esas afirmaciones de Olivares, 
con el pensamiento de Justo LIPSIO y Baltasar ALAMOS DI: BARRIFNTOS. 

" SANTCRI I \I••.*! • . Francisco, Fin de la Noción Catalana. Barcelona, 1905. 
En las pp. 660-668 de esta obra, reproduce e] Memorial de Anicltlcr. En las pp. 67) ss. el Memorial 

de Patino. Esta versión ofrecida por SANPERE lia sido la más utilizada, pero hoy se encuentra superada 
poi el estudio de .loscp María GA> I S I I I I M . sobre la Génesis del Decreto de Nueva Planta de Cataluña: 

GAY ESCODA, Joscp Maria. i.a Gintli del Decret de Suva ¡'lama de Catalunya. Edicto dt la 
consulta original cid 'Consejo de Castilla', de 13 de junv de 1715. en «Revista Jurídica de Catalunya», 
19X2, pp. 7-41 y 263-.148. 

' ' KAMtN. Hcnry, IM Guerra de Sucesión en España. 170(1-1715. Barcelona. Grijalho. 1974 (I." 
edición castellana; traducción de Enrique de OHKlGoN sobre la primera edición inglesa de 1969). 

" La presencia de las ideas del Condeduquc de Olivares, la veremos con mayor detalle en el capitu­
lo A.2.a la nica! unificación de las leyes, usos, costumbres y tribunales, como tendencia no desarrolla­
da, pp. 41-45. 

•"" Mi ftCAOER RIBA, Juan. IM ordenación de Cataluña por Felipe V: la Nueva /'¡anta, en «• H 1SPA-
NIA». Instituto Jerónimo Zurita, n." XLIII, año 1951 (ahril-junio), pp. 257-366. 

MEttCADEB RIHA. Juan, lis Capilans (¿eneráis fsegle VI III), Barcelona. Viccns Vives, I9K0 (2,-1 

ed.; I.» cd.de 1957). 
: l V O L I I S Bwi. Pedro. Felipe • y los Fueros de la Corona de Aragón, en «Revista de Estudios 

Políticos, n." 84 (1955), pp. 97-120. En este artículo, el prof. Voltcs Bou señala como origen de la 
supresión de instituciones los factores siguientes: 1) la doctrina cemrali^adora y tiniformisla de tipo 
francés. 2) la represalia contra los rebeldes, 3) el ideario del Conde-Duque de Olivares. 

Véase también Vol l i s Bol'. Pedro, la Guerra de Sucesión en l'alemia. Valencia. Instituto Valen­
ciano de Estudios Históricos. Institución Alfonso el Magnánimo. Diputación Provincial de Valencia, 
1964. 

"ELLIOT, John H., y PESA, José F. de la. Memoriales y Carlas del Conde-Duque de Olivares 
(editores J. H. Ellíol y J. F. de la Peña). Madrid. Alfaguara. 1978 (Tesis Alfaguara, sección historia). 

El. I lo I, J. H.. IM rebelión de los catalanes (IWX-1640). Un estudio sobre la decadencia de España 
(Trad. española de SANí i t t / MoN 11 «ti, Rafael, sobre la l.J edición inglesa de 1963. Madrid. Siglo XXI, 
1982 <2.' ed. española; I." cd. inglesa de 1963). 

"ElllOT. John //.. y PEñA, José F. de la. Memoriales y Cartas del Conde-Duque de Olivares 
(editores J. H. llliot v J. F. de la Peña). Madrid. Alfaguara, 1978 (lesis Alfaguara, sección historia), 
pp. 49-100. 

-4 El.uor. John H., y PERA, José F. de la, Memoriales- y Cartas del Conde-Duque de Olivares 
(editores .1. H. Elliot y J. F. de la Peña). Madrid. Alfaguara. I97X (Tesis Alfaguara, sección historia), 
pp. 37-47. 
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Por último, en los años próximos pasados, se ha podido ya investigar 
sobre aspectos muy concretos de los innovados por Felipe V: la Audiencia 
de Cataluña, estudiada por MOLAS RIBAI.IA

 a y PÉREZ SAMPER,2 6 desde 
posiciones metodológicas muy próximas a la reciente historiografía france­
sa (GRESSLI. BLUCHE; BERLANSTEIN, etc.. PELORSON, FAYARD.,. .) , que consi­
dero de la máxima utilidad para la comprensión, en profundidad, de las 
instituciones del s. XVIII. l.\ plano de lo gubernativo ha sido objeto de la 
tesis de Scbastiá Sol f i Cü'l. : 7 Los memoriales de Patino y Ametller, su 
papel en la génesis del Decreto de Nueva Planta, fueron estudiados por J. 
GA\ ESCODA,2* quien actualmente se ocupa de los Corregimientos en este 
mismo momento histórico. De muy importantes hay que calificar las re­
cientes aportaciones de TORRAS i RlBE, centradas en las instituciones muni­
cipales catalanas,24 pero con un análisis de la época que llega mucho más 
allá. Desde el punto de vista de la vigente Compilación de Cataluña (a. 
1960), la Nueva Planta ha sido objeto de recientes artículos de ROCA i 
TRIAS,111 LXÍICH,3' .... centrados en el fenómeno codificador. 

La historiografía catalana, cuyas tesis se reciben en la aragonesa, es la 
de la primera y segunda épocas (Sanpere i Miquel; Mercader; Voltes; prin­
cipalmente). Importante factor de esta recepción lo constituye el muy desi­
gual conocimiento que se tiene del siglo XVIII en Cataluña y en Aragón: 
ello ha determinado que obras sobre los Decretos "en la Corona de Ara­
gón" se centren, casi exclusivamente, en Cataluña y Valencia, únicos 
estudiados. 

3. Los Decretos dados para la Nueva Planta de Valencia. 

En un panorama hisloriográlico poco halagüeño, se desarrollaron los 

•" Muí AS RIBAI l -\. Pedro, Las Audiencias borbónicas en la (orona de Aragón, en «Historia social 
de la administración española», (estudios sobre los siglos XVII y XVIII) coordinada por Pedro M U í A S 
RIBAI l \ . pp. II7-IM. 

-'' I 'IKI/ SAMIN R, M.a de los Angeles. IJI formación de la Sueva Real Audiencia de Cataluña 
(I7IS-I7Í8), en «Historia social de la administración española (estudios sobre los siglos XVII y XVIII)». 
pp. Ifc.í-24<v 

-" Sin i i Col , Scbasliá, IJí Governació General del Principal de Catalunya iota el Régi/n de ¡a 
Sovu ríanla. 1716-ISIIX. Una oportuno a l'esludl delproicilimenl governatiu de les arreres je l'Antic 
R'egtm (resum ¡le test Doctoral). Bellaterru. I'nivcrsital Autónoma de Barcelona. I9K2 

* G A í ESCODA, Josep Maria. ¡a Gentil del Dccret de \'<tva l'lanta de Catalunya. Ldiitú de la 
consulta original del "Conejo de Castilla", de 13 de junv de 1715. cr> «Revista Jurídica de Catalunya» 
(I9S2I. pp. 7-41 y 263-348. 

I amhién resultará de interés la lectura del articulo de EGEA i KlKNANtn/. Joan, y <J.\> ESCODA, 
Josep M . \ Eftca'cia de les normes a la iradieió jurídica catalana desde la baixa edat mitjana ftns al 
liare! de Nova Plañía, «en Revista Jurídica de Cataluña» ( l u 79 | . pp. 249 a 294 y 505 a 5K6. 

•"' I ¡i obra central de este autor sobre la época que nos ocupa es: IUKKAS i Rim . Josep. M. Els 
Munuipii Catalans de l'Aniic Regim (I453-IR0&Í (Proceditnents electorales, organs de poder i grupos 
domtnanis). Barcelona, i9N.i 

En ella se recoge bibliografía más especifica del mismo autor, a la cual remito. 

'" l a civilista Rol \ i TRIAS, Encarna, al ocuparse de la codificación y los dcrecli >s [bretes en el 
siglo XIX, olrecc el interesante pumo de vista de los civilistas sobre la Nueva Planta. 

,! l.l i i li. Ernesl. IAI Catalunya del segle XVIII i la ¡luna contra l'ahstdulisme centralista, en «RF-
(TRQi i v . n." I (1970), Barcelona, pp. 39-42. 
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trabajos de Voi TES,'' PESETM y MOLAS RlBAL J A.34 que ofrecen ya una vi­
sión compleja de la normativa, su trasíondo social y sus consecuencias 
sociológicas, l a ofrecida por Pi si r en Notas sobre la abolición de ios Fue­
ros de Valencia es la primera explicación de los cambios de actitud produ­
cidos en el monarca desde 1701 a 1715; en primer lugar, las tensas relacio­
nes del Capitán General con el municipio valenciano; además, la pasividad 
de la noble/a, alto clero y autoridades, respecto de la recuperación de fue­
ros, ofrecida por Felipe V el 2 de febrero de 1710, y que aquéllos dejarán 
pasar: no tenían interés directo en su conservación3*. MOLAS RIBALTA ha 
profundizado en el imprescindible conocimiento de las élites que se desarro­
llan con la nueva organización, destacando el papel desempeñado por los 
magistrados."' 

El enfoque de los trabajos de estos autores puede (casi diría que debe) 
recibirse para el estudio de la Nueva Planta de Aragón, aunque creo que 
ninguna de las razones dadas por PESHT para Valencia explicaría la evolu­
ción de la normativa dada para Aragón en estos años: las relaciones con el 
Capitán General son. en Aragón, mucho menos polémicas que las mante­
nidas en Valencia con el Marqués de Villadarias; el papel de los estamentos 
es también diferente; la noble/a de espada y alto clero permanecen «pasi­
vos», pero la nobleza de toga, los juristas, intervienen decisivamente en la 
reforma de Aragón. 

4. Los Decretos dados para la Nueva Planta de Mallorca. 

El conocimiento que se tiene de ésta resulta todavía insuficiente. En los 
últimos años comienza a subrayarse esta deficiencia, gracias en buena me­
dida a los trabajos de BFRMI JO CAHKI RO y PINA HOMS." 

J- Voi l i s B"i . Pedro. Felipe I t los Fuños dt I" Corona de Aragón, en '(Revista de Estudios 
Políticos», n." K4 [1955). pp. 97-120. Irahajo centrado principalmente en este fenómeno en Cataluña. 
pero con precisas observaciones sohrc el mismo en Valencia. 

Vol l i s Bol . Pedro, La Guerra de Sucesión en l'alettcia. Valencia. Instituto Valenciano de Estu­
dios Históricos. Institución Alfonso el Magnánimo. Diputación Provincial de Valencia. 1964 

" PiM l. Mariano. Solas sobre la abolición de los Fueros de \alemta. en «Anuario de Historia del 
Derecho Español». XI II (1972). pp. 657-71?. 

PESET, Mariano. La creación de Chancilleria de Valencia y su reducción a Audiencia en ¡os años 
de la Sueva Plama. en «Estudios de Historia de Valencia». Valencia, 1978, pp, 309-334. 

-" MtH \s Rm \t l \. Pedro, Las Audiencias borbónicas en la Corona de Aragón, en «Historia social 
de la administración española (estudios sobre tos siglos XVII y XVIII)», coordinada por Pedro Mol AS 
RIBAI i A. pp. 117-164. 

Véanse los artículos del propio P. Mi» \s en dicho volumen de Historia social de la administra­
ción; Militare* y logadosen la I alenda Borbónica, en «HSAE», pp. 165-182, y Lu Historia social de lu 
administración, ibidem. pp. 9-20 

" Pi si i. Mariano. Solas sobre la abolición de los Fueros de l aleñeta, en «Anuario de Historia del 
Derecho Español». X.LI1 (1972). pp. 657-717. 

M Mtit \ s RIHAI rv Pedro, artículos citados en nota 41 de este trabajo. 
17 BFHMIJO l' XHKI Ku. José luis. Los Decretos de Sueva Plañía i las muilucionei de la Monarquía 

Española. Palma. 1983, 
PiS\ Htisis, Román, Ualiorra bajo el Siglo de las Luces, en «Historia de Mallorca», coordinada 

por Mascaró Pasanus. Palma, 1972. 
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C. ESTADO ACTUAL DE NUESTROS CONOCIMIENTOS SOBRE 
LA NUEVA PLANTA DE ARAGÓN. 

Hemos visto qué tipo de trabajos se han realizado, y señalado lo que 
recogen de interés directo para el estudio de las reformas de la Administra­
ción y del derecho privado aragonés, introducidas por Felipe V durante la 
Guerra de Sucesión. 

En ellos encontramos afirmaciones de muy diferente valor; desde las 
demagógicas, historicistas,w etc., que utilizan el tema sin ningún respeto de 
él, ni de las reglas mínimas del trabajo científico; hasta análisis rigurosos, 
profundos y sugerentes. que sólo precisan el desarrollo, contraste y argu­
mentación que proporciona una monografía. Las aportaciones primarias se 
encuentran en obras en que el estudio de los Decretos se diluye o en el 
marco general de los Fueros de Aragón, de la historia del derecho, o del 
derecho aragonés vigente. Las referencias son breves. 

En un primer estadio de las investigaciones, todos los trabajos citados 
parlen de la exégesis de los Decretos. Surgen las primeras diferencias ya en 
el momento de fijar cuáles fueron las normas que deben entenderse com­
prendidas dentro del genérico e impreciso término "Decretos de la Nueva 
Planta de Aragón". I.as respuestas que encontramos varían según que el 
autor haya manejado la Novísima Recopilación de las leyes de Castilla, el 
volumen de Autos Acordados publicado como adición de la Nueva Recopi­
lación, o copias de los originales conservadas parcialmente en nuestros ar­
chivos.'' En defecto de estos últimos, la versión recogida en el volumen de 
Autos acordados es fiable. Por el contrario, la contenida en las leyes I, 2, 3 
y 5 del titulo séptimo, libro quinto de la Novísima Recopilación, debe 
evitarse.4" 

La lista habitualmcnte aceptada incluye los Decretos siguientes: 

29 de junio de 1707 (Rec. L.3, t.2. Auto III) 
29 de julio de 1707 (Rec. L.3.1.2, Auto IV) 
3 de abril de 1711 (Rec. L.3, t.2. Auto X) 

— 14 de septiembre de 1711 (Rec. L.3, t.2, A.XII) 
15 de septiembre de 1711 (Rec. L.3, t.2. A.XIII) 

J» LAI INDI AHADIA, Jesús, El derecho y tas instituciones político-administrativas del Urina <k 
Aragón hasta el ligio XV1IL Situación actual de los estudios, en «Fstado Actual de los Fstudios sobre 
Aragón»'. Teruel, 1978, vol II, pp. 600424. 

I* Del Real Decreto de 3 de abril de 171 I, se conserva copia en el libro de Real Acuerdo de la 
Audiencia de Aragón, año 1711. Las copias de los Reales Decretos restantes, conservadas en el Archivo 
Histórico Nacional, son recogidas por GAY ESCODA, Josep María, La Ge'nesi del Oecret de Nova 
flama de Catalunya. Edició de la consulta original del 'Consejo de Castilla', de IJ de juny de 1715. en 
.«Revista Jurídica de Catalunya.. (1982). pp. 7-41 y 263-34X. 

• La versión de las leyes I, 2, 3 y 5 del titulo séptimo («De la Real Audiencia de Aragón»!, libro V 
(«De las Chancillerias y Audiencias del Rcyno: sus ministros y oficiales») es una versión de las normas 
originales, en la cual se recogen únicamente aquellos aspectos relativos a las Audiencias de Aragón y de 
Valencia. A pesar de estas deficiencias, son muchos los autores que utilizan dicha versión como texto de 
los RR. Decretos, con lo que se introducen errores y se omiten importantes aspectos de la Nueva 
Pbnln 

F.n la propia Novisima Recopilación, se ofrece una versión más Hable, única que, en caso de no 
disponer de otra tuente. puede utilizarse, hstá recogida en el libro III («Del Rey. y de su Real Casa y 
Corle»), Titulo 3 ("De los Fueros provinciales»), leyes 1, 2. y. para Valencia, 3. 



Esta relación padece omisiones que dificultan la ya de por sí complica­
da labor de reconstruir la Nueva Planta sobre la única base del estudio de 
normas recopiladas. 

Los esludios construidos únicamente sobre la exegesis de estas disposi­
ciones, coinciden generalmente en presentar una visión de la Nueva Planta 
de Aragón que puede resumirse en los cuatro puntos que siguen: 

1) Que el Decreto de 29 de junio de 1707 supone la abolición del or­
denamiento histórico aragonés, en su doble vertiente, pública y privada; 
desaparecen las Cortes de Aragón, la Diputación Foral, el Justicia Mayor, 
etc. Se produce una imposición del derecho castellano que, en bloque, sus­
tituye al derogado aragonés; consecuencia de ello es la organización de la 
Audiencia de Aragón siguiendo las Ordenan/as de las dos Chancillerías 
castellanas (Valladolid y Granada), y la adopción de la estructura corregi-
mcnlal. El Rey se presenta legitimado para esta acción por el derecho de 
sucesión al trono de España, y por derecho de conquista sobre los aragone­
ses, por haber incurrido éstos en delito de lesa majestad (en su forma de 
rebeldía), quebrando el juramento que prestaran al monarca. 

2) El Decreto de 29 de julio de 1707 mantiene el contenido del anterior 
(su tendencia unificadora), pero eliminando la acusación de rebeldes verti­
da sobre los aragoneses. 

3) El de 3 de abril de 1711 "devuelve" los Fueros, que se entenderán 
vigentes para regular las relaciones entre particulares; la materia eclesiástica 
se regirá como hasta 1707. En lo gubernativo, se consolida la "Nueva Plan­
ta": la Audiencia se reforma, dándole una configuración provisional; se 
crea la Junta del Real Erario; se reafirma la nueva organización municipal, 
de corte castellano. 

4) En el Decreto de 14 de septiembre de 171J, se reestructura la 
Audiencia, que adoptará el modelo de la de Sevilla. 

Estas 'ideas configuran la versión base. Cuando en los estudios que 
abordan el tema, se realiza además un análisis de la técnica jurídica em­
pleada por los decretos, de su contenido y repercusiones, se obtienen mayo­
res precisiones, que completan, corrigen o confirman las ideas deducidas de 
la simple exegesis de los textos. Las nuevas matizaciones, así obtenidas, 
pueden resumirse en los ocho puntos siguientes: 

5) La Nueva Planta de Aragón se instrumenta mediante Decretos, Rea­
les provisiones. Cartas Reales, y otra normativa de desarrollo y de aplica­
ción. Como tales disposiciones legales, sufren el normal desajuste entre vali­
dez y eficacia: en especial los decretos de 1707 son de cumplimiento parcial 
y tardío." 

6) Aunque pueda haber una base común al fenómeno político de la 
Nueva Planta de la Corona de Aragón, debe tenerse presente que en cada 

" L/U.HKM ABADIA. Jesús. Los Fueros de Aragón. Zaragoza. Librería General, 1976. 
LAI l\r>r ABADíA. Jesús, Iniciación histórica ai derecho español. Barcelona. Ariel, 198.1 (3." edición, 

I." edición Barcelona. 1970) 
LACARRA. José María. Aragón en el pasado. Madrid. Espasa Calpc, 1972 (colección Austral, n.' 

1.4.15). pp. 202-203. 
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territorio se adopta una técnica diferente, y que tampoco las reacciones 
ante ella son las mismas en Aragón, Valencia. Cataluña o Mallorca. I.a 
política «prerreformista» de Felipe V tendrá manifestaciones especificas en 
cada uno de estos territorios.j; 

7) Una segunda reforma, más profunda, se realiza a través de la alte­
ración del sistema normativo aragonés: principalmente por vía de derecho 
supletorio.'4* 

S) El interés de Felipe V no fue la unificación y centralización de la 
administración de la Fspaña peninsular; si tal hubiese sido, na tendría sen­
tido ¡a conservación de importantes especialidades para Navarra, Álava, 
Guipúzcoa y Vizcaya.44 

9) Fl Rey consigue la reforma de la constitución jurídico-política de la 
Corona de Aragón. Reali/a un ataque frontal contra un concepto de sobe­
ranía que había permitido la consolidación de una visión pactista del po­
der. ̂  A partir de 1711 se produce la subordinación de la actividad pública 
en Aragón a la autoridad militar, encarnada por el Comandante General.*• 

'- Son muchos los autores que han destacado la multivocidad de la Nueva Planta y su adaptación a 
las especialidades de cada Reino de los afectados. Cítense, como ejemplo, los siguientes: 

LAUSDK ABADIA, Jesús. Los fueros Je Aragón. Zaragoza. Librería General. 1976, 
LAI INDI ABAWA, Jesús, Iniciación histórica al derecho español. Barcelona. Ariel. 1983 (3.a edición. 

1." edición Barcelona. 1970). 
Di U.A(K) ECHFVF.RRlA. Jesús, El Derecho aragonés. Aportación jurídica a una conciencia regional. 

Alcrudo. 1977. 
DELGADO FtHFVFRRtA, Jesús. El derecho civil aragonés, en «Estado actual de los estudios sohrc 

Aragón». Teruel. 1978. vol. II, pp. 660-675. 
TOMAS Y VAtitsTr, Francisco, Manual de historia del derecho español. Madrid. ícenos. 1981 (3.a 

edición, primera de 1979). 
DOMÍNGUEZ ORTIZ, Antonio. Sociedad y Estado en el siglo Mili español. Barcelona. Ariel-

Historia (dirigida por Josep FONTANA), 1976. pp 84-103 y 239-258 
M Véanse sobre este punto las opiniones de; DELGADO ECHEVERRÍA, Jesús, El derecho ¡ivil arago­

nés, en «Lslado actual de los estudios sohrc Aragón». Teruel. 1978, vol. II. pp. 660-675. 
LAI INDI ABADíA. Jesús. Los Fueros de Aragón, Zaragoza Librería General. 1976. 
TOMáS Y VALIENTE, Francisco. Manual de historia del derecho español. Madrid. Tecnos. 1981 (3." 

edición, primera de 1979). 
" DOMÍNGUEZ ORTIZ. Antonio. Sociedad i Estado en el siglo X\'III español. Barcelona. Ariel-

Historia (dirigida por Josep FONTANA). 1976. pp. 84-103. 
TOMVtSl VALIENTE, Francisco, Manual de historia del derecho español. Madrid. Tecnos, 1981 (3.a 

edición, primera de 1979). CAPITULO XXI. «La plenitud del absolutismo», punto 2. «La unificación 
impucsia: los Decretos de Felipe V contra los territorios de la Corona de Aragón», en especial, su 
apartado c). «Balance comparativo e interpretación global», donde dice: «...Aunque en el Decreto de 
1707 expuso su voluntad de reducir todos sus reinos a unas mismas leyes, lo cierto os que su decisión 
sólo la implantó radical y definitivamente respecto a Valencia, moderando en los demás casos su con­
ducta en atención a la resistencia que él y sus consejeros calcularon que encontrarían en cada reino las 
medidas abolicionistas. Nótese, por otra parte, que en relación con Navarra, Álava. Guipúzcoa y Vizca­
ya no impulsó en modo alguno ninguna disposición legal unificados...». 

45 La tesis pactista. defendida y eonceplualizada por LAUNDI ABADíA, Jesús. El pactismo en los 
Reinos de Aragón y de Valencia, en el Pactismo en la historia de España. Madrid, Instituto de España. 
1980, pp. 115-139. es recibida con reservas por SARASA. E.. y negada por GONZÁLEZ ANTóN. Luis, en 
sus respectivos esludios sobre las Cortes de Aragón (vid. bibliografía). Ambas posturas han sido contes­
tadas reiteradas veces por Jesús I M I M » . vgr.: LAI INDI ABADíA, Jesús. Presupuestos metodológicos 
para el estudio institucional de las Cortes medievales aragonesas, en «Mcdicvalía» 3 (1982). Universidad 
Autónoma de Barcelona, pp, 53-80. 

14 TOMAS Y VALIENTE, Francisco. Manual de historia del derecho español. Madrid. "ícenos, 1981 
(3.a edición, primera de 1979), p. 372. 

En sentido parecido, se pronuncia la práctica totalidad de los autores que aluden a la Nueva 
Planta. 
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10) La unificación que se propone es, en definitiva, una castellani-
/ación.4" 

11) También la pretendida conservación del derecho Toral privado y 
procesal ha sido sometida a críticas, señalando su inevitable tendencia a la 
caducidad: a) por no existir Cortes de Aragón ni órgano alguno que lo 
renueve;4" b) por el ataque de que es objeto, al ser integrado por el derecho 
castellano y derecho común;-,<' c) por la incidencia de las leyes generales de 
España, que progresivamente sustraen materias de su ámbito de regula­
ción;*1 y d) por la tendencia de la doctrina (LISSA. VlLl.ALBA, Asso, DE 
MANUEL, etc.) a castellanizar y romanizar las obras de literatura jurídica. 

12) En cuanto a las repercusiones, se han apuntado las fiscales •' y 
sociales.5: 

Vemos cómo al conocimiento de la Nueva Planta de Aragón, se ha 
llegado de formas tangenciales; siempre como parte de un trabajo de inves­
tigación más amplio, del que toma prestados sus planteamientos; en oca­
siones, ello produce deformación en su estudio plasmada en conclusiones 
erróneas. 

Con estos puntos de partida, observamos que las afirmaciones científi­
cas sobre los Decretos de Nueva Planta en Aragón han sido de tres tipos: 
en primer lugar las que se deducen del análisis de las palabras de los decre­
tos; en segundo, extrapolación de conclusiones de investigaciones más deta­
lladas, pero referidas a otros ámbitos (en especial. Cataluña y Valencia); 
por último, hipótesis de trabajo, verosímiles, pero sin contrastar. 

Sobre estas noticias, reflexiones e hipótesis, se construye el presente 
trabajo que, como queda dicho, no pretende ser más que una reflexión 
monográfica sobre la Nueva Planta de Aragón, considerada globalmente. 

'" TOMAS V VAIIFSTF, Francisco, Manual de halaría del derecha español. Madrid. Tecnos. 1981 
(3.1 edición, primera de 1979). p. .174, ubi: «Otra realidad impórtame que conviene destacar es que para 
Felipe V unificar equivalía a castellanizar...». 

4" Aspecto destacado por LAI.IM» AHADIA, Jesús, Los Fueros de Aragón. Zarago/a. Librería Ge­
neral. 1976. y recogido después por la doctrina mayorilaría entre otros por TOMAS Y VAI I INII , Francis­
co. Manual de historia del derecho español. Madrid. Tccnos. 1981 (.!,' edición, primera de 1979). p. 375. 

** La acción del derecho supletorio es puesta de manifiesto por LAI.INUI ABADIA. Jesús. IA>S Fue­
ros de Aragón. Zaragoza. Librería General, 1976, y por TOMAN Y VALIENTE, Francisco, Manual de 
historia del derecho español. Madrid. Tccnos, I9KI |.V edición, primera de 1979), p. 375. 

" Ver LAUNDI ABADIA. Jesús. IJIS Fueros de Aragón. Zaragoza. Librería General. 1976. 
11 Puestas de relieve por KAMíN, Henry, La Guerra de Sucesión en España. 1700-1715. Barcelona 

Grijalho. 1974 l l * edición castellana; traducción de Enrique de OBREGÓN, sobre la primera edición 
inglesa de 1969), pp. 223-426. 

,J MOLAS RIBAI 1 A. Pedro, Las Audiencias borbónicas en la Corona de Aragón, en «Historia social 
de la administración española (estudios sobre los siglos XVII y XVIII)», coordinada por Pedro MOLAS 
RlBAl I A. pp. 117-164, y. de forma general, en todos los trabajos que este autor dedica a la época. 
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CAPITULO I 

GUERRA Y ADMINISTRACIÓN, I O S DECRETOS 
DE CONQUISTA Y EA QUIEBRA DEL PACTISMO 

POLÍTICO. 

Dos son las normas que, fundamentalmente, se dirigen en 1707-1710 
para la reorganización de Aragón. No hay entre ellas diferencias de princi­
pio, sino de oportunidad política; puede pensarse en lo que con terminolo­
gía actual se denominaría "espíritu de 1707", como una forma de concebir 
la organización político-constitucional del complicado Reino de Reinos que 
es la España, cuyo trono conquistará Felipe V. Tratándose del momento 
crítico de la contienda, se adopta una "economía de guerra", una "adminis­
tración de guerra", c, incluso, una "justicia de guerra": abastecer de lo que 
las necesidades de la campaña definen en cada una de estas áreas como 
imprescindible. 

Í3 «...leges ínter Armorum strepitum silereni. nihil de illis percipiebamus...» 

Las leyes callan cuando resuenan las armas; no había tiempo para de­
tenerse en cuestiones de derecho. Poco debe extrañarnos que, con estas 
limitaciones (de que el Rey era consciente), se alcance sólo alguno de los 

5J Vn i AI HA. Diego Franco de. Fororum ac oh.iervantwrum Regnt Aragonum Codtx stve enodoia 
mtthodiea compilalio jure civili. el canónica fulcita. tegihus camellar conciliata. alqur omnígena erudi-
tione contexta, Opu.i quidem ómnibus Mile. el forte non iniucundum; Verum Aragoniae ludicibm, 
Advinatis, el Causidkis, perquam necefsarium auclore P.P. Pidaco Franco de Viílalha... /.¡trago/a. 
Pedro Jiménez. 1727. 

En el PREFATIO de esta edición, el autor se expresa en los términos siguientes: 
«...Et cum leges Ínter Armorum strepitum silerenl, nihil de tlis percipiebamus. ¡mmo quod antea 

te ta potuimus. per non usum. ac mentis lurbationem discessit; & postea Lcgibus Caslellae jussu Princi­
pia irilroductis. tere penitus cvasstl. Ilaque harum Tyroncs & noslrarum obliti. atque spoliati omnino 
remansimus. 

Ocurrít crgo luctuossa rcrum Aragoniae mutatio, scu transforman» isla, ab anno 1707...». 
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objetivos jurídicos señalados: son los militares los que, en ese momento, 
importan. La situación del derecho y de las instituciones durante los años 
1707-1710 puede cifrarse en los siguientes cinco puntos: 

1) Quiebra del pactismo político como forma histórica de creación del 
derecho en Aragón: es sustituido por el decisionismo castellano. 

2) La reforma de la estructura de la administración se realiza de modo 
parcial, desigual y tardío. 

3) La nueva Audiencia se constituye tarde y funcionará con dificulta­
des, actuándose frecuentemente con improvisación. 

4) La nueva configuración de la Hacienda supone un éxito en lo re­
caudatorio, incrementando la aportación del Reino de Aragón a los gastos 
de la guerra; pero oscila, en el aspecto técnico jurídico, entre modelos im­
positivos todavía no definidos. 

5) En el derecho privado, los decretos de Felipe V de 1707 resultan 
inoperantes: son insuficientes para desviar la trayectoria fijada por la iner­
cia del ordenamiento jurídico aragonés. 

Dentro de este marco común, se aprecian diferencias entre los dos de­
cretos, en cuanto a la solución adoptada por cada uno para hacer real el 
teórico diseño unificador: 

El 29 de junio de 1707 se opta por una formulación de los principios 
de estado políticamente puros: se propone un plan ideal de uniformidad 
del gobierno de España, sin tener en cuenta, sin conocer, el ordenamiento 
que se busca suprimir, ni las posibilidades reales de aceptación (técnica y 
política) del castellano que se pretende le sustituya. Esta primera norma de 
junio puede calificarse de precipitada: en unas materias produce reacción, y 
en otras no es suficiente para alterar el curso trazado por la inercia del 
ordenamiento anterior. Serán pocos, aunque de trascendental importancia, 
los efectos jurídicos que se deriven sólo de este primer decreto. 

La mayor parte de las cuestiones habrán de esperar al de 29 de julio de 
1707 y. principalmente, a la normativa de desarrollo para que se introduz­
can las innovaciones planeadas por Felipe V. En julio de 1707 el ideal de 
unificación se reduce, en aras de su viabilidad política: las "reacciones" 
nacidas sólo un mes antes, disminuyen, pero la inercia del ordenamiento 
anterior sigue desvirtuando las intenciones del Monarca en algunas mate­
rias: por no detallarse, técnica y suficientemente, el complejo juego de or­
denamientos jurídicos que se propone. 

Hacer viable al menos una parte del proyecto de reforma, exige sacrifi­
car algunos aspectos, nada desdeñables de éste: lo que en junio se presenta 
como una reorganización políticamente neutra, por la que todos los arago­
neses quedarían afectados de forma proporcional, se convierte en julio en 
un proyecto que da trato diferenciado a los estamentos y lugares que le han 
sido fieles. El privilegio es el precio que se paga para minorar la oposición 
de la nobleza y alto clero a la primera medida (de junio). 
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A. EL DECRETO DE INSTAURACIÓN: EL DOGMA DE LA 
UNIFICACIÓN (29 de junio de 1707). 

Felipe IV de Aragón (V de F.spaña) jura en 1702 los Fueros del Reino; 
pocos de los présenles en esta ceremonia, celebrada en La Seo, imaginan 
que está a punto de estallar una guerra civil, al final de la cual cl ordena­
miento histórico-foral de Aragón quedará seriamente alterado. Habrá en cl 
Rey v en los aragoneses un cambio de actitud que lleve al enfrentamiento 
armado y que, en el terreno jurídico, se evidencia en el Real Decreto de 29 
de junio de 1707: 

«Considerando aver perdido lo* Reinos de Aragón, i de Valencia, i to­
dos sus habitadores por el rebelión, que cometieron, fallando enteramente al 
juramento de fidelidad, que me hicieron, como a su legitimo Rei. i Señor, 
lodos los fueros, privilegios, cssenciones. i libertades, que gozaban, i que con 
tan liberal mano se les avian concedido, as'si por mi. como por los Señores 
Reyes mis predecessores, particularizándolos en eslo de los demás Reinos de 
esta Corona; i locándome el dominio absoluto de los referidos Reinos de 
Aragón, i de Valencia, pues á la circunstancia de ser comprchendidos en los 
demás que (an legítimamente posseo en esta Monarquía, se añade aora la del 
justo derecho de la conquista, que de ellos han hecho últimamente mis armas 
con el motive de su rebelión; i considerando también que uno de los princi­
pales atributos de la soberanía es la imposición, i derogación de leyes, las 
quales con la variedad de los tiempos, i mudan/a de costumbres, podría yo 
alterar, aun sín los graves, i fundados motivos, i circunstancias, que Itoi con­
curren para ello en lo tocante á los de Aragón, i Valencia; he juzgado por 
conveniente (assi por esto, como por mi deseo de reducir todos mis Reinos 
de España á la uniformidad de unas mismas leyes, usos, costumbres, i Tribu­
nales, governándose igualmente lodos por las leyes de Castilla, lan loables, i 
plausibles en lodo el universo) abolir, i derogar enteramente, como desde 
luego doi por abolidos, i derogados todos los referidos fueros, privilegios, 
practica, i costumbre hasta aqui observadas en los referidos Reinos de Ara­
gón, i Valencia, siendo mí voluntad que estos se reduzcan á las Leyes de 
Castilla, i al uso. practica, i forma de govierno. que se licnc. i ha tenido en 
ella, i en sus Tribunales sin diferencia alguna en nada, pudíendo obtener por 
la misma razón mis fidelissimos Vasallos los Castellanos oficios, i empleos en 
Aragón, i Valencia de la misma manera que los Aragoneses y Valencianos 
han de poder en adelante gozarlos en Castilla sin ninguna distinción, facili­
tando yo por este medio a los Castellanos motivos para que acrediten de 
nuevo los efectos de mi gratitud, dispensando en ellos los mayores premios. ¡ 
gracias tan merecidas de su experimentada, i acrisolada fidelidad, i dando a 
los Aragoneses, i Valencianos reciproca e igualmente mayores pruebas de mi 

>J He creído conveniente insertar cl texto, después de comprobar que. con frecuencia, se cita como 
Decretos de Nueva Plañía la ley I. del titulo Vil, libro V, de la Novísima Recopilación, la cual es, en 
realidad, una retundición y resumen de los Reales Decretos de 29 de junio, 29 de julio J de 7 de 
septiembre de 1707. en la que quedan absolutamente irreconociblcs los matices que diferencian, de­
forma sensible, a las cilada-s normas. 

El texto de Decretos de Nueva Planta que puede citarse, y cuya fidelidad con los originales he 
contrastado, sin observar variaciones sustanciales, es el recogido en cl volumen leñero Je la edición de 
1762 de ta Sueva Recopilación de las leyes de Castilla, edición a la que en todas las citas de este trabajo 
remito. 



benignidad, habilitándolos para lo que no lo estaban, enmedio de la gran 
libertad de los fueros, que go/aban antes, i aora quedan abolidos: en cuya 
consequeneia he resuelto que la Audiencia de Ministros, que se ha formado 
para Valencia, i la que he mandado se forme para Aragón, se goviernen, i 
manejen en lodo, i por todo como las dos Chancillerias de Valladolid, i Gra­
nada, observando literalmente las mismas Regalías, Leyes. Practica, Orde­
nanzas, i costumbres, que se guardan en estas, sin la menor distinción, i 
diferencia en nada, excepto en las controversias, i puntos de Jurisdicción 
Eclesiástica, i modo de tratarla, que en esto se ha de observar la practica, i 
estilo, que uvicrc ávido hasta aqui, en consequeneia de las Concordias ajus­
tadas con la Sede Apostólica, en que no se deve variar: de cuya resolución he 
querido participar ai Consejo, para que lo tengan entendido» 

En él vemos una tendencia a la unificación de las Leyes de Aragón y 
Valencia con las de Castilla, a que se llegaría mediante una acción de aboli­
ción y derogación del ordenamiento foral, para la que el Rey se siente 
legitimado por razones de dos tipos (conquista, soberanía), y de la que se 
deriva la consecuencia de su sustitución en bloque por el ordenamiento 
castellano, para la aplicación del cual se dibuja una nueva Corte Superior 
de Justicia, según el modelo de las Chancillerias de Valladolid y Granada. 

1. !• undamentación jurídica, bélica e ideológica del Real Decreto de 
29-6-1707. 

Es práctica histórica constante, que incluso la más radical revolución 
jurídica sea revestida por sus protagonistas de una apariencia de derecho. 
Felipe V no va a hacer una excepción; por ello, aunque esta norma, por la 
que se pretende abolir el ordenamiento foral, parte lógica y jurídicamente 
del supuesto, previo a ella misma, de que tal ordenamiento ya no existe, se 
plantea como lina reforma desde la legalidad, y se argumenta su fundamen-
tación jurídica (derecho de sucesión) y jurídico-bélica (derecho de 
conquista-pena de rebeldía), ambas sobre la base ideológica de una concep­
ción castellanizante de la soberanía del Rey. 

Vamos a pormenorizar cada una de estas premisas, tratando de con­
cretar qué queria decir exactamente Felipe V con cada una de ellas. 

La actuación del monarca se asienta en la doble legitimación que le 
corresponde como soberano y como "Víctor" (en guerra justa). Al primero 
de estos argumentos dedico el apartado a); el b) al segundo. 

a) Monarca soberano. 

La idea de unificación manifestada en el texto del Real Decreto, es 
derivación de una determinada concepción de la soberanía: la castellana. 
Precisamente éste era uno de los puntos discutidos por los aragoneses, pero 
que será consolidado por Felipe V cuando acabe con el pactismo en la 
Corona de Aragón. 

24 



En 1599, el padre Juan de MARIANA expresaba, con nitidez, la diferen­
te concepción y práctica que de la amplitud de la potestad del rey se tiene 
en la Corona de Aragón y en el Reino de Castilla: 

«CAPITULO VIH. SI LA POTESTAD DEL REY ES MAYOR QUE 
LA DE LA COMUNIDAD. 

«...En mi opinión, la potestad regia, en cuanto es legítima, ha sido estable­
cida por el consentimiento de los ciudadanos; asi, los primeros reyes o go­
bernantes fueron elevados por este medio al ejercicio del poder, y por ello 
estimo que debió ser limitado por leyes o normas que se estimaron necesarias 
para que el poder no se salga de sus límites, en perjuicio de los que están 
sometidos, y degenere en tiranía. Como refiere Aristóteles, entre los griegos, 
los laccedemonios sólo confiaron a sus reyes la dirección de la guerra y el 
cuidado y el ministerio de las cosas sagradas. Y de la misma forma pensaron 
en tiempo más reciente los aragoneses en España, tan celosos de su liberlad 
que creen que las libertades se amenguan cuando se hace algunn pequeña 
concesión. Y así, los aragoneses establecieron un estrato intermedio entre el 
rey y el pueblo, a la manera de los tribunos, llamado popularmente Justicia 
de Aragón, que. armado con las leyes y con la autoridad del pueblo, mantu­
viera la potestad regia dentro de ciertos limites. Esta función era encomen­
dada a algún noble para que no hubiese engaño si alguna vez el pueblo 
estimaba oportuno reunirse sin conocimiento del rey para defender las leyes 
o su libertad. En estos pueblos y en otros nadie dudará que la autoridad de la 
comunidad es mayor que la autoridad del rey. Porque en otro caso, ¿cómo 
podría contenerse o frenarse el poder de los reyes y resistir a su voluntad? 

En otras provincias (...) muchos conceden que el rey es la cabeza y el jefe 
gobernante de la comunidad, y que como tal tiene una autoridad suprema y 
máxima para gestionar los negocios del Estado (...). Y de la misma forma, no 
dudan en afirmar que tiene una potestad mayor que la de cada uno de los 
ciudadanos o la de todo el pueblo...».55 

Felipe V entiende que su derecho a suceder en la Corona de España le 
inviste de soberanía, tal y como ésta se entiende precisamente en Castilla. 

El polémico derecho a la sucesión en el t rono de Carlos II, a rgumento de la 
soberanía castellanizante de Felipe V. 

En España, con raras excepciones, las crisis sucesorias nacidas de la 
aplicación de un testamento real, suelen terminar en guerra. Durante el 
reinado de los.Ausirias menores (Felipe III. Felipe IV y Carlos II), se ha 
profundizado la crisis del Imperio que España fue en el siglo XVI; la fragi­
lidad de la economía, el endeudamiento del Estado, la debilidad de nuestro 
ejército y la inexistencia de nuestra Armada, ponen a España en el punto 
de mira de las grandes monarquías del momento, y la integran en el com­
plejo sistema de relaciones internacionales. 

" MARIANA. Juan de. De Rege ei Regís Insiitutione (edición castellana, traducción y estudio intro­
ductorio de Luis SÁNCHEZ AGISTA, Madrid. Centro de estudios Constitucionales. 1981. 

Víanse las palabras de l.. Sánchez Agesta, pp. UI-LIII. y pp. 92 ss. del texto, 
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Muerto Carlos II sin descendencia, se abre su testamento, en el que 
instituye heredero de la Corona a Felipe de Anjou, nieto del francés Luis 
XIV. Ésta disposición testamentaria será muy discutida, y contestada por 
los partidarios del Archiduque Carlos, de la Casa Hansburgo. Polémica 
que pierde momentáneamente su intensidad cuando Felipe de Anjou (Feli­
pe IV de Aragón, Felipe V de Castilla) jure los Fueros del Reino de Ara­
gón, y sea jurado (en su representación legal, la Reina) por las Cortes de 
1702. En 1705 se reabre la discusión, con Aragón ya en la guerra, tras 
recíprocas acusaciones de violación del juramento. 

Ana de Austria, hermana de Felipe IV, contrae matrimonio con Luis 
XIII de Francia. De este matrimonio nace el que será Luis XIV. quien a su 
ve/ casa con la Infanta María Teresa, hija de Felipe IV de España e Isabel 
de Francia, hermana de padre, por tanto, de Carlos II. 

Felipe de Anjou es. según esto, nieto de la Infanta María Teresa, hija 
de Felipe IV. y bisnieto de Ana de Austria, hija de Felipe III. 

Cuando Ana de Austria casa con Luis XIII de Francia, lo hace con la 
condición de su renuncia expresa, por si y sus herederos, a la sucesión de la 
Corona de España: 

«...que la Serenísima Infanta Doña Ana, y los hijos que tuviere varones, 
y hembras, y los descendientes dcllos. y dellas. asi primogénitos, como se­
gundo, tercero y cuatogúnitos, y de allí adelante, no puedan suceder ni suce­
dan en los Reinos, Estados y Señoríos de Su Majestad Católica...».Sh 

María Teresa renuncia igualmente, aunque la técnica jurídica emplea­
da sea diferente, cuando en su Tratado matrimonial dice: 

«...me declaro y he por ex luida, y parlada y a los Hijos Descendientes de 
este Matrimonio por excluidos e inhabilitados absolutamente, y sin limita­
ción, diferencia, y distinción de personas, grados, sexos, y tiempos, de la 
acción y derecho de suceder en los Reinos, Estados. Provincias, Guardianias, 
y Señoríos de esta Corona de España...»/7 

Exclusión que será también repetida por Felipe IV en su testamento * 
Jaime de BURGO,5'' al ocuparse de estas renuncias, habla del «escru­

puloso cuidado con que se asentó la exclusión de los principes franceses 
que pudieran nacer del matrimonio de doña Ana con Luis XIII...». resu­
miendo la preocupación con que se contemplaba, en Europa, la posibilidad 
de fusión entre las Coronas de España v Francia. Por ello, resulta espe-

'" Hi'm.o. Jaime del. IJ¡ Sucesión de Carlos II. Un cambio fundamental en la sucesión de la Mo­
narquía española. Pamplona, l%7, pp, 5.1-64. 

" BURGO, Jaime del. La Sucesión Je Carlos II. Un cambio funjamcniat en la sucesión de la Mo­
narquía española. Pamplona. 1967, pp. 64-75. 

• Bt HIIO. Jaime del, la Sucesión de Carlos II. Un Cambio fundamental en la sucesión de la Mo­
narquía española. Pamplona, I %7, pp. 77-KO. 

Víase también: FELIPE IV. Testamento de Felipe /^(edición facsímil. Transcripción de J. t.. de la 
PESA. Estudio preliminar de Antonio DOMíNGUEZ ORII / . Madrid. Editora Nacional, 1982. 

" Bi R<¡o. Jaime del. ¡M Sucesión de Carlos II. Un cambio fundamental en la sucesión de la Mo­
narquía española. Pamplona. 1967. p. 59. 
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cialmente problemática la institución de heredero de la Corona de España 
que hace Carlos II, tras un complicado proceso de sucesivas redacciones de 
testamento en favor de Felipe de Anjou, nieto del Rey de Francia. 

Ya en vida de Carlos II, y vista su esterilidad, se produce la división 
entre los partidarios de los posibles candidatos (Víctor Amadeo II de Sa-
boya; José Fernando; Felipe de Anjou; Archiduque Carlos de Austria), 
apareciendo estos últimos como los dos más cualificados. 

Muerto el Rey. y proclamado Felipe de Anjou Rey de España, flore­
cen los memoriales en apoyo de la candidatura del Archiduque o en defen­
sa del derecho de Felipe V, que no son sino el acompañamiento verbal de la 
guerra civil, e internacional, que se inicia. 

El 17 de septiembre de 1701 se produce un hecho de importancia para 
esta discusión, ai jurar Felipe V los Fueros y estilos del Reino de Aragón.Wl 

El Rey. en estos primeros años de su reinado, asume las limitaciones 
que a su potestad imponen los fueros y estilos de la Corona de Aragón. 
Felipe V no puede cambiar esta situación, descrita por MARIANA y otros 
autores; no hay que pensar que el monarca quisiera jurar los Fueros como 
acto de condescendencia hacia el Reino de Aragón: el testamento de Carlos 
II. en virtud del cual hereda el trono, se lo imponía: 

«...declaro ser mi subcesor {en caso que Dios me lleve sin dejar hijos), el 
duque de Anjou. hijo segundo del Delphin, y como a tal. le llamo a la subec-
sión de lodos mis reynos y dominios, sin excepción de ninguna parle de ellos. 
y Rtaildo y ordeno a todos mis subditos y vasallos de todos mis reynos v 
señoríos, que... le tengan y reconozcan por su rey y señor natural, y se le dé 
luego y sin la menor dilación la possesión actual, precediendo el juramento 
que deve hacer, de observar las leyes, fueros y costumbres de dichos mis 
reynos y señoríos.„».•' 

El testamento de su causante está consolidando una de las exigencias 
torales más ideologi/adas: la conocida fórmula «Y si no, no»,'1-1 que, con 
origen en el mito de los Fueros de Sobrarbe. se desarrolla en la más exten­
sa: «Nos que valemos tanto como Vos. que no valéis más que Nos, os 
juramos como Principe y heredero de nuestro Reino, con la condición de 
que conservéis nuestras leyes y nuestra libertad, y haciéndolo Vos de otra 
manera, Nos no os juramos».s> 

Es el siglo XVI el que, por los sucesos de sus dos últimas décadas, 
conoce un mayor desarrollo del uso de esta limitación; pero incluso a Feli-

w El cronista Bclando nos lo dcscrihc asi: «...Don Phelipe Quinto... desde el principio de su Rev­
ínolo resolvió celebrar Cortes en las parles Je la Corona Je Aragón. Según ¡o que correspondía a tos 
fueros y estilos de esta Corona— El fin de ellas era para recibir el juramento de fidelidad, y omenage de 
sus vasallos, v confirmar v renovar tos Fueros...», en Bu ASíKi, Nicolás Jesús. Historia civil de España, 
sucesos de la Guerra v tratados de pñ desde el año 1700 hasta el de I73J. Madrid, 1740. 

M CARLOS ll. Testamento de Carlos II (edición facsímil. Transcripción de J. L de la PtJiA. Estudio 
introductorio de Antonio ÚOMilWOEÜ ORTI/). Madrid. Fdilora Nacional. 1982. 

" G I I S I V , Ralph, If not. not. The Oath of the Aragonese and the legendary taws of Sohrarhe. 
Princclon. 1968 

M l.Al IMH AHADIA, Jesús. Lo» hueros de Aragón. Zaragoza. Librería General, 1976. pp. 112-116. 

27 



pe IV y Carlos II. les recuerdan los Diputados la obligación de jurar antes 
de ejercer cualquier jurisdicción.M 

Los Fueros de Sobrarbe pudieron existir o no; la exigencia de jura­
mento pudo tener este origen u otros; pero sea cual sea la respuesta que 
demos a estas cuestiones, comprobamos que Carlos II. Felipe IV, y sus 
antecesores, reconocen eficacia al juramento, llegando aquél a exigirlo a sus 
sucesores de lorma expresa en su testamento. Felipe V debe cumplir este 
requisito para suceder plenamente a Carlos II como rey de Aragón, así se 
lo exigen la doctrina aragonesa v. sobre todo, su antecesor v causante. 
Carlos II. 

Fl recíproco juramento se desdobla en dos momentos: el 17 de sep­
tiembre de 1701. en público, jura Felipe V guardar y hacer guardar el 
ordenamiento Toral aragonés; la forma del acto y fórmula del juramento 
son las tradicionales: en La Seo. ante el Justicia Mayor de Aragón (Segis­
mundo Montier). sobre la CltlZ y los Fv ángel ios.',:i 

Convocadas Cortes de Aragón, en que el Reino debería jurar fidelidad 
al Rey en persona, se inicia en 1702 su celebración, sin presencia física de 
Felipe V (que había partido a la campaña de Italia). La Reina María Luisa, 
con poderes legales de su marido, fue quien recibió en su nombre el jura­
mento; en las propias sesiones se discutió abiertamente la posibilidad de 
jurar a Rey ausente. Con reparos, fue admitida la valide/ del juramento, 
que si no nulo, era por lo menos irregular. En los años posteriores, se 
recordaría esta circunstancia para negar el deber de fidelidad al monarca 
no jurado en forma. 

La sucesión al trono, y toma de posesión, protagonizada por Felipe V 
es, como hemos podido comprobar, muy accidentada: hay actuaciones que. 
si no abiertamente ilegales, fuerzan la interpretación del ordenamiento apli­
cable. Añádase a esto un arraigado sentimiento antifrancés de los aragone­
ses, v se comprende mejor la frialdad con que, según los cronistas y los 
documentos, fue acogido Felipe V como rey de los aragoneses. 

Pero, aun pasando por alto las irregularidades de la institución de he­
redero de la Corona de Fspaña en favor de un francés, y el problemático 
juramento que recibiera por poderes Felipe V. aparecerá un nuevo motivo 
de crítica contundente ai derecho de suceder argüido por este monarca: de 
1705 a 1707 se producen continuas violaciones del juramento por ambas 
partes. Felipe V, alegando soberanía y conquista, suprime en el Real Decre­
to de 29 de junio de 1707 los tribunales e instituciones existentes hasta ese 
momento, y propone sean sustituidos por instituciones de modelo caslclla-

M DÍXUno histórico (oral en orden al juramenta que ka Supremos y Soberanos Señores Reyes Je 
Aragón (salva su Real demencia i deven prestar en el nuevo ittgrtsso de su Govierno, i antes ttuc 
puedan usar de alguna Jurisdicción. S.l, s.d. (reinado Carlos II). 

1,5 Blil.AMX), Nicolás Jesús, Historia civil de híspana, sucesos de la Guerra v tratados de paz desde 
el año 170(1 hasta el de 17}}, Madrid. 1740, pp. 63-64. 

LÓPEZ ni MeNDOZA V Poss, Agustín. Conde de RoBKES. Memoria para la historia de las guerras 
civiles de España, desde la muerte de don Carlos II, que sucedió en primero de noviembre de I7(H>. 
hasta I70H (prólogo de Baldomcro MlDIAN» V Rui/.). Zaragoza. Diputación Provincial (Biblioteca de 
escritores aragoneses, tomo IV), 1882. p. 61. 
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no, incumpliendo una de l;ts disposiciones del testamento de ("arlos II, el 
mismo en que nace el derecho a reinar en España de Felipe de Anjou: 

«33. ...y porque la forma y distribución de tribunales que oy corre y se 
conserva, SC ha hallado la más úlil por mucho tiempo, para el govierno de 
esta monarchfa, por los grandes y diversos revoos, ctiio govierno se expide 
m;i> justa y fácilmente con esta plañía, usando bien de ella, encarga a mis 
subcésores la mantengan con los mismos tribunales y forma de govierno, y 
muí especialmente guarden las leyes y fueros de mis reynos, en que todo su 
govierno se administre por naturaleza de ellos, sin dispensar en esto por nin­
guna causa, pues además del derecho que para esto lienen los mismos reynos, 
se han hallado summos inconvenientes en lo contrario,..».'-'' 

En la última disposición testamentaria del rey Carlos II, con cláusula 
habitual, se recuerda que: 

«54. ...quiero y mando que sea havido y tenido por ley y que tenga 
fuer/a y vigor de ley hecha y promulgada en Corles Cienerales...».''7 

La acción de Felipe V por la que desobedece la disposición testamen­
taria de su causante, fue etica/, pero no legitima ni conformé a derecho. 

A la vista de lo expuesto, creo que toda argumentación construida 
sobre el derecho de sucesión a la Corona debe ser observada partiendo de 
las objeciones formuladas a la institución de heredero realizada por Carlos 
II, y valorando el cumplimiento que l'elipe V hiciera de la voluntad de éste, 
su causante, sin cuya voluntad no hubiera nacido un derecho a suceder, 
renunciado a perpetuidad por sus antecesores. 

h) Vencedor en el campo de batalla. 

Tan discutible y discutido derecho de Felipe V de Anjou a suceder en el 
trono a Carlos II, no era argumento consistente que pudiera soportar por sí 
sólo el peso del radical cambio de ordenamiento jurídico impuesto a los 
Reinos de la Corona; precisamente las diferencias acerca de quién se consi­
deraba con mejor derecho a la Corona estaban en la raíz del enfrentamien-
to. Felipe V debía, políticamente, hacer valer este argumento sucesorio, 
pero sin abrigar ninguna esperanza sobre su eficacia persuasiva, que sabía 
nula. Por ello, acumula un segundo apoyo a la legitimidad de su actuación: 
los derechos que le corresponden como vencedor en el campo de batalla. 

A pesar de su decisiva importancia práctica y del frecuente uso que de 
él se hace, el concepto de «vencedor-en-campo-de-batalla», de «víclor», 
apenas es contemplado más que por legislación tangencial, correspondien­
do a la doctrina largas elaboraciones de que debe entenderse por tal, qué 
derechos genera, situación de las personas y bienes de los vencidos, ... Y no 

«CARLOS II. Testa/nenio Je Carlos 11 (Edición facsímil. Transcripción de J. L. de la PFRA. Estudio 
introductorio de Antonio DOMINCUBZ ORTIZ). Madrid. Editora Nacional. 1982. 

" Ibídcni. 
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es lúe i 1 encontrar materias en que la doctrina coincida, a lo largo de siglos, 
tanto como en la idea de que al vencedor corresponde imponer su voluntad 
sobre el vencido, señalarle la normativa a que en adelante habrá de ajustar 
sus actuaciones. En este sentido se manifestaron ya historiadores griegos y 
latinos al narrar las gestas de Alejandro Magno y Julio César, En la segunda 
escolástica, y en derecho de gentes, se pondrá en relación el nacimiento de tal 
derecho con la existencia de una justa causa de la guerra.« Del mismo modo 
que la absoluta potestad que el Rey de Aragón tenía sobre los sarracenos, se 
fundaba en una de estas causas tasadas, debía ahora Felipe V aducir el justo 
motivo por el que se arrogaba los derechos del vencedor. Puede considerarse 
unánime la doctrina, según la cual la rebeldía de los subditos es causa de 
guerra justa.'1'' 

II presunto delito de rebelión, causa de guerra justa y legitimación de la pena 

Según se expresa Felipe V el 29 de junio de 1707, el Reino y habita­
dores de Aragón pierden sus fueros, privilegios, ... por haber incurrido en 
rebelión. Para comprender el alcance de estas palabras es necesario concre­
tar qué entiende el monarca por «rebelión», qué consecuencias jurídicas 
derivan de ella, y cuáles fueron, en suma, las acciones de los aragoneses que 
le dieron pie para formular acusación tan grave. 

Comen/aré por un breve resumen de aquellos hechos acontecidos des­
de la llegada de Felipe V a la Corte de Madrid (18 de febrero de 1701), 
hasta la fecha de promulgación del primer decreto de conquista, que afec­
ten a las relaciones del Rey con este Reino. 

Tras una larga estancia en Madrid, que contrasta con la brevedad de 
las visitas que posteriormente rcali/a a las capitales de otros reinos, llegan 
en julio de 1701 al Reino de Aragón noticias de la próxima venida de S.M.; 
la lecha prevista, agosto, fue desechada por el rigor del clima, y por la 
prevención que algunos consejeros infundieran al Rey acerca de los arago­
neses.711 111 14 de septiembre se acerca una representación de la Ciudad de 
Zaragoza al acampo de Mucl; el 16 de septiembre, por fin, entra Felipe IV 
de Aragón, V de Castilla, en Zaragoza. El 17, jura los Fueros en el Templo 
de 1.a Seo, siguiendo la tradición, y cumpliendo la exigencia de sus antece­
sores. La breve estancia finaliza el día 20. en que reemprende viaje hacia 
Barcelona, ciudad en que se reunirán Cortes. Estas Cortes catalanas son. 

" IIIIIí.' la numerosa doctrina que del lema S* ocupó, destacare los nombres de W,\ i 11 i . Mcii INA y 
SUAREK, 

"" V.n cMc sentido, por ejemplo. R A M I R I / : «...sed iusta esl. si pro defensiona propria. vel rerum 
Suenan, vel pairiae, ve! pro recuperando rebus ab eo iniuste ablatis. vei contra subditos rehelles. con-
tumaics, vel contra turcas infidelles. heréticos, el altos christiane ftdei hostes. itlud iruluxerit... Ilegitima 
vera \ justa causa in bello capul bonac \pe¡ est.... imittaquc alia requisita, a nosiris tlocloribus cumúla­
la pro iustilia belli intervertiré drbent...t>. en CALIXTO RAMIRI / , Pedro, Analyticus Tractatus de lege 
regia, qua. in principes suprema & absoluta poteslas translata fuit: cunt quadam corporis politici ad 
instar phisici, capitis \ membriirum tonnexione... Zaragoza, Juan I anaja & Quarlancl, 1616, p. 32K. al 
ocuparse de la guerra justa y sus efectos. 

10 Loi ' i / DI MEMDOZA V PONS, Agustín, Conde de ROMES, Memorias para la historia de las 
guerras civiles de España, desde la muerte de don Carlos II, que sucedió en primero de noviembre de 
I7IH). hasta 1708 (prólogo de Baldomcro MHJIANOY Rül/.). Zaragoza. Diputación Provincial (Bibliote­
ca de escritores aragoneses, lomo IV), I8K2. pp. 61-62. 
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para algunos autores, la raíz de la convocatoria de Cortes del Reino de 
Aragón hecha en I702.7' acerca de cuya oportunidad política discutieron 
abundantemente los cronistas de la época.7' y de cuya finalidad siguen hoy 
ocupándose los estudios.71 

Son convocadas y celebradas en las irregulares circunstancias que sur­
gen por la no presencia física del Rey. que otorga poderes a la Reina María 
Luisa. 

Las relaciones de la Reina con los «bracos» y, en general, con los ara­
goneses, fueron cordiales, obteniendo gran parte de lo que a dichas Cortes 
había pedido. Este afecto habría de perdurar unos años, y seria invocado 
en 1706 por la misma Reina, cuando trata de subsanar la deficiente situa­
ción del Reino en lo que respecta a fortalezas que le aseguren.74 

Durante estos años, en la primera fase de la guerra, los objetivos alia­
dos están todavía lejos de las tierras de Aragón, quedando éstas al margen 
de los frentes de batalla; es una época en que las tensiones dentro del Reino 
de Aragón se mantienen todavía en estado latente: comienzan las primeras 
agitaciones de los partidarios de ambos bandos, de los cuales son los más 
conocidos el Conde de Ciluentes. por los aliados,75 y el Arzobispo de Zara­
goza, Antonio Ibáñez de la Riva. entre los borbónicos.7'1 

Son muy escasas las noticias que tenemos del comportamiento de los 
aragoneses durante estas fechas; la causa de Felipe V es recibida en un 
ambiente de pasividad (frente al júbilo que desala en Castilla, o manifiesto 
desagrado en Cataluña); pero sólo de esta pasividad no puede deducirse 
una general actitud de los aragoneses a favor del Archiduque Carlos.77 

En 1705 ya Aragón se convierte, por la situación del frente, en tierra 
de paso constante para el apoyo logístico de las tropas; será entonces cuan­
do se produzcan los primeros y graves incidentes. La Campaña se iba pro­
longando más de lo esperado, y era necesario el oro que había de venir de 
Francia para pagar a las tropas; cuando se trató de pasar éste, los diputa-

" Asi piensa, por ejemplo, BA( M I AR v SANSA. Vicente. Marqués de SAV Ftl.lFh. Comentarios lie 
la guerra de lispaña e historia de su Rey Felipe t' el animoso, desde elprincipio de su reinado hasta el 
año de 1725. Genova. 1726. p. 39, 

11 Entre ellos. BSAUDILLART, RORKI S y también NOAIII ES, 
" HORRAS Gl'A! IS. Gonzalo. íM Guerra de Sucesión en Zaragoza, /.arago/a. Institución Fernando 

el Católico, 1972. pp. 15 ss. 
7< «Fl ferboroso celo y fidelidad de esa Ciudad a la Sacra persona del Rey mi Señor, y la cuidado­

sa, y atenta aplicación a su Real Servicio, de que gustosamente fui testigo... concilio y aseguró mi Amor 
a tan buenos vassallos... Y deseando desde aquel tiempo darle a entender con obras efectivas mi afec­
tuosa propensión a todo lo que pueda ser de su mayor utilidad y decoro...» Carta de S.M. la Reina ai 
Capitulo y Consejo de la Ciudad de Zaragoza. Archivo Municipal de Z.arago/a, R. Actos Comunes, 
1706. fol. 78. Esla carta de 27 de mayo de 1706. aparte de ilustrar el estado de ánimo de la Reina hacia 
estas tierras, es significativa por cuanto que, en los Memoriales que se escribirán en los Reinos de 
Valencia y Aragón, iniciada la guerra, será invocada la indefensión de tas fronteras, para demostrar que 
no hubo quebrantamiento del juramento de fidelidad: nada se pudo hacer para frenar las tropas del 
Archiduque. 

" Sobre el Conde de Cifucntcs vide: SAN F'H.tPr, op. cit.; RtiHRts, op. cit.. pp. 251-252; BORRAS. 
op. cit.. p. 39. 

* Sobre el Arzobispo Antonio IRASFV. I)F I A R IVA H I RKI R* vide: BORRAS, op. cil.. ap. doc. n." 94. 
y textos a que remite. 

" KAMEN. Henry, La Guerra de Sucesión en España. 1700-1715. Barcelona. Grijalbo. 1974 (1« 
edición castellana: traducción de Fnrique de OBRrííós. sobre la primera edición inglesa de 1969), pp. 
273-274. 

31 



dos se opusieron, y decidieron no permitirlo en tanto no hubiese, como era 
derecho. Carta Acordada del Rey. despachada por Consejo de Aragón. 
Cuando las tropas, a pesar de ello, intentan pasar, «...tomaron las armas 
lodo el reino... y por esta razón se experimentó cómo en pocos días de 
diferencia los naturales hicieron en las tropas horribles y abominables es­
tragos en Zaragoza y su tierra, en Huesca y la suya, Calalayud y Daroca 
con sus comunidades...» (MACANAZ). 

A lo largo de este año y del siguiente, se multiplican los incidentes: 
cuando el Reino intenta cobrar el derecho de aduanas del vestuario y víve­
res que se traían al reino para sustento de las tropas, o el derecho de puen­
tes por los carruajes, y el derecho de 50 pesos «pagadero por cada cuerpo 
de tropas» que entrase en el Reino. 

Las fricciones son constantes entre las tropas y el Reino, al pretender 
cada uno hacer valer derechos contrapuestos, en un ambiente en que éstos 
se vuelven incompatibles y excluyentes, Uno de los puntos culminantes se 
alcanza el 27 de diciembre de I7Ó5, en que tropas borbónicas son cerradas 
en Zaragoza y muertas a los gritos de: 

«mueran y guárdensenos los Tueros y libertades» 
«guárdense los fueros y no quede francés con vida» 

«Viva nuestro Virrey» n 

El 8 de marzo de 1706, cuando Felipe V escribe a la Ciudad desde 
Daroca, ordena sean retiradas las tropas que hasta ese momento se habían 
acuartelado en la Aljalcria, y confía la defensa de la plaza a la formación 
de algunas Compañías de naturales, que se encarguen de la custodia de la 
misma. 

Estas previsiones de Felipe V se llevan a la práctica el 22 de junio de 
1706. ante la proximidad de las tropas aliadas, que han entrado en Barbas-
tro; la Junta creada por el Capítulo y Consejo de la Ciudad para organizar 
la defensa, escribe en esta lecha al Gobernador, notificándole el alistamien­
to de mil hombres de los Gremios y Artesanos, a los que se encomienda la 
defensa de las murallas y establecimientos de sistemas de seguridad. El gas­
to nacido de esta nueva organización, ante la imposibilidad de ser cubierto 
por la Ciudad, es pagado con ayuda del Gobernador, y con los fondos que 
estaban destinados al mantenimiento de las tropas de la Aljaferia. 

El 10 de junio el Capítulo y Consejo se habían ocupado de las «urgen­
cias presentes», esta vez por haberse distribuido unos pasquines y carteles 
en que se negaba el derecho de Felipe V a la sucesión en la Corona de 
España: «juntando muchas especies sediciosas y escandalosas». En las deli­
beraciones del Capítulo y Consejo se califica la acción como «gran delicto y 
enorme desacato»; cuando se procede a adoptar las medidas que han pare­
cido oportunas, se alude simplemente al desacato. La reacción de la Ciudad 

" i* Noticio de las alteraciones ocurridas el Sobad» 2f> de junio. Medidas a adoptar. Muida de la 
sumisión de Madrid al Archiduque Carlos. Aclamación del Archiduque en Zaragoza. Carta del Conde 
de Noelle. Cana de ¿". M. el Rey Carlos III. Ayuntamiento de I de julio de 1706. en A. M.Z. Registro de 
Actos comunes, 1706, págs. 95v-l0lr. 

También de interés: A.M.Z. Registro de Acnw comunes, 1707, págs. K7 y K7 bis. 
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no es. en este punto, todo lo enérgica que la gravedad de los hechos hacía 
suponer: ordena se publique un Bando «en que se manifieste su sentimiento 
por el caso ocurrente, y con la talla de quinientos pesos a aquella persona, 
o personas, que descubrieren o dieren noticia de haver cometido tan detes­
table crimen». 

La situación es puesta en conocimiento del Rey, quien se espera pro­
vea lo que considere oportuno al respecto, provisión que no llegará. 

El 18 de junio, desde Barcelona, el Archiduque Carlos escribe a la 
Ciudad de Zaragoza, carta que es oficialmente conocida por el Capítulo y 
Consejo en el transcurso del ayuntamiento de I de julio. Antes de esta 
fecha, habían llegado noticias de la sumisión de Madrid el 27 de junio; 
entre el pueblo ya circulaban rumores en este sentido, cuando se inicia la 
reunión de 1 de julio. Comienza ésta, aparentemente, con toda normalidad 
en el Capítulo y Consejo de Zaragoza, y, por ello, sorprende la naturalidad 
con la que se pasa a reconocer al Archiduque como Rey con el nombre de 
Carlos III. Sin embargo, la reunión no era una más: existe un dato acerca 
de la inclinación de los consejeros que asistieron, que se pone de manifiesto 
al cotejar la lista de nombres registrada en esta fecha, con aquella otra 
ofrecida por S.A.R. el Duque de Orleans el 31 de mayo de 1707, al ser 
restaurada la causa de Felipe V.7'' En primer lugar, el secretario constata 
unas ausencias por enfermedad y otras no justificadas: Manuel Ycis y Jaca, 
enfermo, es calificado el 8 de junio de 1707 por el Duque de Orleanas como 
disidente, siendo separado del cargo. Resulta revelador que los cuatro con­
sejeros que faltan sin causa justificada sean nombrados, un año más tarde, 
por el Duque de Orleans para el gobierno político de la ciudad; así sucede, 
en efecto, con: Pedro Miguel Samper, Juan Francisco Rui/, de Pereda, José 
Félix Serra y José Chueca. 

De los consejeros presentes, sólo dos, J. Antonio Ondeano y Gaspar 
Segóvtá, serán nombrados por el Duque de Orleans en 1707. 

Los acontecimientos del sábado 26 de junio, domingo y lunes, que son 
referidos en la sesión de I de julio, debieron de revestir más importancia que 
la que se deduce de la simple relación de los hechos, dejándose patente esos 
días que el Archiduque Carlos iba a recibir una buena acogida en la ciudad. 
El éxodo de partidarios de Felipe V fue, según los cronistas y los datos 
aportados por la documentación, importante. En la noche del domingo 27 
de junio, la agitación aumenta delante del Palacio del Arzobispo Antonio 
Ibánez de la Riva, en cuyas dependencias se hallaba preso un clérigo, acu­
sado de imperial;80 la entidad de la revuelta aconsejó el reforzamiento de los 
dispositivos de seguridad, y se procedió a organizar formalmente la defen­
sa, proveyendo de «armas, pólvora y mechas» a los improvisados milicia­
nos. El lunes 28 se procede a la Constitución de Compañías que impidiesen 
los tumultos, y «para guardar y defender la Ciudad y mantener sus Privile-

"> Véase documento citada en A.M.Z. Registro de Actos comunes, 1706, págs, 95v-lf.Hr, 
Sobre el papel desempeñado por los clérigos: KAMIS, Hcnry, La Guerra de Sucesión en España 

/ 700-/7/5. Barcelona. Grijalbo, 1974 (1.a edición castellana; traducción de Enrique de OMUEGÓM, sobre 
la primera edición inglesa de I9fi9), pp. 2S7-288. y notas 50 y 51 de ese mismo capitulo: en los cuales se 
señala la diferencia a establecer entre: el clero secular y las órdenes religiosas y, por otro lado, el alto y 
bajo clero. 
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gios y Libertades, los Fueros, Observancias, usos y costumbres de todo el 
Rcvno...»;*' la ciudad, sin ejército, se apresta a armar a sus ciudadanos 
para la defensa, y para la manutención de los Fueros y Privilegios 
referidos. 

Se invoca la detcnsa de los Fueros y Privilegios \ se reúnen en el mis­
mo lunes 1.500 hombres, organizados por Compañías, provenientes de los 
(iremios y Cofradías de artesanos: si no la razón de fondo del conflicto, la 
defensa de los Fueros era. por lo menos, una eficaz consigna capaz de 
atraer, como ninguna, a los aragoneses hacia el bando por el cual era invo­
cada. Existia, por tanto, temor a perder los Fueros; pero el peligro para su 
mantenimiento no se ve detinido en uno u otro partido, sino que se asocia­
ba a la idea de entrada de tropas. Conservación de Fueros v no entrada de 
tropas son ideas que en los escritos de la época aparecen unidas con fre­
cuencia. Cuando se reconozca como Rey a Carlos 111. las dos peticiones de 
la Ciudad son precisamente ésas: 

«...ofrecerse a la Ciudad a ia obediencia del Sr, Archiduque, con las 
expresiones de que. como cabeza y metrópoli de Rcvno... confia, espera, la 
manutención \ conserhación de los Pribileojos de la Ciudad, y de los fueros. 
Libertades, Observancias. Privilegios, usos y costumbres del Revno. \ que 
por su Real benignidad mandará no se acerquen iropas a esla ciudad...»."' 

Aquellas Compañías, tan rápidamente formadas, no llegarán a interve­
nir: la reunión del Capitulo es interrumpida por la llegada de un correo que 
trae la noticia de la rendición de Madrid a la causa imperial; ante la impor­
tancia de la cuestión, el Jurado, en capítulo, va a su cuartel de la lonja, en 
cuyas inmediaciones se encuentra una multitud que, conocedora de los m-

" A.M.Z. Registro de Actos comunes, 170*. págs. 95v-IOIr, ubi; 
«...Y en Consecuencia de esto el Domingo muy de noche y el lunes muy de mañana se hizo prehen­

sión a iodos ios Mayordomos de los (iremios y Artesanos para que ton preste/a nombrasen de los 
mismos sus Capitanes y oficiales distribuyéndose lodos en Compañías de cinqucnla soldados cada una y 
que acudiesen con Armas a las Casas de ia Ciudad, que les darían las que les fallasen, y lambícn cuerda, 
y polbora y halas: que el Sr. Jurado en Cap, era Coronel de estas Compañías > Milicias, y Thcnientc 
Coronel Don Manuel de Contamina: Y que la Ciudad las disponía y mandaba para impedir los tumul­
tos y alteraciones de la Plebe y para guardar y delender la Ciudad y mantener sus Privilegios y Liberta­
des, y los hueros. Observancias. Usos y costumbres de lodo el Rcvno. Y señaladamente el Cirandc 
Privilegio de la Manifestación y los Privilegios de que no haya tormento en Aragón ni confiscación: 
Que la Ciudad no quería exponer a sus vecinos contra un exereilo. pero podia y debía armarlos con tan 
generosa confianza y honra de lodos los Gremios para defenderse dentro de la Ciudad s desde ella 
lograr en qualquicrc acontecimiento la manutención de ios Fueros y Privilegios referidos...». 

" A.M.Z. Registro de Actos comunes. I7W>. págs. °5v-IOIr. ubi: 
«...Pascaron la Ciudad, y sin que precediera aviso fue el concurso mas numeroso que se ha visto, y 

todos y de todos estados aclamaron conformes incesantemente al Sr. Archiduque: que las mismas acla­
maciones subcesiva y continuamente se están oyendo, y que siendo como son notorias todas las circuns­
tancias rclcridas. ha parecido después de haver tenido los S.S. Jurados conferencia con algunos S.S. 
Diputados, ya que es imposible suspender tan continuas y publicas demostraciones y aclamaciones 
proponer a V.S.I.. si es combenicnte en el eslado actual ofrecerse la Ciudad a la obediencia del Sr. 
Archiduque, con las expresiones de que como Cabeza y Metrópoli del Res no. y de toda la Corona de 
Aragón, confia, espera la manutención y conserbacion de los Prlbilegios de la Ciudad, y de los Fueros, 
Libertades. Observancias, Privilegios, usos y costumbres del Reyno, y que por su Real Benignidad 
mandará no se acerquen tropas a esta Ciudad, rogando juntamente la consuele con su Real presencia 
para que lodo el Reyno preste el Juramento de fidelidad, conforme a sus Leyes y Fueros..,». 
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mores, se agolpa al saber de la llegada del mensajero de Madrid con noti­
cias que se imaginan: 

«...siendo muy numeroso el concurso de la Nobleza, ciudadanos y mili­
cias, se vio, reconoció, y oyó un conforme general aplauso, y aclamación del 
Sr. Archiduque...»*' 

El Consistorio, ante la notoriedad de las referidas circunstancias, pare-
ciéndole imposible suspender «tan públicas manifestaciones de júbilo», de­
liberó «si era conveniente en el estado actual ofrecerse la Ciudad a la obe­
diencia del Sr. Archiduque». 

Llama la atención la facilidad con la que se reconoce al Archiduque 
como nuevo Rey; además de esta sumisión de los miembros de la adminis­
tración, se percibe una d¡lerenda de reacciones a nivel popular, si compa­
ramos ésta con la sumisión a Felipe V. y la apatía mostrada en aquella 
ocasión. Seria, sin embargo, prematuro afirmar que el Reino de Aragón 
globalmente era partidario del Archiduque. Fl comportamiento de los ju­
rados y ciudadanos ha de enjuiciarse teniendo en cuenta un fenómeno seña­
lado y documentado, durante los días inmediatamente anteriores, los insis­
tentes rumores de la extensión de la causa del Archiduque Carlos producen 
la salida de abundantes partidarios de la causa borbónica: pocos de los que 
quedan, sobre lodo en los altos niveles, son borbónicos. 

Se hacen públicas este día dos cartas: una señalada por el Rey Carlos 
III. con lecha de Io- de junio, y otra del que será su brazo derecho, el Conde-
de Noel le. 

El tono empleado en la carta real*14 es muy diferente de aquel usado en 
el primer bando de Carlos III como rey de Aragón: la carta termina con la 
confirmación de la Real palabra de conservar los Fueros, Gracias y Privile­
gios, apostillando que esto será así «mientras (como no creo) en vuestras 
obligaciones no experimente el Conde de Noclle contrarios efectos que los 
que me promete vuestra Lealtad...», Aparece, es cierto, la intención de con­
servar en sus Fueros a Aragón, pero unas palabras más adelante queda 
abierta la posibilidad de alterar el estado de cosas a voluntad real de Car­
los III. 

Los argumentos, e incluso palabras y frases, empleados en ambas car­
tas del Austria, son idénticos a los que encontramos en la propaganda de 
los borbónicos y de Felipe V: ambos se declaran «señore naturales» de la 
Monarquía de España: califican de tirano al gobierno de la facción contra­
ria; se encuentran respaldados por la Justicia, poniéndose Dios del lado de 
sus respectivas Armas, etc., y, sobre todo, invocan ambos la inmutable leal­
tad de los aragoneses para con sus causas. 

"' A.M.Z. Registro de Actos comunes, 1706. págs. 95v-IOIr. 
" A.M.Z. Registro de Actos comunes. 1706. págs. 95v-tOIr. donde se recoge la citada Carta Real. 

de I y de junio de 1706, que. en lo relativo a los Fueros de Aragón, se expresa como sigue: 
«...ratificándoos con la presente mi Real Palabra de conserbaros los Fueros, Gracias v Privilegios 

que por Leales merecisteis de mis (¡lanosos Antecesores, mientras (como no creo) en vuestras obliga­
ciones no experimente el Conde contrarios efectos de los que me promete vuestra Lealtad...». 
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En la carta del nuevo Rey aparecen como motivos casi exclusivos la 
conservación de los Fueros y la observancia por las tropas de la más exacta 
disciplina militar, deshaciendo el recelo de los aragoneses hacia los desma­
nes de las tropas. El monarca se ratifica en la conservación de los Fueros, 
pero impone una condición resolutoria. El equilibrio de fuer/as sobre el 
que se ha basado el sistema de creación del derecho en Aragón ha quebra­
do (de forma menos evidente que con Felipe V en 1707, pero quebrado). 

Fn toda la correspondencia conservada del Archiduque a la ciudad, no 
volverá a mencionar la conservación de los Fueros; existe una sola excep­
ción: la Carta de 11 de diciembre, en que vuelve a condicionar el manteni­
miento de Fueros y Privilegios: 

«...mi real ánimo es y será siempre el de manteneros en vuestros hueros 
y Privilegios que por lan justos motivos os están concedidos, y si en alguna 
parte llegara a dispensar mi Real aulhoridad. únicamente sería cuando inter­
viniese vuestro mismo interés y el de esse Rcyno...».11' 

Únicamente recordare al respecto, que Felipe V, el 29 de junio de 1707, 
también presenta la reforma impuesta como un beneficio para España, 
Aragón y los aragoneses. 

Hemos de tomar, por tanto, con precaución, las afirmaciones de con­
servación del ordenamiento foral proferidas por el Archiduque Carlos, y no 
creer que con este monarca haya certeza de que los Fueros se hubieran 
conservado. 

Llegamos asi, tras unos años en que el juramento reciproco de Rey y 
Reino había sido quebrado por ambas partes, a mayo de 1707. Fn esta 
fecha. Zaragoza se somete a Felipe V, teniéndose la impresión de que Ara­
gón no iba a dejar de ser borbónico, y, en efecto, la historia posterior lo 
corroboraría, por cuanto la estancia del Archiduque en 1710, tanto por su 
corta duración, como por el escaso alcance de sus actuaciones, tendrá me­
ro carácter episódico. En este ambiente psicológico, nada empece a que 
el Rey emprenda en Aragón una acción a largo plazo. El 27 de mayo de 
1707, S.A.R. Felipe de Orleans se dirige por primera vez. a los aragoneses, 
imponiendo normas muy severas, de carácter preponderantemente militar, 
para el mantenimiento del "orden" en la ciudad.Hí> Llegan, después de éstas, 
los decretos de 29 de junio y 29 de julio de 1707, en que el Rey, recordando 
sólo una parte de los hechos descritos, aprecia un incumplimiento unilate­
ral del juramento de fidelidad que le prestaron los aragoneses, a los que por 
esta razón califica de rebeldes, y sanciona como tales, por entender el mo-

*5 También con cautela, üC expresa el propio Carlos Tercero, en su Carla de 11 tic diciembre de 
1706. cuando dice: 

«...paso a deciros que mi Real animo es y sera siempre et de manteneros en vuestros Fueros y 
Privilegios que por tan justos molíhos os están concedidos, y si en alguna parle llegara a dispensar mi 
Real Aulhoridad. únicamente seria quando interviniese vuestro mismo ynteres. y el de esc Rcyno...». 

En A.M.Z. Registro de Actos comunes. 1706, págs. 95v- tOIr. 
"BORRAS, Gonzalo M.. La Guerra de Sucesión en Zaragoza. Zaragoza. Institución Fernando el 

Católico. 197,1. en concreto, documentos 15, 16, 17 y IS de su apéndice documental. 

36 



narca que la actuación de éstos durante la guerra era subsumible dentro del 
grave delito de rebelión. 

La rebelión es una de las formas de traición a la que, como tal. corres­
ponden durísimas consecuencias jurídicas y de todo tipo. Felipe V, en su 
decreto de 29 de junio, califica de rebelde al Reino de Aragón, para después 
no hacer uso de las prerrogativas atribuidas al vencedor sobre las personas 
y bienes de los traidores; sólo utiliza esta acusación para proceder a la 
general derogación de fueros. El 29 de julio, el propio Rey reconoce que 
hubo rebeldes en Aragón, pero que Aragón mismo no fue rebelde. Desde 
este punto de vista, estarían legitimadas las confiscaciones particulares de 
bienes y encarcelamiento de personas rebeldes, pero resulta paradójico que 
siga manteniendo la derogación de fueros, castigo de efectos aparentemente 
generales, para sancionar conductas de particulares. La desproporción en­
tre el delito y la pena aplicada es manifiesta, y se aparta de la definición de 
la conducta rebelde y sus consecuencias, generalmente aceptadas por los 
juristas de la época. Ln el universo jurídico español de inicios del siglo 
XVIII, los límites de las conductas definibles como traidoras son fijados 
mediante la integración de las prescripciones que, en defecto de regulación 
única sobre el tema contienen: 

1. El derecho natural y de gentes, 
2. El ¡us comniune. 
3. Fl derecho de los Reinos. En especial, para nuestro caso, interesan 

la regulación castellana y la foral aragonesa. 
Una primera revisión de estos grupos de fuentes normativas y doctrina­

les, pondrá de manifiesto el uso poco discriminado y la interrelación cons­
tante de cuatro conceptos principales: lesa majestad, traición, rebelión, ale­
ve, construidos sobre los accesorios de lealtad, fidelidad, homenaje y 
juramento."7 

Las relaciones lógicas entre todos ellos, y el contenido que, en conse­
cuencia, se atribuye a cada uno, se fijan de forma distinta en cada sistema 
jurídico. Afirmación de la que se deriva, para nuestro trabajo, una exigen­
cia: establecer las regulaciones que de la rebelión conocen Felipe V y sus 
consejeros, y determinar en cuál de estos modelos piensan los redactores 
del R. D. de 29 de junio y de 29 de julio de 1707. 

Partiré de una primera precisión conceptual: son muy diferentes los 
contenidos del término «traición» (o del de «rebelión»), según sea utilizado 
en un discurso politico o en uno jurídico. Desde este último punto de vista, la 
traición es una figura muy problemática; una misma conducta será califica­
da de heroica o de traidora, según que la facción en que se encuentre su 
autor resulte vencedora o derrotada en la contienda. Por esta razón, los 
juristas de lodos los tiempos han manifestado su recelo ante lo que supone 
una autorización en blanco, para que el vencedor disponga de la vida y 
hacienda de los derrotados. La manifestación directa de esta desconfianza 

" El ineludible punto de arranque de loda conccpluali/jiLion sobre la rebelión lo Constituye el 
trabajo de l<¡l ISIA H'hRRFIROs, Aquilino. Historia tle la fruición, tji traición regia i-n ¡ron r (astilla. 
Santiago de Composlela, 1971 
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es una tipificación casuística, rígida, y entiendo que restrictiva de la con­
ducta definible como traidora, así como el amplio juego que de atenuantes 
y eximentes se autoriza: uno de los elementos ¡rrenunciablcs del tipo es la 
existencia de una clara relación jurídica de fidelidad, lealtad u homenaje. 

Por el contrario, en el discurso político la calificación como traición de 
una conducta no requiere la previa existencia de relación jurídica de las 
clases mencionadas, ni su tipificación es precisa, ni la enumeración que de 
los diferentes supuestos de traición se hace es cerrada. Depende únicamente 
de factores políticos: el vencedor, prescindiendo de su legitimidad, califi­
cará de traidores a sus adversarios. Cabe, según ello, que un rebelde contra 
un poder constituido resulte victorioso en el enfrentamiento político o béli­
co que su alzamiento produce. En este momento, se convierten en traidores 
(sólo en sentido político) los que jurídicamente eran fieles defensores del 
poder legítimo, entonces derrocado. 

Frente a la laxitud con que se contempla la traición en sentido políti­
co, destacan los estrictos límites con que trata de sujetársele en el ámbito 
jurídico. Dentro de éste, la rebelión o traición {ya veremos diferencias entre 
ambos términos) es contemplada bajo dos aspectos: 

1) rebelión o traición, como conducta punible en sí. 
2) rebelión o traición, como causa de guerra justa. 
Del primer caso se predica lo expuesto antes: se define un tipo delic-

tual. y se diseña un sistema de eximentes y atenuantes que limite la dureza 
de las consecuencias previstas para el autor de la acción castigada: las pe­
nas previstas por este concepto son la de muerte natural y de confiscación 
de bienes (a las que se añaden otras, que varían en cada ordenamiento). 

Para el segundo supuesto, la traición (normalmente en su forma de 
rebelión) se define no en sí. sino por relación con el concepto de que en esc 
momento es adjetiva: guerra justa. Su tipificación es diferente, y distintos 
son los supuestos previstos.MK 

El monarca alude a la rebelión en el R. D. de 29 de junio de 1707 y R. 
D. de 29 de julio de 1707. Las primeras palabras del de 29 de junio hablan 
de rebelión, producida por quebrarse el juramento de fidelidad: la conse­
cuencia que de ella hace nacer es la pérdida de fueros, privilegios, exencio­
nes y libertades. 

El 29 de julio comienza Felipe V diciendo que, a pesar de la aparente 
generalidad de la acusación de rebeldes, en ningún momento ha entendido 
que se encontrasen incluidos en ella las personas, comunidades, ciudades, 
villas leales a la causa borbónica, ni tampoco las que sólo se han 
rendido a la «fuerza incontrastable» de los enemigos, de que no han podido 
defenderse. 

•• la rebelión tomo causa de guerra justa es docirina dominante en los tratadistas clásicos del 
Derecho de la Guerra. Lina síntesis de esta cuestión la encontramos en; RAVIKI/, Pedro Calixto, 
Analytieus metano tic lege regia, tfua, tn principes suprema A absoluta potestm transíala tan: eum 
auailaní íiirpons ptrlitid ail iiíMar pkisiii, capMs & mrmhrtirum tinmi'xumt: Auctort tloftoft l'riro 
Callista Ramírez turis eMIis ¡n Academia Caesaraugustana olim Primario Interprete, <v m aula ( untar 
O. iustitiae Angonuttu atine viro eausarum i-riminalium Regio Consiliario. Zaragoza Juan I anaia & 
Ouarianct. If>l6. p MU. 
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MACANAZ, comentando estos preceptos, dice que «es principio cierto 
que por el delito de rebelión en que lian incurrido los catalanes, aragoneses 
y valencianos se hicieron reos de la pena, de modo que por el derecho de 
gentes quedaron subditos, y sus haciendas confiscadas, por el derecho civil 
se les impone la pena de muerte y confiscan los bienes; por las leyes de 
estos reinos se extiende también a quedar con la nota de infamia sus hijos y 
descendientes, y por fueros de aquella Corona quedan siervos, y sus hijos 
infamados, y lodos sus bienes recaen en el fisco... w 

Al acumular tan grandes prerrogativas en la persona del Rey sobre los 
rebeldes, trata de que el importante castigo que realmente se impone parez­
ca benévolo en comparación con el mucho más grave que según este autor 
podría haber impuesto un rey menos conciliador. 

La argumentación de Macana/ utiliza en acepciones diferentes el mis­
mo término «rebelión». Fl 29 de junio, la conducta rebelde se atribuye ge-̂  
néricamente a los aragoneses definiéndola por el quebrantamiento del ju­
ramento de fidelidad; la consecuencia que de ella deriva es la existencia de 
justa causa para la guerra, en que nace y se legitima el derecho de conquis­
ta. Se habla de rebelión en sentido jurídico, como justa causa de la guerra. 

El 29 de julio sólo se considera rebeldes a aquellos que realizaron con­
ductas calificables de tales, y no lo hicieren obligados por fuerza incontras­
table de los enemigos; Felipe V no especifica cuáles sean las consecuencias 
deducidas de este comportamiento; únicamente declara que a quienes no 
hayan incurrido en rebeldía, les serán confirmados sus privilegios. Ya no 
resulta jurídicamente coherente la general derogación de fueros y leyes, una 
vez reconocido por el propio rey que no fue general la rebelión. Cuando, a 
pesar de ello, se insiste en la abolición del «modo de govierno», como cau­
sante de las «turbaciones passadas», está utilizando el término rebelión en 
sentido político; no hay relación jurídica sujeto-consecuencias, ni propor­
ción entre éstas y la conducta castigada; existe sólo un nexo político: si las 
especialidades en forma de gobierno fueron causa de esta guerra, es bueno 
derogar aquéllas, para evitar futuros cnlrcntamientos. La derogación de 
fueros sólo puede construirse sobre una acusación de rebeldía en sentido 
político. En sentido jurídico, una vez reconocido que sólo personas y luga­
res concretos fueron rebeldes, sólo son legitimas las confiscaciones de ha­
ciendas concretas, etc.. tomando «rebelión» como conducta punible en sí. 
El Rey no deja de utilizar ninguna de las prerrogativas que le atribuyen las 
conductas que se realizan; si no aplica una general confiscación de bienes, 
etc., es poique tampoco fue general la rebelión. El Rey no puede aplicar a 
una rebelión, en sentido político, sanciones sólo dcducibles de rebelión en 
sentido jurídico como conducta punible en si. 

• 

W MAI ASA/ . Mckhor de. •>He)>alias. intere.ses y derechos que por la rebelión tic tos tres Hemos ile 
Aragón. Cataluña y Valencia han recaído en la Cortina. Hecho tle orden del rey», en Regalías de los 
Sentires Revés tic Aragón, cd. .1. MAUMNADO MACANA/, Madrid. Hibluitcea de Aulorcx I-.spuñulcx. 
vol. I. 1X79. pp. 27-.U l-n «penal , p. 27 
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2. Análisis de las reformas introducidas por el Decreto de Instauración. 

No es de extrañar que se haya discutido tanto sobre el contenido de 
esta norma de 29 de junio de 1707. Sus términos, lacónicos, parecen insufi­
cientes para llevar a cabo, por sí solos, la revolución jurídica que proponen. 
Cualquier persona que, familiarizada con el derecho, la lea. dudará de la 
eficacia de un decreto en que no queda claro qué ordenamiento es, con 
exactitud, el abolido; tampoco cuál sea la parte de legislación castellana 
(que no es única ni univoca) llamada a colmar el vacío jurídico creado, ... 
Es un precepto breve, cuya aplicación exigiría interpretación, pero sin que 
el legislador defina los criterios con los que se ha de proceder a ésta. Se 
produce, además, un importante desajuste entre; lo que el Rey quiso decir, 
lo que los términos del Real Decreto expresan, y el grado en que éstos y 
aquéllos fueron efectivamente observados. 

Felipe V convierte en protagonista de esta disposición legal al cuerpo 
de Fueros. Observancias y costumbre de Aragón. El contenido de este or­
denamiento, hasta 1707, no es homogéneo; pueden distinguirse dentro de él 
áreas que, por sus diferencias, reciben tratamiento independiente a lo largo 
del proceso de profunda renovación jurídica vivido en Aragón durante la 
Guerra de Sucesión. Señalaré las cinco siguientes: 

1) En primer lugar, se encontraban las disposiciones que recogían de 
forma expresa o tácita la «norma fundamental» del ordenamiento foral 
aragonés; aquéllas en que, por ejemplo, se formulaban los conceptos de 
soberanía, relaciones del Rey con el Reino, reglas de interpretación del 
derecho, etc. 

2) Los anteriores principios cristalizan en una organización jurídico-
polilica propia; de entre la normativa foral, se engloba en esta segunda y 
extensa área la que instituye y regula una determinada «práctica y forma de 
gobierno», reflejada en las instituciones. Deben incluirse aqui, por tanto, 
las disposiciones que definen la organización municipal, tribunales, admi­
nistración económica, ejército, policía, asambleas legislativas, etc. 

En el primer grupo de normas se dibujan los perfiles del Poder; en este 
segundo se trazan las lineas de los instrumentos que este Poder necesita 
para actuar. 

3) Las concesiones unilateralmente hechas por el titular del Poder a 
sus subditos; privilegios que pueden tener como beneficiarios a una perso­
na, familia, institución o comunidad; otorgados en reconocimiento y re­
compensa de servicios prestados, lo cual les conferiría cierto carácter bilate­
ral, de importantes consecuencias jurídicas: no podrán ser revocados, sin 
causa tasada, por los sucesores del otorgante, aquellos privilegios concedi­
dos como contrapartida a su servicio. 

4) En cuarto lugar, el área de las relaciones entre particulares, en la 
cual habrían de regir los principios de la libre contratación: igualdad for­
mal de los contrayentes, libertad de pacto, autonomía de la voluntad, etc. 
Arca en que, a diferencia de las anteriores, no habría un sujeto investido de 
mayor poder, ni existiría, en consecuencia, relación jurídica de 
subordinación. 
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5) Por último, el régimen de las cuestiones eclesiásticas, que, por la 
especial consideración jurídica de la Santa Sede, no puede ser alterado uni-
lateralmenle por el monarca. 

En junio de 1707, las cuatro primeras de estas áreas son objeto de 
tratamiento indistinto; como consecuencia de ello, los beneficiarios de pri­
vilegios protestan la norma; los particulares, en sus relaciones jurídicas pri­
vadas, la ignoran. El contenido del Real Decreto es impugnado o desoído. 
Sólo se producen efectos sobre las dos primeras áreas, derivados del em­
pleo de una decisión unilateral del Rey, para reformar un ordenamiento de 
base pactista. 

a) la ideal unificación Je leyes, usos, costumbres y tribunales, como 
tendencia no desarrollada 

Bajo la apariencia de unidad del derecho foral aragonés, se descubren 
las cinco áreas jurídicas señaladas. La derogación de cada una de ellas exi­
giría haber empleado una técnica específica, proporcionada a la utilizada 
en su creación. Felipe V. al recurrir a la derogación en bloque, aumenta 
necesariamente el nivel de ineficacia de su decreto. Esta actitud puede ex­
plicarse acudiendo a dos hipótesis: 

a) Por un deficiente conocimiento del ordenamiento foral aragonés, 
que seria visto en Madrid (rey y consejeros franceses) como un sólo bloque, 
sin apreciar las señaladas subdivisiones. 

b) Por realizar una opción política: se adopta una idea dogmática de 
unificación del derecho y de los reinos, sin calcular su viabilidad, pero se­
guros de su rentabilidd en la propaganda bélica, renovando el apoyo de 
castellanos, recelosos de las peculiaridades de la Corona de Aragón. 

De los datos de que hoy disponemos, se deduce que, aunque ambas 
consideraciones son predicables de la conducta del monarca, prevalece la 
segunda: el carácter ideológico, ergo dogmático, de la reforma que plantea, 
lo cual justificaría y explicaría sus imperfecciones técnicas. Felipe V actúa 
publicando su deseo de imponer su idea de uniformidad, objetivo primor­
dial, al que sacrifica el éxito del resto de sus medidas reorganizadoras. La 
mera formulación de su deseo de reducir la Corona de Aragón al modelo 
castellano tiene en ese momento de la guerra tanto valor como la efectiva 
unificación de la administración, que puede esperar (como asi sucederá) a 
momentos más propicios. 

Pero «unificación» es un término polisémico en la literatura política de 
nuestra área cultural. Por este carácter, y la imprecisión que conlleva, los 
autores que han estudiado la Nueva Planta de Felipe V se esforzaron por 
determinar el origen exacto, y por tanto su contenido, de la idea de unifica­
ción, tal y como la entendía Felipe V. En este punto, surgieron dos explica­
ciones diferentes: 

a) Tendría sus raíces en las ideas de Luis XIV. 
b) Seria la culminación de una tendencia a la unificación, manifestada 

e intentada desde los reinados de Carlos I y Felipe II. 
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Para pronunciarnos en esta materia, debemos partir de que en la doc­
trina se encontraban diferentes modelos de unificación; la distinción entre 
unos y otros se consigue analizando los dos aspectos siguientes. En primer 
lugar, el contenido de la unificación que se propone; según que lo que se 
busque sea unificar uno u otro aspecto de la compleja realidad jurídica. 
Pero si no usásemos algún otro criterio, tendríamos que afirmar que, por 
ejemplo, todos los proyectos de unificación de tribunales y jurisdicciones 
respondían al mismo modelo, lo cual evidentemente no es cierto. Debe in­
troducirse por tanto un segundo elemento diferenciador: el momento que se 
señala como idóneo para proceder a la misma. En unos casos, se hará 
referencia a fechas o momentos exactos (Vgr.: «cuando suba al trono el 
nuevo Rey»); en otros, se definían las condiciones objetivas en que la re­
forma a introducir serían más fácilmente realizada. 

Para decir que el origen de la idea unificadora de Felipe V es uno u 
otro, debería apreciarse una coincidencia en ambos puntos. Esto significa 
que debe erradicarse la idea de que el empleo del término «unificación» en 
dos textos signifique, por si sólo, que existe conexión entre ambos; de ha­
berla, deberá demostrarse, y para ello habrá que tener en cuenta no sólo la 
semejanza en cuanto al contenido pensado para la unificación, sino tam­
bién la coincidencia en el momento que se sugiere para proceder a ella. 

La idea de unificación de leyes y jurisdicciones de una monarquía se 
encuentra con frecuencia en la historia de las ideas políticas. Que el monar­
ca está legitimado para realizarla es un concepto que no sólo aparece en la 
doctrina francesa (y sus formas de absolutismo);1'10 también el Conde Duque 
de Olivares, en su Gran Memorial, lo expresa, apoyándose en formulacio­
nes de la escuela del tacilismo (Alamos de Barrientos, Lipsio, .,.), que estos 
autores habrían defendido con anterioridad.91 

La vinculación que muchos autores han apreciado entre la Nueva 
Planta y el absolutismo de Luis XIV, convirtiendo a aquélla en una deriva­
ción de éste, creo que debe ser reconducida a términos más modestos, aten­
diendo a las siguientes consideraciones: en primer lugar, como queda apun­
tado, ninguna de las prerrogativas del rey aducidas por Felipe V en 1707 es 
innovación de Luis XIV, encontrándose en autores de teoría política muy 
anteriores a éste, y más próximos a los reyes de España. En segundo lugar, 
si efectivamente hubiese sido el modelo de Luis XIV el adoptado, deberá 
explicarse de modo convincente por qué Felipe V no sigue dos de sus as­
pectos más notables: 

I) Cuando Coi.HERí acomete la unificación de leyes, sigue un criterio 
sincrctista: redacción ex novo de códigos únicos para toda la monarquía. 

*> De la amplísima bibliografía dedicada a las formas de absolutismo Irancés. destacare uno de los 
últimos lilulos. en que se contienen referencias a obras anteriores; se trata del estudio de KEOHANB, 
Nannerl O., ftúhsophf aiu ihe Slate m Frente, Thr Ketudamce i» tht Enligluenment, Princeton, New 
Jersey. Princeton Umvcrsity Press, 1980. destacando de forma especial: Part. III. The Zenilh and Incli­
ne of uhsolutc Monarchy. 

" Et.tlul. John H., y Pf KA, José Y. de la, Memoriales y Carlas del Conde-Duque de Olivares 
admires J. H. Elliol v J. F. de la Peña). Madrid. Alfaguara, 1978 (Tesis Alfaguara, sección historia), 
pp. Xl.M-LII. 
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2) En la reforma judicial propuesta por los ministros de Luis XIV hay 
una decidida lucha contra las jurisdicciones especiales (sobre todo la seño­
rial y la eclesiástica), auténticos obstáculos al ejercicio absoluto y divinizan­
te de la potestad del rey Sol.53 

Por el contrario, Felipe V. cuando decide unificar legislación, lo hace 
extendiendo la vigencia territorial de normas existentes (ya caducas en mu­
chos de los casos) a los Reinos de la Corona de Aragón; la abundancia de 
nueva legislación que se produce en Francia bajo Luis XIV contrasta con la 
pobreza legislativa del reinado de Felipe V. En lugar de unificación de ju­
risdicciones, Felipe V procede a una reorganización de los tribunales, más 
próxima a la propuesta que realizará en Francia el Chanciller Hcnry-Fran-
<;ois d'Aguesseau el año 1725.**-1 que al modelo de COLBERT. 

Existe, pues, influencia de Luis XIV en la España de Felipe V, pero 
mucho más restringida de lo que pretendían autores franceses del s. XIX,1" 
para los que la Nueva Planta no sería más que el trasunto de la política 
francesa. La influencia es intensa en cuestiones de política internacional, 
pero no en el modelo concreto de reorganización de las administraciones 
no castellanas. 

Cuestión diferente es la determinación del momento en que el monarca 
puede jurídicamente realizar tal unificación, y, de otro lado, la ocasión en 
que resulte políticamente aconsejable y prudente, proceder a ella. De nuevo 
aquí el absolutismo francés (además, ¿cuál de ellos?) no añade atributo 
alguno a la potestad absoluta que aduce y utiliza Felipe V. Más llamativa 
resulta la coincidencia de las palabras del Conde-Duque de Olivares, con la 
actuación del Rey borbón en 1707; aquél dice en el Gran Memorial?5 

«Tenga V.Majd. por el negocio más importante de su Monarquía el ha­
cerse rey de España; quiero decir, señor, que no se contente V.Majd. con ser 
rey de Portugal, de Aragón, de Valencia. Conde de Barcelona, sino que tra­
baje y piense con consejo maduro y secreto por reducir estos reinos de que se 
compone España al estilo y leyes de Castilla, sin ninguna diferencia en todo a 
aquellos que mira a dividir limites, puertos secos, el poder celebrar cortes de 
Castilla. Aragón y Portugal en la parte que quisiere, a poder introducir 
V.Majd acá y allá ministros de las naciones promiscuamente y en aquel tem­
peramento que fuere necesario en la autoridad y mano de los consellers, 
jurados, diputaciones y consejos de las mismas provincias en cuanto fueren 
perjudiciales para el gobierno y indecentes a la autoridad real, en que se 
podrían hallar medios proporcionados para lodo, que si V. Majd. lo alcanza 
será el principe más poderoso del mundo...» 

, : C.AKFY. John A.. Judicial Rcform in France he/ore thc Rcvolution af 1789. Massachusetts. Har­
vard Universily Press. 1981 (Harvard Historical Sludics, v. 99). Caps. 1 (Judicial Rcform in thc Si\ 
lecnth and Seveniecnih Ccnturics) y 2 (Ohjectivcs of Judicial Rcform in the Fightccnlh Ccntury). 

" CAREY. John A.. Judicial Reform in Frunce befan thc Revolution o f 1789. Massachuselts. Har­
vard Univcrsity Press, I9KI. pp. 49-59 (Thc Unfulíilled Projccts of thc Chancellor d'Aguesseau). 

1,4 Esta era la opinión de Un AI i u i i ARI , NO.AII i ES, etc.. recogida por K AMEN, Henry, IM Guerra de 
Sucesión en Eípaña. I700-I7I5. Barcelona. Grijalbo. 1974 (t» edición castellana: traducción de Enrique 
de OBKIMYN. sobre la primera edición inglesa de 1969). 

,5 El l iot. John H.. y PESA, José F, de la. Memoriales y Carian del Conde-Duque de Olivares. 
(editores J. H. Elliot v J. F. de la Peña). Madrid. Alfaguara, I97K (tesis Alfaguara, sección historia), 
pp. 96-100. 
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Palabras que más parecen el borrador del decreto de 29 de junio de 
1707. que lo que en realidad son: una instrucción secreta dada al rev Felipe 
V en 1624. 

Tres son los momentos en que. según el Conde-Duque, puede proce-
derse a desarrollar la anterior idea: 

«El primero, señor, y el más dificultoso de conseguir, pero el mejor 
pudiendo ser, seria que V.Majd. favoreciese los de aquellos reinos introdu­
ciéndolos en Castilla, casándolos en ella y los de acá allá, y con beneficios y 
blandura los viniese a facilitar de manera que viéndose casi naturalizados 
acá con esta mezcla, por la admisión a los oficios y dignidades de Castilla 
se olvidasen los corazones de manera de aquellos privilegios, que por entrar 
a gozar de los de este reino igualmente, se pudiese disponer con negocia­
ción esta unión tan conveniente y necesaria. 

El segundo seria si hallándose V.Majd. con alguna gruesa armada y 
gente desocupada, introdujese el tratar destas materias por vía de negocia­
ción, dándose la mano aquel poder con la inteligencia y procurando, que 
obrando mucho la fuerza, se desconozca lo más que se pudiere, disponien­
do como sucedido acaso, lo que tocare a las armas y al poder. 

El tercer camino, aunque no con medio tan justificado pero el más 
eficaz, sería que hallándose V. Majd. con esta fuerza que dije, ir en persona 
como a visitar aquel reino donde se hubiere de hacer el efecto, y hacer que 
se ocasione algún tumulto popular grande, y con este pretexto meter la 
gente, y con ocasión de sosiego general y prevención de adelante, como por 
nueva conquista, asentar y disponer las leyes en la conformidad de las de 
Castilla, y desta misma manera irlo ejecutando en los otros reinos» (texto 
de Gran Memoria!, según versión de J. H. EI.I.IOI). 

La tercera opción es la seguida por Felipe V. La formulación amplia 
que de ella hace el Conde-Duque se concreta en torno al delito de rebelión, 
acumulándose dos argumentos: 

a) Quebrando unilateralmente el pacto, el pacto no tiene por qué ser 
observado. 

b) La rebelión de los subditos es justa causa de guerra, quedando el 
vencedor legitimado para imponer su propio derecho. 

Argumentos que habían aparecido ya, y unidos, en la obra de Pedro 
Calixto RAMíREZ,*"' procedente el primero del derecho feudal —es­
pecialmente de la figura de la bausia y del bausiator—97 y el otro de la 
segunda escolástica y su elaboración del derecho de la guerra.'"1 

"* R A M I R I / . Pedro Calixto. Anaiyiicux iractatus de lege regia, qua. in principes suprema & absolu-
ta patenas transíala fuit: cuín quadam corporis polilici ad tintar phis.it t, capias & incmhrorum ctinne-
xiane. Auctore doctore Peno Callista Ramírez luris eivihs in Academia Caesarauguuana OÜm Primario 
interprete, el in aula Curiae I), lustiliae Aragonum: nunc vero causarum triminaliunt Regio Consiliario. 
Zaragoza. Juan l.anaja & Quartancl. 1616. p 128. 

,T «Bausia». «boisdic». «hutía», ele. Palabra derivada de la raí? gótica «Baud-n (ingles nbad-»); en 
sentido genérico: 'cualquier cosa mala, corrupta e improba'. Asi aparece empicado en la literatura 
Tranca y algunos textos catalanes. F.n sentido técnico jurídico, es sinónimo de íclonia. significando el 
incumplimiento de la fidelidad prometida en el acto de vasallaje. 1.a gravedad de tal incumplimiento de 
los deberes de vasallo, explica sus graves consecuencias: I) ruptura de la fidelidad (diffldalio); 2) confis­
cación del feudo a titulo de sanción (commísio); 3) disponibilidad incondicional del señor sohrc la 
persona del vasallo, 

,K Fl ya citado Pedro Calixto RAMIRI / . coincidiendo con lo manifestado por W A I I I I . Mol INA, 
VITORIA y SUARI./ en sus obras. 
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Felipe V en 1707 retoma ambos argumentos para fundamentar su 
frontal ataque al pactismo político del Reino de Aragón; el modelo de uni­
ficación formulado en esta norma no es el modelo implantado por Luis XIV, 
del que le separan diferencias sustanciales: tampoco es un modelo original, 
ni en cuanto a su contenido, ni en cuanto al momento jurídica y política­
mente oportuno para proceder a implantarlo. La idea de reducir las espe­
cialidades de la Corona de Aragón al modelo castellano aparece constan­
temente en autores castellanos, desde el reinado del Emperador Carlos, y 
de forma especialmente intensa desde la última etapa del de su hijo Felipe 
II. El derecho vigente en estos siglos XVI al XVIII imponía unas exigencias 
al momento en que se pudiera introducir una reforma de este tipo en la 
Corona de Aragón; atendiendo a la naturaleza jurídica de los Fueros, Furs, 
Constitutions, etc., debía mediar previa quiebra del pacto por parte de los 
Reinos, y coincidir con una guerra, declarada justamente con ocasión de la 
dicha traición. El Conde-Duque de Olivares refleja estas limitaciones. Felipe 
V refunde las tesis del consejero de Felipe IV con las de Ramírez, y aprove­
cha la reforma pretendida. En el Consejo de Castilla hay una parte de 
consejeros que discreparán de la idoneidad política de esta decisión de 
abolir los fueros de Aragón y Valencia con el pretexto de haber existido 
rebelión.*''' 

h) 1.a retal iva ineficacia de la derogación del derecho forai privado. 

El Real Decreto de 29 de junio de 1707 se expresa, en su parte disposi­
tiva, en términos tan genéricos como imprecisos: 

«...he juzgado por conveniente... abolir, i derogar enteramente, como 
desde luego doi por abolidos, i derogados lodos los referidos fueros, privile­
gios, practica, i costumbre hasta aquí observadas en los referidos Reinos de 
Aragón, i Valencia, siendo mi voluntad que éstos se reduzcan a las l^yes de 
Castilla, i al uso. practica, i forma de govierno. que se tiene, i ha tenido en 
ella, i en sus Tribunales sin diferencia alguna en nada...n 

El párrafo parece contundente; unánimemente la doctrina de los siglos 
XIX y XX ha entendido que el derecho privado foral aragonés desaparece 
a consecuencia de este Decreto, siendo devuelto, a título decisionista, por el 
propio Rey en 1711. Pero en toda normativa se produce un desfase, ma­
yor o menor, al ser aplicada y obedecida. Tratándose, como se trata, de un 
giro revolucionario del ordenamiento a seguir en Aragón, tal desajuste será 
forzosamente mayor. Contribuye a ello el que sean particulares los encar­
gados de aplicar, habitualmcnte, los preceptos de derecho privado; en esta 
esfera del derecho, mayoritariamente son los propios interesados quienes se 

" LÓPEZ DE MENDOZA V PONS. Agustín. Conde de ROBKIS, Memoria* para la historia de las 
guerras liviles de España, desde la muerte de don Carlos II. que sueedió en primero de noviembre de 
171)0. hasta I70H (prólogo de Baldomero MEDIANO V Rui/). Zaragu/a. Diputación Provincial (Bibliote­
ca de escritores aragoneses, tomo IV), 1882. pp. 365-374. 
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autonorman, concluyendo negocios jurídicos por los que van a regir sus 
actuaciones; la intervención del poder público se limita, prácticamente, a 
los casos de conflicto, o a proporcionar las condiciones necesarias para 
insertar el negocio en el tráfico jurídico, e imponer los límites a las actua­
ciones, regulables por los propios particulares. El número de asuntos pri­
vados en que, en el s. XVII, intervenía el poder público, es reducido en 
relación con el volumen total estimado de negocios. Además, la actuación del 
oficial no siempre afectaba al contenido del negocio jurídico privado. 

Quedando en posición tan protagonista la voluntad de las partes, hay 
que tratar de conocer cómo se aplicó aquel mandato a los particulares. He 
realizado, para ello, una primera aproximación a la documentación nota­
rial de los anos 1706 a 1711,'°" apreciándose en ella una desigual observan­
cia de este aspecto del precepto. Determinados notarios siguen adverando 
en estas fechas testamentos, capitulaciones matrimoniales, contratos, en 
que se recogen instituciones típicas de derecho aragonés (viudedad foral. 
legítima de los cinco sueldos, etc.), y son frecuentes las alusiones expresas a 
que, en ese momento, había una voluntad de ajustarse a la regulación foral. 
Veamos algunos ejemplos: 

El 11 de junio de 1707, Antonio Borao. en su testamento.1"1 En el de 
Gerónimo Secano, otorgado el 11 de octubre de 1710.Iu: 

En 2 de diciembre de 1710, Bernardo Bocal, en su testamento, se ex­
presa en términos similares.1"1 

""' He consultado los siguientes protocolos: Braulio Vil i ANUBVA f f 706-1721 ). Juan Francisco PISA 
(I7O7-I7I0). Francisco Blas LOK (1707-1712). Diego Jerónimo MOMANIK i I o n (1704-1707, 1708-
1710). Pedro José ANDRéS (1706-1713). Juan Isidoro ANDRÉS (1705-1713). Manuel de l.i IZA F.RASO 
(1707-1713). Bernardo de CIORDIA (1704-1713). 

"" «...Ittem hecho pagado y cumplido todo lo por mi de parte de arriba dispuesto y ordenado de 
todos los demás bienes míos assi muebles como sitios havidos y pode haber donde quiere y assi pertene­
cientes en cualquier manera de ,•',' ios qualcs los bienes muebles los quiero haver y los he por nombra­
dos, expresados, recitados y calendados respectibe y los sitios por confrontados según fuero del presente 
Reino de Aragón de todos ellos Dcxo y nombro en Heredero mío Unibersal a Juan l'homas Borao de 
las Heras, mi hermano vecino del lugar de Jaca de la Val de Arañiles del Puerto para que disponga a su 
voluntad...» 

En protocolos de Braulio Villanucva, 1707-1711, 17 de julio de 1707. testamento de Antonio Borao. 
ff. 562 v-565 v. 

'"- «...luem hecho y cumplido todo lo por mi de parle de arriba dispuesto de todos los demás 
bienes mios muebles y sitios de los qualcs muebles ele y los sitios ele de todos ellos, dcxo y nombro en 
mi heredera unibersal a la dicha Juana (ion, //ale/ de la Pi/qucta mi muger para que disponga a su 
voluntad...» 

En protocolo de Braulio Villanucva. 1710, 11 de octubre de 1710, testamento de Cicrnnimo Secano, 
ff. 7v-*r. 

101 «,. Ittem hecho y cumplidos todo lo por mi de parte de arriba Dispuesto y ordenado de lodos 
los demás bienes mios assi muebles como sitios, havidos y por aver donde quiere que quiero aqui haver 
y los he assaver es los bienes muebles por nombrados y los sitios por una, dos o mas con fronlaciones 
comfrontados todo devidameme y como mas conbcnga según fuero del prc//scntc Reino de Aragón de 
lodos ellos dcxo y nombro en heredera mia e usufructaría a la dicha María Valencia, mi muger, no 
casándose, con obligación de haver de criar a dichos mis hijos y su ios arriba nombrados, y al postumo o 
postuma, postumos o postumas de que está preñada previniendo a Luz, Dándoles lodo lo necesario para 
el sustento de la vida humana francamente y quando respectibe tueren tomando estado hirles repartien­
do los l¡ bienes de mi herencia unibersal...» 

Testamento de Bernardo Boou.. en protocolo de Braulio Villanueva, año 1710, 2 de diciembre de 
1710, ff. I7lv-177v. 
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En M de julio de 171!, Miguel Cabañero, en su testamento, formula 
también su deseo de ajustarse a Fueros de Aragón.'04 

Queda de manifiesto la semejanza entre las disposiciones de estos tes­
tamentos, de los cuales el primero se presenta en las semanas inmediatas 
posteriores al decreto de 29 de junio de 1707, pudiendo pensarse que toda­
vía no se conociera éste. El cuarto se da después del decreto de 3 de abril de 
1711, en virtud del cual, según era opinión unánime, se recuperaría el dere­
cho privado, abolido en 29 de junio de 1707. El segundo y tercero fueron 
adverados en un momento intermedio, ya bien avanzado el período 1707-
1710, sin que pueda pensarse que los preceptos de 1707 no eran conocidos. 

No sólo en testamentos, también las capitulaciones matrimoniales ofre­
cen una práctica similar de respeto a los preceptos foralcs. 

Asi, en la capitulación matrimonial concertada entre Antonio Cíaldea-
no y Pedro Millán y Ambrosia Murciano, en marzo de 1711."15 

Como estos ejemplos aportados, se encuentran muchos otros, en que 
se recogen instituciones foralcs, con mención expresa, en ocasiones, al 
cuerpo de Fueros del Reino de Aragón. Especial significación tiene uno de 
los párrafos de la capitulación matrimonial concertada entre Francisco 
Cosqulluela y Gracia Fraella, el 6 de enero de 1711, en que renuncian 
expresamente al derecho de viudedad foral; permitiendo argumentarse, so­
bre esta base, que al menos para los otorgantes y el notario Braulio Villa-
nueba, el ordenamiento foral aragonés estaba vigente desde el momento en 
que, para separarse de su regulación supletoria, lo hacen constar en 
pacto. |ü6 

Al lado de los testimonios recogidos hasta aquí, se observa una prácti­
ca diferente en otros notarios. Juan Francisco de Pissa, por ejemplo, refleja 
una evolución. Durante 1707 y 1708 siguen actuando las partes, y él acredi­
tando conforme a Fueros de Aragón. 

Josepha María Barrera, viuda de Manuel Pasaña, en su testamento.107 

IIM «...que quiero aqui haver y he los bienes muebles por nombrados y los sitios por confrontados 
según fuero del presente Reinó de todos ellos Dexo y nombro su heredamiento unibcrsal a la dicha 
Igabe! Vera, mi muger con obligación de criar a mi dicha hija y suya...» 

En testamento de Miguel Cabañero, mercader, prol. de Braulio Villanucva 1707-1711. (T. 
543v-56?r. 

'•> «...lucm fue pactado entre dichas partes y cada una del las, que la presente Capitulación matri­
monial asi en vida como en muerte, con hijos del presente matrimonio como sin ellos, se regla conforme 
los Fueros, Observancias, usos y costumbres del presente Reino de Aragón...». 

Capitulación matrimonial concertada entre Antonio de Galdcuno, Pedro Millán v Ambrosia Mur­
ciano, contenida en protocolo de Braulio Vn I.ANIII-VA, 1710, ff. 7lr.-75v. (mar?.o de 1711). 

"* «...lllcm fue pactado entre dichas parles otorgantes que la presente capitulación matrimonial y 
todo lo contenido en ella assi en vida como en muerte, con hijos del presente matrimonio como sin 
ellos, se havia de entender y entiende el otorgarla como la otorgan a hermandad, renunciando como 
renuncian el derecho de viudedad y abentajas foralcs y otros qualesquierc Derechos,..» 

Capitulación matrimonial de Francisco Coscullucla v Gracia Fraella, en Braulio Villanucva. 1711. 
ff. 29v-.1|v. (6 de enero de 1711). 

"" «...aqueste es mi ultimo testamento... quiero que valga por drecho de qualquicrc otra ultima 
voluntad, ordinacion y disposición de lodos los mis bienes mas y mejor conforme a los fueros, drechos. 
observancias, ussos y costumbres del Presente Reyno...» 

Testamento de Josepha María Barrera, viuda de Manuel Pasaña. en prol. de Juan Francisco PISA, 
1707, ff. I6v-22v. 
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En muchos protocolos de 1708, recoge la renuncia al domicilio, juris­
dicción, y otras ventajas forales. Por ejemplo, Catalina Clavería, arrendata­
ria de unas casas.108 

Pero en 1709, 1710, 1711, no aparecerán ya en los protocolos de este 
notario menciones expresas a Fueros de Aragón como normativa plicada o 
renunciada por los otorgantes; serán sustituidas por referencias del tipo 
«conforme a drecho», «según drecho», y similares. Cambian también, lo 
cual resulta más llamativo, las fórmulas notariales y las instituciones; serán 
muy abundantes los testamentos en que el padre de familia, al fallecer, 
instituye herederos universales a los hijos, y a la viuda en albacea. Por 
ejemplo, Juan Alonso, natural de Zaragoza, en su testamento. ,m 

En el registro de este notario, a partir de 1709 se inscriben, de forma 
generalizada, actos en que los otorgantes se están apartando de la práctica 
foral. que él mismo recogiera hasta entonces. 

Tras este primer estudio de la documentación notarial, la situación del 
derecho foral privado durante estos años puede cifrarse: 

1) En el derecho decisorio sigue utilizándose el foral aragonés por al­
gunos notarios y particulares, incluso en 1710. Ni éstos ni aquéllos pertene­
cen a un grupo social o ideológico caracterizado que explicase la diferencia; 
quizás un estudio pormenorizado arroje en su dia mayor luz sobre el tema. 

Al lado de éstos, otro notario y particulares dejan de usar derecho 
aragonés, sin que haya tampoco razones geográficas, sociales o ideológicas 
aparentes. 

2) Del derecho ordenatorio de los pleitos («procesal»), tenemos pocas 
noticias, sobre las que se puede ofrecer la hipótesis de una derogación del 
mismo, con desiguales efectos: los procesos forales de mayor contenido poli-
tico (manifestación, firma), debieron de ser abolidos; sin embargo, aquellos 
otros de escasa relevancia extraprocesal (inventario, aprehensión) pudieron 
conservarse. 

La inercia de las costumbres y formas judiciales es muy fuerte; sólo 
desaparecieron los procesos en que el papel desarrollado por la Corte del 
Justicia Mayor de Aragón no pudo ser inmediata e íntegramente asumido 
por la Cnancillería. Por el contrario, los de inventario, y quizás de aprehen­
sión, que eran principalmente especialidades técnicas, seguirían utilizándo­
se, mezclados con elementos innovados (uso de papel sellado, ...). 

Esta idea de escasa trascendencia política de alguno de los procesos 
forales fue expresada por Diego Franco de VlLLALBA el 16 de febrero de 
1710, como argumento nuclear de un opúsculo dado en respuesta a la Real 
Cédula de 2 de febrero de 1710, en el cual Felipe V pide información sobre 

m Ibtdem, lí. I22r-l2.ir. 
,0* «...V cumplido y pagad», en el remanente de mis bienes, derechos y acciones que me pcrlenc/en 

en qualquicrc manera instituyo y nombro por mis legítimos herederos universales de iodos ellos ¡t los 
dichos... mis dos hijos, y de la dicha Margarita Martine?. mi muger, para que los ayan y hereden 
suficientemente...» (Margarita Martínez ha sido nombrada albacea unos párrafos antes). 

En prot. de Juan Francisco PISA. 1709. f. 128. 
Casos semejantes en los protocolos del mismo notario siguientes; 1710, f. 2K, testamento de Anto­

nio MARCO; ihídem, f. 123 ss., testamento de José APARICIO: ibid. testamento de Francisco Bfi ASCO. 
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aquellas instituciones foralcs que pueden conservarse.110 Así, vemos que 
dice Villalba: 

«Llegando ya á la tercera Parte de esta Crisis Legal, digo, que los estor-
vos en la puntual Administración de Justicia, con que se quiere infamar á 
nuestros Fueros, y hacer menos atendidos los expedientes de los Ministros, y 
Tribunales, que representan la Real Soberanía: solo nacen de algunas repre­
hensibles Prácticas, que ha introducido el tiempo, la cabilación, y la malicia, 
Cuya verdad iremos manifestando con lo que sobre los modos de proceder 
en los Pleytos ay establecido; Y al mismo tiempo reparando concisamente los 
defectos con que se han practicado, sin que los Fueros sean delinquentes, 
sino tal vez los mismos Magistrados, y Curiales...»." 

Desplaza, pues, las corruptelas imputadas en Castilla al derecho foral 
(que exigirían su derogación) hacia las personas concretas encargadas de 
aplicarlo. 

Avanzando en esta presentación del derecho foral decisorio y ordena-
torio durante la época 1707-1710, veamos cómo se llega a la situación 
descrita. 

Cuando se propone un cambio legislativo tan radical como el preten­
dido por Felipe V, hay que definir con absoluta nitidez: ¿qué materias se 
ven afectadas?, ¿en qué grado?, y, principalmente, ¿qué norma concreta se 
aplicará desde entonces? Si estas cuestiones no son resueltas con total pre­
cisión, actuará la inercia del ordenamiento jurídico; de no quedar perfec­
tamente claro, 

1) que hay una nueva norma que aplicar, 
2) que ésta se conoce, 
3) que cubre total e idóneamente lo regulado por la anterior, 
4) que la técnica utilizada determina la sustitución de la antigua por la 

nueva norma, 
se seguirá aplicando el precepto que con ella se intentaba sustituir, en aquél 
de los aspectos que permanezca oscuro. 

Con estos factores internos de viabilidad de las reformas jurídicas, de­
berá concurrir un factor metajuridico: la voluntad de los particulares de 
aplicar la nueva disposición. 

"" «...He resuelto que esa Cnancillería y la de Zaragoza, me informen en que cosas y en que casos 
asi en lo civil como en lo criminal, y según la calidad de cada Reino, sería bien (ornar temperamento 
proporcionado a los fines referidos y a la satisfacción de sus naturales, que les podría conceder en orden 
al gobierno de los lugares entre si. económico y político, forma de justicias, administración ele propios. 
orden y repartimiento de tributos, observancia de ordenaciones particulares que huyan de tener los 
pueblos para su gobierno y todos los demis puntos que se creyeren dignos de atención y que en nada se 
opongan en la substancia ni en el nombre al uso y ejercicio de mi suprema potestad y regalías» (recogida 
por SANPFRF 1 MlQUFl., Et fin de la Xanon Catalana, p. 680). 

Destacar que entre la extensa relación de materias sobre las cuales pide información el rey, no se 
encuentran cuestiones de derecho privado: tampoco en las respuestas a este requerimiento de Felipe V. 
se aboga por la conservación del derecho privado. Esta circunstancia , unida a otras que señalo, incli­
nan a pensar que los términos de la derogación del derecho foral privado fueron, necesariamente, muy 
distintos a aquellos en que se formuló la derogación de la forma de gobierno del Reino. 

1,1 Franco de VILLALBA, Diego, Crisis legal. Valencia. Joseph de Orga, s.d. (la obra es de 16 de 
febrero de 1710, pero en esta edición aparece encuadernada junto con un escrito de Francisco CARRAS­
CO, datada en torno a 1747, por lo cual la fecha de edición deberá colocarse en torno a ese momento). 
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La situación del derecho aragonés en estos años hemos visto que es 
confusa, En las actuaciones de los notarios se oscila entre la aplicación de 
la normativa castellana y de la aragonesa. Esto sucede por defecto de algu­
no o algunos de estos factores internos y externo de viabilidad de la refor­
ma. Trataré de determinar de cuáles: respecto de los dos primeros puntos, 
puede afirmarse que, a finales de 1707 (pero tampoco antes), en todos los 
regimientos se conoce la nueva normativa promulgada por Felipe V, y se 
dispone de su texto. Por lo que se refiere al tercero y cuarto, un grupo 
de normas cubre totalmente el espacio jurídico reservado por otro anterior, 
cuando el contenido del nuevo se ocupa de todos los aspectos que incluía el 
primitivo, bien de forma expresa en su propio texto, bien estableciendo un 
sistema de integración de sus lagunas, mediante remisión a disposiciones 
complementarias que resulten compatibles con la nueva regulación. 

Se entiende que además lo hace idóneamente, cuando al hecho mate­
rial de ocuparse de forma suficiente de las cuestiones a regular, añade el 
empleo de técnicas jurídicas que permitan (por su rango normativo) la sus­
titución de las muchas materias en él reguladas. 

En los decretos de 29 de junio y 29 de julio de 1707, y de 3 de abril de 
1711, se alude al ordenamiento aragonés con dos grados de detalle: en pri­
mer lugar, menciones genéricas de todo él: en segundo, alusiones específicas 
a alguna de las muchas materias en él reguladas. 

En las normas de 1707, sólo hay menciones expresas a la «practica i 
forma de govierno», y a los «privilegios, essenciones, franquezas i liberta­
des...». Se insiste, en varios puntos, en la necesidad de unificar el «modo de 
govierno», por cuanto las diferencias en este punto han sido origen de 
conflictos. 

Cuando se alude a la conveniencia de unificar ordenamientos, sólo se 
expresa en lo referente al modo de gobierno. La derogación (y por ende, 
unificación) de las especialidades forales en materia de relaciones entre par­
ticulares, no se especifica: hay que pensar que se incluye en las cláusulas 
generales de derogación de «todos los referidos fueros»; interpretación esta 
con la que los juristas aragoneses no estarían de acuerdo. Desde el punto de 
vista de la doctrina de este Reino, cuando el rey deroga unilateralmentc el 
ordenamiento foral, se entiende que se limita a aquellas materias en que 
puede hacerlo; según esto, quedarían fuera: 

a) Los privilegios, porque tienen carácter bilateral; fueron concedidos 
como contraprestación a un servicio. El rey no puede unilateralmente revo­
carlos, salvo en casos tasados. Esta es la razón jurídica por la que protes­
tan los fieles borbónicos al promulgarse el decreto de 29 de junio, y por la 
que el 29 de julio únicamente separa de sus privilegios a los rebeldes, en 
sentido jurídico. 

b) La regulación de las relaciones entre particulares y particular; ma­
teria esta que tradicionalmente se ha entendido rebasa la potestad del prín­
cipe, cuyas normas sólo se aplicarían en caso de que las partes no se otor­
guen una regulación diferente.112 

"J RAMIK /. Pedro Calixto, Analytkus traclatus de lege regia, qua. in principes suprema & abso­
luta pmesias transíala fuit: cum quatiam rorporis poliliei ad instar phisici, capilis & memhrorum con-
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Según esta versión, no es azar el que en ambos decretos, tras la genéri­
ca alusión a la derogación de todos los fueros, se concrete únicamente la 
abolición de los relativos al modo de gobierno; los que tratan de las rela­
ciones entre particulares no preocupan al rey, ni puede jurídicamente el 
monarca alterarlos de forma unilateral; por ello no los menciona. 

El tres de abril de 1711, siguiendo esta linea de argumentación, el rey 
en realidad no «devuelve» los fueros que se ocupan de relaciones entre par­
ticulares; se limita a «declarar» que en su unificación no se incluye esta 
materia. 

Bien es cierto que argumentaciones como la precedente, que dejan am­
plio margen a la interpretación, nunca «convencen»; a los no partidarios de 
Felipe V. únicamente les reafirma en su postura, a la que han llegado por 
otras razones. Los borbónicos negarán las premisas de que parte {exclusión 
de algunas materias de la potestad del príncipe), manteniéndose en una po­
sición que defienden por motivos bastante más concretos y palpables que lo 
que pueda ser una disquisición jurídica. Sólo juristas y particulares ya con­
trarios a Felipe de Anjou acudirían a esta argumentación, para seguir apli­
cando derecho aragonés. 

Pero pensemos por un momento que, aun hechas estas observaciones y 
salvedades, el derecho foral privado estuviera también incluido en la dero­
gación general de 29 de junio de 1707. Aceptando esto, hubiesen quedado 
derogadas las normas ¡oíales escritas, fuere cualquiera su contenido. ¿Qué 
sucedería con la práctica y la costumbre?: serian abolidas la práctica y cos­
tumbre de gobierno (de tribunales, de concejos, recaudatoria, ...). Pero creo 
que puede asegurarse que las prácticas y costumbres que regían en relacio­
nes entre particulares quedaron en todo caso intactas; en primer lugar, 
porque su inclusión en la potestad del Principe es negada con rotundidad. 

«Consueludines non sunt in Potestate Principis, nec pertinent ad legem 
regiam».111 

En segundo lugar, porque no se proporcionan los medios para que 
sean conocidas la práctica y costumbre con las que se pretende sean susti­
tuidas; y no se abandonará una práctica hasta que se sepa con certeza abso­
luta cuál es la que la sustituye. En tercer lugar, porque la dinámica de la 

m:\ionc. Auctore doctore Pedro Callisto Ramírez luris civilis in Academia Caesaraugusiana olim Pri­
mario interprete, el in aula Curiae l). lustitiae Aragonum: nunc vero cataarum triminalium Regio 
Consiliario. Zaragoza. Juan Lanaja & Quartancl. 1616, p. 136 ubi: 

«...Undc leges in lilis lalac (Curia), qiiia de consensu populi fcrunlur. Hurí a nostris appellantur... 
ul Alphonsus Rex Castellao diecbat. forum deberé esse Paladino y placero, hoc est, secundum usum ct 
consucludincm región», ubi Icriur. moribus populi approbalum; & iudicio rcccplum. El ideo diccbal 
Gutierre/. leges Ion non este proprie leges, sed potius quasdam scriptas consueludines. Ex qua rationc 
ínter alias evenil, Regem nostrum Foris ligari; qui illi ab usu. el consensu. el consucludinc populi 
promanuvL'ruiii: eonsuetudines autem, prius fuerunt in mundo, quam leges; ideoque in Principia potes-
late non sunt, ut dicebat Baldus. nec pertinent ad legem regiam. quia Rcgali sceplro, ¡mpcríoque vetus-
liores cxistunl •> 

"•' Ibidem, p. 136. Eslc es el brocardo que da título a! capitulo. En sus palabras se ve con claridad 
que RAMIRFZ era defensor de la teoría paciista. anteponiendo los Fueros, que llama «cuasi-coslumbrc-
cscrita». a las leyes, y reyes. 
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costumbre es diferente a la de las normas escritas; una práctica no cambia 
por el mero hecho de que una ley así lo ordene. 

Después de lo expuesto, estamos en mejores condiciones para com­
prender las causas de las diferencias que hemos constatado entre actuacio­
nes de unos y otros notarios. La situación que ellos viven es, en este punto, 
la siguiente. 

Por una parte, notarios que desoyen las palabras del decreto en mate­
ria de relaciones entre particulares, y que siguen aplicando en su integridad 
la parte del ordenamiento foral que regula estas cuestiones. Por otra parte, 
notarios y particulares que tienen voluntad de aplicar derecho no aragonés, 
y lo hacen sin preguntarse por la validez ni eficacia de la normativa real. 
Entre ambas posturas, la de quienes simplemente obedecen el decreto, y 
que por ello sufren las graves imperfecciones técnicas de éste, no suplidas 
por voluntad política de aplicar uno u otro ordenamiento; mientras que la 
legislación escrita es derogada y sustituida por la castellana, se conservan 
las prácticas y costumbres anteriores, formadas bajo el régimen foral ahora 
derogado. Se produce un grave desajuste, que lleva a la disociación entre 
legislación escrita (inspirada en principios castellanos) y la práctica y cos­
tumbre (que lo están en los muy diferentes principios jurídicos aragoneses). 
Como consecuencia de ello, queda una amplia franja de casos para los que 
no hay solución prevista; ¿qué sucede, por ejemplo, si por la inercia del 
ordenamiento, y apoyándose en costumbre inveterada, se concluye un ne­
gocio jurídico en el que las partes recogen una institución foral? (éste pudo 
ser el caso de los testamentos y capitulaciones antes recogidos); ¿qué efica­
cia jurídica se le reconoce? Se trata, en suma, de saber si en esta materia el 
derecho del rey (sea fuero aragonés o ley castellana) es derecho necesario o 
dispositivo; si es un régimen legal obligatorio, o subsidario, que sólo se 
aplicaría en defecto de pacto. 

Por una referencia que hace D. Franco de VM.I.ALBA, en 1743, pode­
mos pensar que incluso para quienes, como él, entendían que el derecho 
privado aragonés había sido sustituido por el castellano, tañía éste carácter 
supletorio."4 Se trataba de un matrimonio cuyas capitulaciones fueron 
otorgadas en 1709 («tempore quo leges castellae Jussu Principis observa-
bantur»), pero cuya disolución se produjo después de 1711. Se le niega a la 
reclamante el derecho de viudedad, en primer lugar porque no lo habian 

i" «Vcrum enim vero non dum licct supcrscdcrc ir hac materia Viduitatis absque examine. & resolu-
tionc ulique opportuna ad praesentis Fori glossam. casus videliect, nunc in Aula mea vertentis in (iradu 
revisionis: Dubitalum cnim, atque controversum fuil, ulrum neene D. Gaspar Ossorio, viduilale poliri 
valcrct. co quod malrímonium contraxit cum D. Rossa Dclla armo 1709. Icmporc quo leges Caslellac 
Jussu Principis observabantur. licct ante eiusdem, malrimonii dissolutioncm, pracccpcril D. Rcx. ut 
civilc nostrac in ómnibus, & per omnis restituerentur exceptis. seu reservatis Regaliis. 

Unde videbalur, ac decissum fuit. in prima ¡nstantia, quod ex contracta malrimonii hoc viduilatis 
privilcgium proeedil. MU producilur: ct inde lalis cffectus viduitatis, neutiquam intelügi poterat, cum 
nec l'acium in ¡lio. ñeque l.egcs tune vigcrcnl, quac sine Pacto viduitatem concederem.» 

Este es cJ comentario que hace Diego Franco de Villalba en Fororum lie observaraiarum Regru 
Aragonum Codex sive enójala methotliía tumpiiaiio jure civUi. et canónico fulcita. tegihus casielllae 
conciliala, aiifuc omnígena eruJiíiime canle.xla. Opus quidem ómnibus ulile, el forte non iniucundum; 
Verum Aragoniae ludicibus, Advocatis. el Causidiiis. perquam necessarium auclore D.D. Didaco 
Franco de Villalba... en la edición de 1743, vol. 2, p. 51, al estudiar el Fuero de Iurc Viudilatis de 
Martin H139K). 
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pactado, y, en segundo, porque las leyes que regían en defecto de pacto, ya 
no eran las aragonesas («quae sine pacto viduitatem concederent»), sino las 
castellanas, en que la institución de la viudedad foral no aparece. 

De las palabras de VH.I.ALBA puede argumentarse, al contrario, que si 
hubiera existido en el contrato de matrimonio cláusula en que pactasen 
viudedad foral, ésta se le hubiera reconocido, a pesar de entender este autor 
que estaban vigentes las leyes castellanas, y no los fueros aragoneses. 

Sin que podamos dar por cerrado el problema, parece, en definitiva, 
que la confusión acerca de la aplicabilidad del derecho formulado y no 
formulado, jugó en favor de la autonomía de las partes: lo que los contra­
tantes quisieran tener por válido, sería como tal aceptado. 

c) La quiebra del pactisnw político, principal efecto del Decreto de 
Instauración (29 de junio de ¡707). 

Aunque expresada con vaguedad, está muy difundida la idea de que la 
«autoridad del rey» es concebida y practicada de diferente forma en Castilla 
y en los Reinos de la Corona de Aragón; como consecuencia de ello, son 
también distintos los modos de creación del derecho en uno y otro territo­
rios. Es también opinión dominante que, en la Corona de Aragón, la acti­
vidad del rey tiene limitaciones nacidas de un pacto, si bien esta coinciden­
cia de partida desaparece cuando se trate de concretar qué tipo de pacto 
fuese, cuál su naturaleza jurídica, y cuáles sus efectos.M5 

El modo de creación del derecho es correlativo de la forma de ejercicio 
del poder. Centrándonos en Castilla y Aragón, se forma el siguiente cuadro: 

CASTILLA 

ARAGÓN 

FORMA DE EJERCICIO 
DEL PODER 

AUTORITARISMO 
INSTITUCIONAL 
LIBERALISMO 

ESTAMENTAL de base 
pacticia 

MODO DE CREACIÓN 
DEL DERECHO 
DECISIONISMO 

JURÍDICO 
NORMATIVISMO 

HISTORICISTA 

Parto, siguiendo a LALINDE, de que «el ejercicio del poder lleva con­
sigo un enfrentamiento entre la autoridad, como conjunto de facultades en 
su titular, y la libertad, como conjunto de derechos en sus destinatarios. 
Las fórmulas autoritarias de ejercicio del poder o de gobierno representan 
el predominio de la autoridad sobre la libertad».116 Por el contrario, «las 

1,5 Sobre el pactism» en general, puede consultarse el volumen conjunto editado bajo el titulo El 
pattmmo en la Historia Je España. Madrid. Instituto de España. I9R0. En este volumen, se tecoge una 
amplia gama de posturas ante el pactismo, y de elaboraciones sobre el mismo. 

"' LALlNUt ABADíA, Jesús, Iniciación histórica al derecho español. Barcelona. Ariel, 1983 (3." edi­
ción, I* edición Barcelona, 1970), n.« 505. 
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fórmulas liberales de ejercicio del poder o de gobierno representan el pre­
dominio de la libertad sobre la autoridad. Llevan implícito un ejercicio com­
partido y un desarrollado proceso de institucionalización. pues exige un 
equilibrio que no es posible sin el presupuesto previo de dos o más institu­
ciones potentes»."7 

Las formas históricas de creación del derecho son, principalmente, 
tres: 

a) consuetudinaria (costumbre), 
b) judicial (jurisprudencia), 
c) legislación general (ley).Il!< 

Una comunidad, cuando un problema se repite, adopta soluciones que 
también se reproducen, formándose un uso; llegará un momento en que, 
cumplidos ciertos requisitos (diferentes en cada época), el uso se convertirá 
en costumbre jurídica, cuyo cumplimiento, al integrarse al ordenamiento, 
puede ser exigido ante los tribunales. 

Otra forma de creación del derecho es la jurisprudencia. Planteada una 
cuestión jurídica ante un «jurisprudente», éste le da una solución que, por 
ser persona depositaría de la jurisdicción (juez), o po f su reconocida auto­
ridad científica, se convierte en precedente. La práctica totalidad de los 
ordenamientos conceden alguna importancia a estas decisiones jurispru­
denciales; lo que diferencia a los sistemas será el valor atribuido a ese pre­
cedente: si en casos similares, que posteriormente se planteen, es tenido 
como orientación (que puede o no seguirse), o por el contrario, por atri­
buírsele carácter vinculante, deberán seguirse las directrices marcadas por 
el precedente. Sólo en este último supuesto, cabe hablar de sistema 
judicialista. 

No es posible dar un concepto único de ley, que sea aplicable a todos 
los ordenamientos de todo tiempo; normalmente, empero, la idea de «ley» 
exige la existencia de un poder (religioso o político) que formule una regla 
de actuación ante un supuesto de hecho, que define, con intención de que 
todos los sujetos de derecho que en el futuro se encuentren ante el supuesto 
de hecho, observen el comportamiento predefinido. Fn territorios en que el 
poder se ejerce de forma autoritaria, la ley será el resultado de una decisión 
personal de la autoridad. Si lo es de forma liberal, será expresión de la 
voluntad nacional, o fruto de un pacto histórico. 

Los ordenamientos jurídicos evolucionados son complejos, reconocien­
do varias formas de creación del derecho; el orden de preferencia de unas 
respecto de otras, la proporción en que cada una participe en la formación 
del ordenamiento jurídico, etc., darán lugar a «sistemas de creación del 
derecho». 

Lo que en este momento nos interesa será comparar el sistema arago­
nés histórico con el castellano que le sustituirá según la voluntad de Felipe V: 

"T LAUNDI ABADÍA. Jesús. Iniciación histórica al derecho español. Barcelona. Ariel, 19S3 (.V 
edición. I.» edición Barcelona, 1970). n.« 516. 

"* LAI INDi AHAI>IA, Jesús, IM creación del Derecho entre los españoles, en "Anuario de Historia 
del Derecho Fspañol», XXXVI. Madrid, 1966, pp. 301-377. 

Posteriormente, las opiniones venidas en este articulo son recogidas por el autor en sus manuales. 
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En Castilla, el rey monopoliza la creación del derecho. El ensayo de 
sistema judicialista, en que ios jueces tendrían atribuida capacidad de crea­
ción del derecho, fracasa a partir de Alfonso X; también la costumbre, 
como fuente del derecho, decae con Alfonso XI. «Decaída la costumbre y 
fracasado el ensayo judicialista castellano, la creación de la norma en el 
reino castellano-leonés tiene lugar en virtud de un proceso psicológico en el 
gobernante, es decir, en un acto de voluntad o decisión personal»; «el rey 
no se limita a declarar como norma lo que hacen sus subditos de forma 
continuada, o lo que declaran en sus juicios, sino que piensa y determina lo 
que cree convenir a la comunidad».11'' 

En Aragón, la costumbre es fuente jurídica primaria; cabe incluso que 
una ley sea derogada por una práctica consuetudinaria contraria (costum­
bre contra legem). «El sistema aragonés de creación jurídica descansa en la 
norma nacida de la costumbre o del pacto entre el rey y el reino. Su base es 
vitalista. en cuanto el fundamento del derecho no reside en ser más o me­
nos adecuado a la razón, sino en su elección por la comunidad».120 

Establecida la relación entre forma de ejercicio del poder y modo de 
creación del derecho, queda por ver en qué manera resultará afectado el 
sistema aragonés de creación jurídica, cuando Felipe V cambie radicalmen­
te el concepto de soberanía y, en consecuencia, la forma de ejercicio del 
poder. El punto de partida es la definición del «Pactismo en el Reino de 
Aragón», concepto que está en la base de la limitación al poder real (forma 
liberal del ejercicio del poder), del sistema de fuentes del derecho aragonés, 
del importante papel desempeñado por la costumbre, y de la concepción de 
la ley como fruto de un pacto histórico. 

Cuando en la actualidad se habla, de pactismo, suelen mezclarse ¡deas 
que deben ser diferenciadas: poco tiene que ver el «pactismo» de Contrato 
Social,121 que se queda en el mundo de las ideas, con el pactismo de Valen­
cia y Aragón, que pertenece al mundo de los hechos. En el primer caso. 
LAUNDE habla de «pactismo filosófico»; de «pactismo historicista» en el 
segundo. 

Son también distintos el pactismo de Aragón y el de Valencia. Se tra­
ta, en éste, de un contrato bilateral, en que de la existencia o no de contra-
prestación, depende la eficacia contractual. Se niega, por ejemplo, el carác­
ter de leyes paccionadas a los fueros promulgados para Valencia por Jaime 
I, porque «en aquellas Cortes no intevino ofrecimiento de dinero, mediante 
el cual pasara a contrato y se hicieran irrevocables».'" 

Al lado del «pactismo jurídico, o privatista» valenciano, se encuentra el 
«pactismo político», producido en Aragón: sobre un pacto originario en 

'" LAIJNLU AHAUIA, Jesús, Iniciación histórica al derecho español. Barcelona. Ariel. 1983 (3." 
edición, I." edición Barcelona. 1970), n." 188. 

110 LAUNOC ABADIA, Jesús, Iniciación histórica al derecho español. Barcelona. Ariel. 1983 (3." 
edición, l.« edición Barcelona. 1970). n." 207. 

111 Sobre el pactismo filosófico, puede verse la síntesis y elaboración de LEGAZ Y I.ACAMRKA. l.uis, 
FUotofía del pactismo, en El pactismo en la historia de España. Madrid, 1980, pp. 29-At. 

'" LAI.INI5E ARADIA, Jesús, El pactismo en los Reinos lie Aragón y de Valencia, en el Pactismo en 
la historia de España. Madrid. Instituto de España, 1980. pp. 115-139. 
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virtud del cual los caballeros acuerdan la creación de un «príncipe» de entre 
ellos, se añade un segundo pacto entre los caballeros y el «príncipe». El 
pactismo político aragonés se basa en un equilibrio de fuerzas, y es impul­
sado por las Uniones de nobles como forma de limitar la actuación política. 
Cuando el equilibrio de fuerzas comienza a inclinarse a favor del «princi­
pe», nace la ideología pactista, construida en torno al mito de los Fueros de 
Sobrarbe.12' 

Aparte de en éstos, el pactismo se recoge de forma cierta en los si­
guientes Fueros de Aragón: 

— Privilegio General (1283). 
— Quod Dominus Rex possit lacere in Curia Statuta. dado por Jai­

me 11 en Cortes de Zaragoza de 1301. 
— De iis quae Dominus Rex., dado por Pedro II, en Cortes de Zara­

goza, 1348. 
En virtud del Privilegio General, adquieren naturaleza pacticia los 

Fueros de Aragón: el rey debe jurar, observar y mantener los antiguos fue­
ros, costumbres, usos, privilegios, etc., del Reino de Aragón. 

En el fuero Quod Dominus Rex possit faceré..., se completa la exigen­
cia anterior al reconocer al Rey competencia para hacer fueros y leyes, pero 
necesitando el consentimiento expresado en Cortes: 

Que el Señor Rey pueda hacer en Corles estatuios y fueros eon la volun­
tad y consentimiento de los que a ellas vinieren, y todos los ausentes estén 
obligados a observar aquellos fueros y estatutos. 
JAIME!!. ZARAGOZA. 1301. 

Por ser costumbre y razonable, sea que el Señor Rey, con la voluntad y 
consentimiento de los Prelados y Religiosos, de los Barones, Mesnaderos. 
Caballeros, Infanzones y Procuradores de las Ciudades, Villas y de otros 
lugares del Reino que vinieren a esta Corte, pueda hacer Estatutos o Fueros 
y Ordenaciones. Y que los ausentes estén obligados a observarlos, en la mis­
ma manera que los que estuvieron presentes lo quisieron y ordenaron que 
todos los ausentes, de cualquier condición, están obligados a observar todos 
los Estatutos antedichos, perpetuos o temporales (también los que han sido 
ordenados en esta misma reunión de Corte), como los presentes. Y el Señor 
Rey obligue a lodos los que fueren rebeldes a observar los mismos Estatutos 
y Ordenaciones (ver TEXTO LATINO ORIGINAL en nota 124). 

114 Víanse las sintcsis de FONT RUIS, José M.". VOZ 'Fueros de Sohrarhe». en Nueva Enciclopedia 
Jurídica Scix. Y ia de LAI INDI AHADíA. Jesús . Los Fueros de Aragt'm. Zarazo/a. Librería General. 
1976. pp. 110 ss. 

'•* Quod dominus Rex possit faceré in Curia Slaiuia & Foros de volúntale & assensu ¡Ilorum. aui 
ad Curiam venertnt: & nmnes absentes teneantur illa Statuta. & Foros observare. Jaco bus Secundus, 
Caesarauguslae, 1301. 

'."um consuemudo sil, & rationabilis quod dominus Rex de volúntate & consensu Praelaiorum. & 
Rcliiaosorum. Baronum, Mcsnadariorum, Mililum, Infanlionum, & Procuratorum Civilatum. Villa-
rum, & aliorum Locorum Rcgni Aragonum, qui ad hane Curiam vencrunt. possit faceré Statuta, seu 
Foros, & Ordinationcs: & ipsa Statuta, teneantur observare absentes. sicul illi qui in Curia sunt prac-
sentes, volucrunl, & ordinaverunl, quod omnes absentes cuiuscumque conditionis existant teneantur 
observare omnia Statuta perpetuo praedicta & temporalia: etiam quae in hac Curia sunt ordinata, sicut 
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Por último, el fuero De iis quac Dominus Tex., que exige el respeto y 
observancia del ordenamiento foral; exigencia que alcanza al rey, el cual no 
puede hacer preceptos, universales o particulares, que vayan contra los 
fueros: 

Oí ' las cosas que están obligados a hacer y guardar el Señor Rey. el 
Gobernador de Aragón, su Lugarteniente, el Justicia de Aragón, y los demás 
jueces y o/lt tales, para que se conserven los Fueros de Aragón. 
PEDRO II. ZARAGOZA, 1345. 

Como convenga a nuestra dignidad real que aquellas cosas que fueron 
introducidas y concedidas por nos y nuestros predecesores, permanecan intac­
tas e ilesas, para que los Fueros, Privilegios, libertades, usos y costumbre del 
Reino de Aragón sean observados inviolablemente por nuestros subditos. 
Establecemos y ordenamos para siempre, que nos y nuestros sucesores este­
mos obligados y estén con buena "e real a prometer y jurar en la forma que 
nos juramos al presente que se sigue de este modo: De donde nos Pedro, 
antes nombrado Rey por la gracia de Dios, prometemos en buena fe real y 
juramos sobre la Cruz de nuestro señor Jesu-Cristo y cuatro Santos Evange­
lios, puestos delante de nos, y por nos manualmente tocados y sin ningún 
engaño ni maquinación, que nosotros en nuestra propia persona guardare­
mos, observaremos y mandaremos que sean custodiados y observados por 
nuestros oficiales y por cualesquiera otros, y haremos observar y guardar 
inviolablemente los fueros infrascriptos, especialmente los contenidos bajo la 
rúbrica antedicha, y además otros Fueros, Privilegios, libertades, usos y cos­
tumbres del dicho Reino de Aragón y de sus lugares, y que contra los mismos 
y la misma o alguno o alguna de los mismos no vendremos ni haremos venir 
en lodo ni en parte ni consentiremos por algún modo, razón o causa pública 
ni ocultamente que nos en propia persona o por otra persona intermedia, u 
otro, u otros por nos, por nuestro mandato o nombra teniéndolo nos ratifi­
cado sin proceso judicial y debido según el Fuero no mataremos, ni mutila­
remos, ni desterraremos, ni mandaremos, ni haremos matar, ni mutilar, ni 
desterrar, ni cogido alguno o algunos contra Fuero, Privilegios, libertades, 
usos y costumbres de Aragón sobre fianza de derecho ofrecido lo retendre­
mos ni lo haremos retener ni ahora, ni en ningún tiempo. Queremos y así lo 
ordenamos para siempre que nuestros sucesores queden obligados a prestar 
igual juramento antes de que juren y sean coronados. Y también que el ac­
tual Gobernador de Aragón, y los demás que después hubiere y el Regente 
del cargo por ellos, el Justicia de Aragón y todos los demás jueces y oficiales 
del dicho Reino que hay y hubiere en adelante, y sus Lugartenientes, juren y 
estén especialmente obligados a jurar, y a atender y cumplir expresamente 

prac&cntes. Et dominus Rex compelía! omnes illos. qui rebcllcs fuerint, ad ipsa Stulula et Ordinalioncs 
observandum. 

Tcxio según SAVAU V DRONDA, Pascual. PhNhN ¥ DrnrsA, Santiago. Fueros, observancias y míos 
de Corte del Reino de Aragón. Nueva y completísima edición que comprende, además del texto oficial 
integro, ¡as Ordinaciones de la Casa Real de Aragón, conforme a la traducción castellana del Prut ano­
tarlo del Reino D. Miguel Clemente, un glosario de las voces provinciales y anticuadas, y otro de las 
launas bárbaras y exóticas que se encuentran en el cuerpo de la obra, precedida de un discurso sobre la 
legislación foral de Aragón y seguida de un apéndice, donde van insertos la Unión y concordia general 
del Reino, establecida el año de 1594, v algunos otros documentos importantes. Zarago?a. Castro y 
Bosque, IK66. p. 10. 
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todas y cada una de las cosas antedichas, y a no venir contra las mismas de 
modo alguno, sin causa ni razón alguna. Ordenó también dicho Señor Rey 
por sí y para sus sucesores para siempre por sí mismo o por sus sucesores u 
otro por ellos, o alguno de ellos, o por sus jueces y oficiales de dicho Reino, 
fuere hecho o se mandara hacer en lodo o en pane, que incontinente con el 
mismo lo que fuere manifestado o suplicado sobre ello, lo revocarán y harán 
revocar, y mandarán y procurarán con eficacia que los dichos Kueros, Privi­
legios, libertades, usos y costumbres del dicho Reino, tanto generales como 
particulares, sean observados por los hombres del mismo Reino sin violación 
alguna» (ver TF.XTO LATINO ORIGINAL en nota 125). 

A lo largo de la historia del Reino de Aragón, habían sido frecuentes 
las derogaciones de fueros, y su sustitución por nuevas regulaciones; pero 
cuando en junio de 1707 esta derogación se produce mediante una disposi­
ción unilateral del Rey, algo muy importante ha cambiado. El solo hecho 

'•' fie ib quae Dóminos Res. & aiii succesores ipsius, guhernator Aragonum. & eius vicem geren­
tes, lustitia Aragonum. \ aiii ludiies. & ()ff¡cialesfacen; Á servare tenvnlur, ut Fon Aragonum ton-
servemur. Petrus Sccundus, Caesaraugustae. 1348. 

Cum Rcgiae nostrac dignitali convcnial. ul en quac a nobis. & praedeccesoribus nostrts mducta, & 
coneessa tuerunt. illibata. & ¡Ilesa remancant. & ut Fon Privilegia, libértales, usus. & consuetudines 
Rcgni Aragonum nostris subdilis inviolabililer observeniur. Ktaluimus, & ordinamus in pcrpctuum. 
quod nos & succesores nostri lencamur, & leneantur in baria fide regali promittere. & jurare sub forma, 
qua nos in continenti iuramus, quac sequitur in hunc modum. 

Undc nos Pclrus llcí gratia Rcx praedictus. Promittimus in bona fide regali, & iuramus super 
Crucem Domini nostri lesu C'hrisli, & eius Sancta Quatuor EvangcJia eoram nobis pos i la, & per nos 
manualiler lacta in hnna fide. & sinc omni fraude, & machinatíone quacumque; quod nos in nostra 
propria persona custodiemus. observabimus, & per noslros officialcs, & alios quoscumque custodiri. & 
observan mandabimus. & faciemus inviolabilitcr observan. & custodiri Foros infrascriptos, specialilcr 
sub rubrica praemissa contentos, nccnon. & alios Foros. Privilegia, libértales, usus. & consueludines 
dicti Rcgni Aragonum. & locorum ipsius, & quod contra ipsos, & ipsa. vel aliquem scu aliquu ipsorum. 
in tolo vcl in parte non veniemus, nec venire faciemus, nec consenliemus aliquo modo ralionc sive causa 
palam, vcl oceulte. & quod nos in propria persona, vcl per aliam interpositam persona m. vcl alium seu 
alios pro nobis mandato nostro, vel nomine, nobis ratum habentibus, absque cognilione judiciaria. 4 
debita secundum Forum non occidemus. nec exlemabimus, nec exiliabimus. nec occidcrc. nec externare. 
nec exiliare mandabimus, nec taciemus. nec captum. vcl captos aliquem. vcl aliquos contra Forum. 
Privilegia, libértales, usus. & consuetudines Aragonum super fidancia directo oblata rclinebimu.s. nec 
rctincri faciemus nunc. nec aliquo temporc. Volumus & eliam ordinamus in pcrpctuum, quod similis 
iuramentum leneantur succcssorcs nostri faceré antcquam iurentur. & coronenlur. t i cliam quod gu-
bernator Aragonum. qui cst. & qui pro temporc fucrit. & Regens officium pro eis, & lustitia Aragonum. 
& omnes aiii Índice. & officialcs d¡ct¡ Rcgni, qui sunt & pro tempore fuerinl. & tenentes locum ipsorum 
iurent, & turare tcncantur specialilcr, & expresse omnia praedicta 4 singula attendere, & complerc. & 
contra ipsa modo aliquo non venire, ralionc aiiqua, sive causa. Ordinavit ctiam diclus dominus Rcx pro 
se, & suis successuríbus in pcrpctuum: quod si per ipsum. vel succcssorcs suos, vcl alium pro eis. vel 
corum altero, vel per iudices, & officialcs suos dicti Rcgni contra dictos Foros. Privilegia. Iibenates. 
usus, Ü consuetudines Regm praedicli, vel aliquem pro eis in loto vcl in parte lacium l'ucrit. vcl 
mandatum ficri. quod incontinenti cum eisdcm ¡n oslcnstim. vel supplicalum fuerit super eo rcvocabunl 
,\ facient revocari. & mandabunt. & dabunt operam cum cffcciu, quod dicti Fori. Privilegia, libértales. 
usus. & consuetudines dicti Rcgni, tam Generaba quam parlicularia, hominibus ipsius Rcgni absque 
violationc aiiuua observentur. 

Texto citado siguiente a SAVAI.I Y DftONDA, Pascual; PfcNl s v DEBESA, Santiago, Fueros, observan-
vanelos y actos de Corte del Reino de Aragón. Sueva y completísima edición que comprende, además 
del texto oficial integro, las Ordinaciones de la Casa Real de Aragón, conforme a la traducción caste­
llana del Protonotario del Reino I}. Miguel Clemente, un glosario de las voces provinciales y anticua­
das, y otro de las latinas bárbaras y exóticas que se encuentran en el cuerpo de la obra, precedida de un 
discurso sobre la legislación forat de Aragón y seguida de un apéndice, donde van insertos la Unión y 
concordia general del Reino, establecida el año de 1594, y algunos otros documentos importantes. 
Zaragoza, Castro y Bosque, IKf>6, p, 25. 
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del recurso al Real Decreto como fuente del derecho en Aragón (incluso 
prescindiendo del contenido derogatorio de éste en concreto) supone por si 
la quiebra del pactismo político, del normativismo historicista y del libera­
lismo estamental, usuales en este Reino. Resulta accidental que el texto de 
la citada norma formule expresamente la abolición y derogación del orde­
namiento toral: ordenamiento que está ya derogado antes de la entrada en 
vigor de dicha disposición real: si el monarca no parte de que el derecho 
aragonés ya no existe, su Real Decreto quedaría afectado de nulidad jurídi­
ca y política: por contravenir los fueros mencionados <Quod Dominus 
Rex..., De Lis quae Dominus Rex..., Privilegio General) y por ignorar la 
idea que sobre los límites al ejercicio del poder real exilia en Aragón. Aun­
que la reforma del derecho aragonés se presente como realizada desde la 
legalidad toral, es en realidad una agresión jurídica perpetrada desde los 
principios del derecho castellano, pero de ninguna forma posible desde la 
legalidad foral aragonesa. 

Por ello, la primera, principal, y casi única consecuencia que el Real 
Decreto de 29 de junio de 1707 produce eficazmente por sí solo, es la quie­
bra del pactismo político: la sustitución del normativismo historicista y del 
liberalismo estamental, por el decisionismo y autoritarismo castellanos. 

El complemento necesario del nuevo concepto de soberanía es el desa­
rrollo de una constitución jurídico política coherente con él, pero nada de 
esto se producirá con las solas fuerzas del Real Decreto de 29 de junio, 
siendo necesario esperar hasta finales de 1707 para que comience a 
instrumentarse dicha organización: por ello, este fundamental aspecto lo es­
tudiaré al desarrollar el Real Decreto de 29 de julio de 1707. en que el 
dogma teórico de la unificación es reducido a los términos que, en ese 
momento, resultan realizables. 

B. EL DECRETO DE INSTRUMENTACIÓN: LIMITES POLÍTICOS 
A LA REFORMA (29 de julio de 1707). 

1. El realismo y la restricción de las áreas necesitadas de unificación. 

La escasa solide/ jurídica de la argumentación desarrollada en la nor­
ma de 29 de junio de 1707, y su enorme fragilidad política, determinaron, 
en primer lugar, que los fines en ella declarados fuesen alcanzados sólo 
parcialmente, y en segundo, produjeron en Aragón y en Valencia una rápi­
da reacción de los fieles borbónicos de ambos Reinos, que veían cómo los 
beneficios que esperaban obtener de su loma de partido se convertían en 
sanciones por la presunta conducta rebelde de Valencia y Aragón;12': su 
fidelidad se ve defraudada al ser tratados en los mismos términos de rebel-

"* Prsi I, Mariano, Ñolas sobre la abolición Je los Fueros de Valencia, en «Anuario de Hi.siona 
del Derecho Fxpañol». Xl.ll (1972). pp. 657-717. 
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día que se utilizan para los austracistas.127 En Valencia se producen Memo­
riales recordando los fieles a su rey Felipe V la indefensión de las fronteras 
y otras circunstancias que acreditan la imposible resistencia de los fíeles 
borbónicos ante las tropas del enemigo.12*1 En Aragón se dieron básicamen­
te las mismas circunstancias alegadas por los valencianos: I) indefensión de 
las fronteras, 2) no haber sido, ni mucho menos, unánime la aclamación del 
Archiduque como rey Carlos III. 

Por ello, aunque por su prohibición no se publica ni remite aquí nin­
gún Memorial, había en este Reino las mismas razones de queja frente a la 
dureza de estilo y el riguroso contenido del citado decreto de 29 de junio de 
1707. Las reacciones que éste genera reabren las discusiones en torno a su 
fundamentación y oportunidad política, preocupando de forma especial la 
genérica acusación de rebeldía en él contenida: 

«Este decreto alarmó a los más empeñados en el partido del señor Felipe 
V, y tamo más fuertemente cuanto tenían por injusto el ser comprendidos en 
él, porque no habiéndole faltado á la fe jurada, ni encontraban que pudiese 
este Príncipe faltarles á ellos, ni podía compadecerse con sus honras el ser 
confundidos bajo el nombre de aragoneses y valencianos, con los que Felipe 
trataba de rebeldes».12'' 

En la polémica sobre la existencia o no de conducta rebelde, quiénes 
puedan ser considerados como tales, y qué consecuencias jurídicas nazcan de 
esta acusación, se utilizan más argumentos jurídicos que políticos: 

I) Acerca de si existió o no rebelión, el Conde de ROBRES, haciéndose 
eco de la opinión de los afectados, recuerda que en Aragón, como en Va­
lencia y Cataluña, había dos facciones (borbónica y austracista) y un grue­
so de población que no tomó partido decidido por ninguna de ellas. Sólo 
los que defendieron la causa del Archiduque mediante acción u omisión 
culpables, pueden ser calificados y sancionados como rebeldes, pues no hay 
que olvidar que borbónicos sufrieron confiscaciones y persecuciones por 
serlo, y que el resto de la población se rendía al Archiduque (como al 
mismo Felipe V), porque no tenía medios para oponer resistencia a las 
tropas y partidarios de aquél. En estas circunstancias, entiende el Conde de 
RotiRFS que sólo es apreciable culpa en los que cooperaron activamente 

117 LÓPBZ ni MINIHJZA V PONS. Agustín, Conde de ROBRFS, Memorias para la historia de las 
guerras civiles de España, desde la muerte de don Carlos II. que sucedió en primero de noviembre de 
170(1. hasta I70H (prólogo de Baldomcro MHHANO V Rui/). Zaragoza. Diputación Provincial (Bibliote­
ca de escritores aragoneses, lomo IV), IK82. p. 368. 

n" Ptsr.l, Mariano, la creación de la Chancilleria de Valencia y su reducción a Audiencia en los 
años de la Nueva Planta, en «Estudios de Historia de Valencia». Valencia, I97K, pp. 309-334. En espe­
cial, pp. 322 ss. PFSFT. Mariano, Notas sohre la abolición de los Fueros de Valencia, en «Anuario de 
Historia del Derecho Español... XLII (1972), pp. 657-717. 

I?" l.oi'l / DI Mi MXJ/.A Y PONS, Agustín. Conde de ROBRMS. Memorias para la historia de las 
guerras civiles de España, desde la muerte de don Carlos II, que sucedió en primero de noviembre de 
1700. hasta I70Ü (prólogo de Baldomcro Mi UIANO Y RUI / ) . 7-aragora. Diputación Provincial (Bibliote­
ca de escritores aragoneses, lomo IV), IKS2, p. 368. 
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en la causa del Archiduque, o que, disponiendo de medios, no se opusieran 
suficientemente a ello.IJ() 

2) Respecto a la procedencia o improcedencia de la sanción que Felipe 
V hace nacer de la conducta rebelde, el Conde de ROBRES, recogiendo la 
tesis pactista, niega la validez de la derogación unilateral de los fueros en 
que se alegue causa de rebelión: 

«...y estas leyes establecidas son recíprocos pactos con que igualmente se 
ligan soberanos y vasallos, que por eso deben jurarlas sus Monarcas en la 
nueva sucesión, y hasta entonces no pueden ser competidos los subditos al 
homenaje y juramento de fidelidad: que aún en el caso de rebelarse el vasallo, 
no estaba en manos del Rey la derogación de las leyes, porque previniendo 
ellas mismas castigo a este delito, quisieron asi los legisladores que ni aun él 
las abrogase».1" 

Palabras que resumen los argumentos de quienes recelaban de la vali­
dez jurídica del primer decreto de 29 de junio de 1707, y que serían exactas 
para el caso de que el monarca hubiese empleado el término rebelión sólo 
en el sentido jurídico como conducta punible en sí, pero cuya virtualidad se 
debilita desde el momento en que Felipe V recurre a la rebelión como causa 
de guerra justa que le permite entrar tropas en Aragón, c imponer leyes. 
con lo cual la derogación de fueros no es consecuencia inmediata de la 
rebelión, sino que se procede a ella en el uso de las facultades atribuidas al 
«víctor». El equívoco surge porque en la difusión propagandística que del 
decreto se hace, el rey presentó la derogación como pena aplicada por el 
delito de rebelión como conducta punible en sí; pero el Rey, a pesar de esta 
presentación, no estaba legitimado para imponer un castigo general, como 
es la abolición, para conductas individuales, como es la rebeldía punible en 
sí. La derogación es válida sólo desde el punto de vista del derecho de la 
guerra, como sanción a una sublevación general de un pueblo, imponiendo 
el vencedor su derecho; desde el punto de vista del derecho civil, aragonés o 
castellano, la derogación de un ordenamiento general no está legitimada 
como sanción de conductas rebeldes aisladas. 

En el decreto de 29 de julio de 1707, surge la paradoja: el rey reconoce 
que sólo unos pocos de los aragoneses fueron rebeldes. Desde este momen­
to, la derogación de fueros generales no tiene fundamento jurídico: prime­
ro, porque la rebelión como conducta punible en sí, no autoriza para pro­
ceder a ella; segundo, porque, al reducirse oficialmente la importancia 

IJ0 En este sentido, la opinión de MACANA/, Melchor de, Negabas, intereses y derechos que por la 
rebelión de los tres Reinos de Aragón. Cataluña y Valencia han recaído en la Corona. Hecho de orden 
del rey. en «Regalías de los Señores Reyes de Aragón», ed. J. MAIDONADO MACANA/. Madrid. Bíblío-
leca de Autores Españoles, vol. I, 1879, pp. 2.733, parte de una utilización del término «rebeldes» con 
acepción diferente a aquella con que es empleado en el Huero «De rcbcllionc vassallorum», siendo, por 
tanto, incorrecto su razonamiento, que aplica a un concepto de «rebeldes» las consecuencias previstas en 
este Huero para otro concepto diferente. 

IJI LúHt¿ m. MtNüo/.A v PUNS. Agustín, Conde de RORKI-S. Memorias para la historia de tas 
guerras civiles de Esparta, desde la muerte de don Carlos II. que sucedió en primero de noviembre de 
I7MI. hasta 1708 (prólogo de Baldomcro MFDIANO V Rn/ ) . Zaragoza. Diputación Provincial (Bibliotc-
ca de escritores aragoneses, tomo IV). IKH2, p. 370. 
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numérica de los rebeldes, no puede tampoco mantenerse como causa de 
guerra justa en Aragón, y mucho menos proceder, en virtud de conductas 
rebeldes individuales, a una imposición de ordenamientos que afecta tanto 
a rebeldes como a fieles, y que supone una alteración fundamental del 
modo de creación del derecho en Aragón, mediante una agresión realizada 
desde fuera de él. 

Felipe V. en junio de 1707. hace pensar que está sancionando a unos 
delincuentes. En julio de ese año desmiente tal interpretación, pero, sor­
prendentemente, mantiene la sanción, ya sin ningún fundamento en el dere­
cho. En este momento, el rey atribuye a «rebelión» la acepción política a 
que en su momento nos hemos referido; la abolición de fueros no es ya un 
castigo a rebeldes, sino una medida para facilitar el mejor gobierno de todo 
su reino, propiciando la integración personal y jurídica de los Reinos. 

3) Por último, se reproducen los argumentos acerca de la no oportuni­
dad política de proceder a tan radical reforma. 

La invocación a la defensa de los fueros había sido común a borbóni­
cos y austracistas en los años 1705 a 1707. obteniendo notable respaldo 
popular. A partir de 29 de junio de 1707, los borbónicos renunciaban a tan 
eficaz consigna y se la entregaban reforzada a los contrarios, quienes se 
encargarían (como así sucedió) de presentar esta norma como prueba pal­
pable de que los reinos de la Corona de Aragón perdían sus ordenamientos 
jurídicos, de que tan celosos eran, si triunfaba la causa borbónica. 

A este argumento de política interna se acumulaba otro de estrategia 
internacional: Aragón y Cataluña eran frontera de uno de los enemigos his­
tóricos de España; Francia podría aprovecharse del recelo y descontento 
nacidos en estos reinos hacia Madrid, y utilizarlo para producir la secesión 
de éstos, de la cual se recordaban precedentes intentonas; con el castigo de 
la abolición de los ordenamientos peculiares de la Corona de Aragón se 
daba a éstos una razón mucho más fuerte que las existentes en los siglos 
anteriores, pudiendo pensarse que el riesgo e intensidad de enfrentamiento 
por esta causa se incrementaba geométricamente. 

Todas estas quejas, argumentos, y otras razones que veremos, inducen 
a Felipe V y sus consejeros a promulgar el 29 de julio de 1707 un Real 
Decreto cuyo texto es el siguiente: 

«Por mi Real Decreto de 29 de junio próximo luí servido derogar lodos 
los fueros, leyes, usos, i costumbres de los Reinos de Aragón, i Valencia, 
mandando se goviernen por las leyes de Castilla; i respecto de que en los 
motivos, que en el citado Decreto se expressan, suenan generalmente com-
prchendidos ambos Reinos, i sus habitadores, por aver ocasionado sus moti­
vos la mayor parte de los Pueblos; i porque muchos de ellos, i de las Ciuda­
des, Villas, i Lugares, i demás comunes, i particulares, assi Eclesiásticos 
como Seculares, i en todos los más de los Nobles, Cavalleros, Infanzones, 
Hidalgos, i Ciudadanos honrados han sido mui finos, i leales, padeciendo la 
pérdida de sus haciendas, i otras persecuciones, i trabajos, que ha sufrido su 
constante, i acrisolada fidelidad; y siendo esto notorio, en ningún caso puede 
averse entendido con razón fuesse mi Real animo notar, ni castigar como 
delinquentes á los que conozco por leales; pero para que mas claramente 
conste esta distinción, no sólo declaro que la mayor parte de la Nobleza, i 
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otros buenos Vassallos del Estado General i muchos Pueblos enteros han 
conservado en ambos Reinos pura, e indemne su fidelidad, rindiéndose solo 
á la fuerza incontrastable de los enemigos los que no han podido defenderse; 
pero también les concedo la manutención de lodos sus privilegios, essencio-
nes, franquezas, i libertades concedidas por los Señores Reyes mis antecesso­
res, ó por oiro justo titulo adquiridas, de que mandaré expedir nuevas con­
firmaciones á favor de los referidos Lugares, casas, familias, i personas, de 
cuya fidelidad estoi enterado; no entendiéndose esto en quanto al modo de 
gobierno, leyes, i fueros de dichos Reinos, assi porque los que gozaban, i la 
diferencia de gobierno fue en gran parte ocasión de las turbaciones pasadas, 
como porque en el modo de gobernarse los Reinos, i Pueblos no deve aver 
diferencia de leyes, i estilos, que han de ser comunes á todos para la conser­
vación de la paz, i humana sociedad; i porque mi real intención es que todo 
el continente de España se govierne por unas mismas leyes, en que son mas 
interesados Aragoneses, i Valencianos por la comunicación, que mi benigni­
dad les franquea con los Castellanos en los puestos, honores, i otras conve­
niencias, que van experimentando en los Reinos de Castilla alguno de los 
leales Vassallos de Aragón, i Valencia».IÍJ 

2. Desigual reparto de las consecuencias jurídicas y económicas de 
la unificación 

En esta norma, Felipe Quinto reconoce la existencia en Aragón de 
personas que le son fieles, y otras que sólo por su indefensión han aceptado 
al Archiduque. I,a solución más ajustada a derecho hubiera exigido que, a 
renglón seguido, se declarase que sólo los rebeldes iban a ser castigados, y 
que las sanciones aplicadas serían las individualizadas que preveía la legis­
lación aragonesa.,M Por el contrario, el Rey decide mantener la derogación 
del «modo de govierno, leyes, i fueros», al mismo tiempo que reconoce la 
posibilidad de confirmar privilegios y exenciones a lugares, casas, familias y 
personas que le hayan sido fieles; con ello desaparece uno de los principales 
beneficios reales que debería haberse deducido de la abolición de fueros: la 
reforma propuesta por Felipe V hubiera supuesto un importante avance en 
la configuración de un Estado moderno, sólo si llevaba aparejada la reduc­
ción de privilegios nobiliarios y eclesiásticos, cosa que no sucede.134 Frente 
a esto, el modelo de unificación de tribunales reales de justicia que se reali­
za supone un avance mínimo en la necesaria reforma de las jurisdicciones 

'" Volumen de Autos acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3, t. H. 
Aulo IV. 

'•" «De rehellione vassalfarum», Philippus Rcx, MoMJSMÍ & Bincfar, 1585. 
'" A diferencia de lo que sucede con la reforma emprendida en Francia por OoUtEKT, bajo el 

reinado de Luis XIV. Ver en A. CAREY, John, Judicial Refurm in France befare the Revolut'mn of 1789. 
Harvard University Press, 1981. 
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especiales, por cuanto un número importantísimo de habitantes del Reino 
siguen escapando, por ser de señorío, a la jurisdicción del Rey."* 

Manteniéndose la derogación general de los fueros, al mismo tiempo 
que se abre la posibilidad de confirmación de privilegios y exenciones, y 
manteniéndose jurisdicciones especiales, pierden sentido las frases finales 
del decreto de 29 de junio, en que se exaltaban los beneficiosos efectos de la 
unificación del derecho. 

a) Eliminación de oposición estamental y confirmabilidad de 
privilegios 

Es todavía muy poco lo que hoy sabemos acerca de la participación de 
los aragoneses en la guerra de Sucesión; pero puede afirmarse, sin duda, 
que el apoyo a la causa del Archiduque no fue unánime, ni siquiera clara­
mente mayoritario, resultando desproporcionada la general derogación de 
fueros y privilegios decretada por Felipe V el 29 de junio de 1707. afectan­
do nominalmente a sus partidarios tanto como a sus oponentes.136 

Entre la nobleza, el Archiduque era apoyado por don Cristóbal de 
Alagón y Córdoba, Conde de Sástago; el muy beligerante don Jorge Fer­
nández de Heredia y Ixar, Conde de Fuentes; don Manuel Moncayo y 
Palafox, Marqués de Castro Pinos; además del Marqués de Coscujuela, 
Marqués de Boril y del Conde de Plasencia. 

Más decidido fue el respaldo prestado por los nobles a Felipe V. Así. 
el Duque de Alba, y los Duque y Duquesa de Híjar; también los Marqueses 
de Ariza, la Marquesa de Vilueña, el Marqués de Camarasa y Conde de 
Riela, el Marqués de Aylona, el Marqués de San Miguel, los Marqueses de 
Campo Real y Conde de Sobatillas, Marqueses de-Lazan y el Marqués de 
Santa Coloma. Entre los condes, la Condesa de Aranda, el Conde de Ba-

135 Es todavía muy poco lo que hoy sabemos acerca de las jurisdicciones señoriales, y de los seño­
ríos mismos, en Aragón durante los siglos XVII] y XIX. Hay en la actualidad varios trabajos en curso 
(vgr. los de Daniel BELLIDO UIHíO-MADRAZO, los de Amable PALACIOS, etc.). que. junto con los ya 
realizados (cfr. José Francisco FORMES C A S á I S , VOZ «Propiedad de la tierra», en Gran Knciclopedia 
Aragonesa), ponen de manifiesto la importantísima presencia de los señoríos en Aragón durante esta 
época. 

"* Los dalos que siguen han sido reconstruidos mediante la utilización de las siguientes fuentes 
indirectas: 

PESA V FARELL, Narciso Feliu de la. Anales de Cataluña y epilogo hreve de los progresos, y 
famosos hechos de la nación catalana, de sus Santos. Reliquias. Conventos, y singulares Grandezas, y 
de los mas señalados y Eminentes Varones, que en Santidad, A rmas. y tjrlras han florecido desde la 
primera población de España Año del mundo I78X antes del Nacimiento de Christo 2174. y del Diluvio 
143. hasta el presente de I70V. Barcelona. Juan Pablo Marti. I7(W, en especial pp. 621 ss. «Relación de 
Anjou. para defender la justicia de nuestro Rey, y Señor Carlos llh. 

Páginas d23-624. «Relación de los Cavalleros Aragoneses, y otros notables, que perdido Aragón, 
prosiguieron el servicio del Rey nuestro Señor, Carlos III. en los Regimientos del Reyno. y Ciudad, y 
otros del Regimiento de Cavalleria». 

Y. por último, pp. 626-62K en que se contiene una extensa «Relación de los Aragoneses, que dexa-
ron el Reyno de Aragón, para seguir al Rey nuestro Señor Carlos llh. 

Además de esta fuente, he utilizado relaciones de bienes confiscados (recogidas en Jiménez Cata­
lán, o conservadas en Archivo Histórico Nacional), y Memoriales contenidos en la serie de Real Acuer­
do de los fondos de la Audiencia, del Archivo Histórico Provincial de Zaragoza. 
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ños, los de Perelada, el de Pliego, los Condes de San Clemente y, por 
último, los Condes de Guara. 

El resto de la nobleza aragonesa no tomó partido por el Archiduque, 
pero tampoco hizo una defensa activa de la causa de Felipe V. 

Desconocemos cuáles fueron los criterios que decantaron a unos y 
otros hacia cada causa. La hipótesis lormulada por BORRAS,"7 según la 
cual Felipe V era apoyado principalmente por nobleza de nueva creación, 
encuentra el obstáculo de que, por ejemplo, el Ducado de Hijar se remonta 
a 1438, el Condado de Aranda a 1508; de 1581 es el Marquesado de Ayto-
na; de 1611 el de Ariza, etc. Los fieles al Archiduque no son fieles a la idea 
de dinastía de los Austrias; tampoco puede explicarse el respaldo dado al 
borbón, como producto de una nobleza nacida con Carlos II, y que por 
ello no tendría ningún reparo en un cambio de dinastía. Las razones deben 
buscarse en otra parte. 

También el estamento eclesiástico se encuentra dividido entre una y 
otra causa. La importancia del elemento religioso en esta guerra fue puesta 
de manifiesto por BORRAS, y se aprecia con nitidez si observamos la notable 
coincidencia que se produce entre diócesis y parroquias cuyos eclesiásticos 
se decantan por el Archiduque, y ciudades y villas rebeldes a Felipe V. Por 
ejemplo, hicieron defensa activa de la causa del Archiduque los obispos de 
Albarracín y de Huesca; el abad de Montearagón y el abad de San Juan de 
la Peña; los deanes de Alcañiz y de Daroca; canónigos de Albelda, Barbas-
tro, Daroca, Monzón. Teruel y Zaragoza. 

Por el contrario, observamos que en Tara/.ona, Borja, Jaca. Fraga. 
Hijar, Maclla y Ariza. ciudades destacadas en su apoyo a Felipe V, los 
altos representantes del clero son partidarios de éste. 

Si la nobleza y alto clero se decantaron en mayor proporción a favor 
de la causa borbónica, encontró el Archiduque el respaldo de las personas y 
familias vinculadas a la administración foral: Antonio Luzán y Guasso, 
Gobernador de Aragón; Agustín Estanga. Regente del Consejo Supremo de 
Aragón y electo Justicia Mayor de Aragón; José Félix de Mendoza, baylc 
de Aragón, etc. 

Se trataba, en suma, de una equilibrada relación de fuerzas; en este 
contexto, el Decreto de 29 de junio de 1707, derogando todos los privile­
gios, libertades y exenciones, afectaba de forma especial a la nobleza, entre 
la que precisamente Felipe V tenía sus mejores valedores; su aplicación 
literal hubiera supuesto un grave error político, castigando más a los fieles. 
Evitar este error es la razón que determina la promulgación del decreto de 
29 de julio de 1707, que trata de aproximar el binomio «castigo-beneficio» 
al otro «rebelde-fiel», conservando y mejorando la situación de los partida­
rios borbónicos (personas y municipios), y agravando en términos absolu­
tos (confiscaciones de bienes) y relativos (pérdida de privilegios que los 
borbónicos conservan) la de los rebeldes, defensores del Archiduque. 

•" BURRAS Cii AI IS. Gonralo. íJI Guerra de Sucesión en Zaragoza. Zaragoza. Institución Fernando 
el Católico, 1972. 
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Los términos empleados el 29 de julio confirman que las acciones de­
cretadas por Felipe V participan de este espíritu: «...en ningún caso puede 
averse entendido con razón fuesse mi Real animo notar, ni castigar como 
delinqucntcs á los que conozco por leales...». 

Inmediatamente después de reconocida la fidclidd de un sector impor­
tante de la sociedad aragonesa, y muy especialmente de la nobleza, declara 
que: «...les concedo la manutención de todos sus privilegios, essenciones, 
franquezas, i libertades... a favor de los referidos Lugares, casas, familias, i 
personas, de cuya fidelidad estoi enterado...». 

Las situaciones de privilegio, que suponían una efectiva merma del 
poder del rey, se conservan. Se renunciaba así a uno de los efectos moderni-
zadores del Real Decreto de 29 de junio de 1707: la reducción de las áreas 
que escapaban a la jurisdicción real. 

Los términos literales en que nos ha llegado la norma de 29 de julio 
plantean hoy problemas de interpretación: hablaba Felipe V de una manu­
tención de todos los privilegios a sus fieles; estas palabras pueden entender­
se de dos formas contrapuestas: 

1) Que sólo perderían privilegios aquéllos que expresamente fuesen 
privados de ellos. 

2) O que, por el contrario, sólo conservarían los privilegios aquellos 
que obtuvieran confirmación expresa de los mismos, posterior a 29 de ¡unió 
de 1707. 

A la vista de la documentación, fue la primera interpretación la que 
prevaleció. Durante los años 1708 y 1709 son numerosos los aragoneses 
borbónicos que dirigen Memoriales, pidiendo la declaración, a su favor, de 
algún privilegio. Si la interpretación de las palabras del rey hubiese sido la 
que he expuesto en segundo lugar, estos Memoriales debieran haber pedido 
la restitución o nueva confirmación de sus antiguas situaciones de privile­
gio. No es así. 

Los Memoriales dirigidos en estas fechas por particulares contienen 
peticiones encuadrables en los cinco tipos siguientes: 

a) Que se declare su fidelidad. 
b) Que se le haga beneficiario, a él o a algún miembro de su familia, 

de un oficio público. 
c) Que se le asista con alguna pensión o sueldo; o, genéricamente, que 

se fe preste socorro. 
d) Que se le exima de la media anata; o de todo tipo de tributos y de 

otras cargas económicas. 
e) Que le sean compensadas sus pérdidas económicas mediante la 

asignación de bienes confiscados a partidarios del Archiduque. 
Los remitidos por villas y lugares contienen peticiones que pueden re­

sumirse en éstas: 
1) Presente en todos ellos, la de exención de algún tributo {alcabala, 

media anata), o exención general de todo tipo de tributos y cargas 
económicas. 

2) La autorización para realizar actividades (ferias) o explotaciones 
(aprovechamientos forestales y de cabana) que reporten beneficios 
económicos. 
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3) La concesión de honores y títulos. 
Estudiando las personas solicitantes y el contenido de lo solicitado, se 

comprueba, en apoyo de la interpretación que mantengo, que ninguno de 
los nobles partidarios de Felipe V pide una nueva confirmación de sus pri­
vilegios, por entender, sin duda, que en nigún momento fueron deroga­
dos."8 Los remitentes de Memoriales piden concesión de nuevas gracias, no 
conservación de beneficios que ya tuvieran. Sólo en caso de que se produz­
ca un confilicto administrativo o judicial acerca de la existencia de un privi­
legio, se solicita confirmación de éste, la cual tendrá efectos procesales: 
aportar al litigio prueba de la titularidad de un privilegio discutido. 

Tras los decretos de 29 de junio y de 29 de julio de 1707, los aragone­
ses partidarios de Felipe V conservan sus privilegios anteriores a la 
guerra y añaden a ellos oíros de nueva concesión. El complemento de esta 
situación de beneficio se encuentra en la reforma tributaria, de que me 
ocupo a continuación. 

b) Redistribución territorial y estamental de las cargas económicas de la 
guerra y del Estado. 

Es opinión muy extendida, de la que yo participo, que la reforma de la 
contribución de Aragón al sostenimiento de las crecientes cargas del Rey y 
del Reino fue uno de los móviles determinantes de la Nueva Planta de este 
Reino y los otros de la Corona de Aragón. Al mismo tiempo, se ha puesto 
de manifiesto que Felipe V en esta materia se hace eco de las numerosas 
voces que a lo largo del s. XVII se habían ya pronunciado exigiendo la 
incorporación de los Reinos de la Corona de Aragón al sistema recaudato­
rio del resto de España.IW 

La desigualdad tributaria entre la Corona de Castilla y los territorios 
Corales fue descrita en 1687 por el Marqués de los VéI.EZ: 

«...No me parece razón, cristiandad, conveniencia, ni política que ya que 
los pobres castellanos no son libres como los aragoneses, catalanes, valencia­
nos, navarros y vizcaínos, sean por mas obedientes, más miserables y más 
rigurosamente oprimidos, habiendo conservado todos estos reinos en tan re­
motas distancias a costa de sus sangres peleando y de sus haciendas 
contribuyendo».140 

"" Las fuentes en esta materia son, una ve/ más, dispersas. Principalmente, pueden utilizarse fon­
dos del Archivo Histórico Nacional, sección Consultas del Consejo de Aragón, y del Archivo Histórico 
Provincial de Zaragoza, fondos de Audiencia, serie de Real Acuerdo. 

IM FONTANA. Josep. Hacienda y Estado en la crisis del Antiguo Régimen español; 1823-1833. Ma­
drid. Instituto de Esludios Fiscales, 1973, p. 14: 

«...La verdad es que mientras no conozcamos mucho mejor los intentos de reforma de la adminis­
tración efectuados durante el reinado de Carlos II, no sabremos cuánto hay de auténticamente nuevo en 
las medidas adoptadas por el gobierno de Felipe V, y cuánto es un mero desarrollo de mejoras proyec­
tadas o ensayadas con anterioridad...» 

140 ARTOI.A, Miguel, La Hacienda det Antiguo Régimen. Madrid. Alianza Editorial. 1982. En espe­
cial, capitulo III. «Haciendas forales», y capítulo IV, «Estancamiento y reforma riscal» (1665-1779), p. 
217, nota I. 
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Es también doctrina mayoritaria que el sistema impositivo aragonés 
del s. XVII, que conservaba su estructura medieval, cercenaba cualquier 
intento de aumentar la recaudación: «...procede insistir en la radical 
insuf¡cieñen de los recursos ordinarios que tienen, por otra parte, una con­
figuración arcaica que se manifiesta tanto en el carácter de las figuras fisca­
les como en la pequenez de los rendimientos». 

«...El Aragón de los Austrias se presenta desde todos los puntos de 
vista como una zona deprimida, incapaz de financiar los gastos de un Esta­
do y en el que ni siquiera la alta nobleza ofrece una imagen de prosperi­
dad'» (ARTOLA).141 

Lo que en el plano contable se reflejaba como una insuficiencia radical 
de las cantidades recaudadas, aparecía, desde el punto de vista jurídico, 
como un complejo sistema de figuras altamente ineficaces. LALINDE, desde 
una interesante perspectiva en que conecta el sistema fiscal con la concep­
ción del poder, habla de «los esfuerzos desesperados del Rey por conseguir 
nuevas fuentes de impuesto» en el siglo XVI, y de forma especialmente 
intensa en el s. XVII, recordando la abundante literatura jurídica salida de 
la mano del gran número de arbitristas que intentan remediar lo irremedia­
ble a lo largo del siglo XVII.142 Las cantidades ingresadas por tributos or­
dinarios y rentas del patrimonio eran insignificantes; el peso del sistema 
impositivo recaía sobre la regalía de salinas, y sobre los recursos extraordi­
narios: subsidio, servicio, profierta y donativo. **? Desequilibrio en favor de 
los recursos extraordinarios que LALINDE pone en conexión con el fortale­
cimiento de la concepción paccionada del poder. En términos similares se 
expresa ARTOI.A: «...el volumen de ingresos ordinarios apenas bastaba para 
el pago de los salarios de los funcionarios de la Audiencia y parte del de los 
ministros del Consejo de Aragón. La insuficiencia de las rentas de la corona 
no permitía al monarca ningún tipo de iniciativa que no estuviese apoyada 
por las Cortes...».144 

A la vista de todo lo cual, pueden señalarse como características más 
acusadas del sistema tributario aragonés del s. XVII: 

— La desigualdad del esfuerzo recaudatorio realizado en Castilla y 
Aragón. 

— La insuficiencia del importe recaudado. 
— Estar integrado por figuras jurídicas arcaicas, alguna de las cuales, 

como el peaje de puertos terrestres, perjudicaba el fortalecimiento 
del comercio. 
Primacía de los recursos extraordinarios sobre los ordinarios. 

1,1 AKUH A. Miguel, La Hacienda del Antiguo Régimen. Madrid. Alianza Editorial. I9K2. En espe­
cial, capitulo III, «Haciendas Corales», v capitulo IV, «Estancamiento y reforma fiscal» (1665-1779), pp. 
170-171. 

'*> LAUNOE AHADIA, Jesús, La ha.se ideológica de! sistema impositiva aragonés, en Historia de la 
Hacienda española (¿pocas antigua y medieval), en homenaje al Profesor García de Valdeavellano. 
Madrid. Instituto de Estudios Fiscales. 1982, pp. 407-446. 

141 lbídcm. pp. 435-439, capitulo que LALINDE. significativamente, titula como «el recurso del rey a 
los tributos extraordinarios». 

*u ARTOI.A, Miguel, La Hacienda del Antiguo Régimen. Madrid. Alianza Editorial, 1982. En espe­
cial, capitulo III. «Haciendas foralcs». y capitulo IV, «Estancamiento v reforma fiscal» (1665-1779), p. 
167. 
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La situación del sistema recaudatorio aragonés era deficiente, pero 
tampoco el sistema castellano resultaba idóneo para acometer tareas de 
envergadura como la reconstrucción de los ejércitos, en un clima de profun­
da recesión económica; los esfuerzos por la búsqueda de nuevas fuentes de 
ingresos estaban presentes también en Castilla. La ocasión que brinda la 
Guerra de Sucesión para renovar el sistema fiscal de los Reinos de la Coro­
na de Aragón será aprovechada para experimentar nuevos modelos recau­
datorios más eficaces. En Valencia se introduce el Equivalente, como alter­
nativa a la Alcabala; en Cataluña el Catastro; en Aragón la Única 
Contribución; la Talla en Mallorca. 

La búsqueda de nuevas fuentes de ingresos o la modernización de las 
figuras jurídicas con las que se explotaban fuentes ya conocidas, van a 
encontrarse con problemas derivados de la guerra: 

1) Eran muchas las posibles fuentes de ingresos que se veían afectadas 
directamente por la situación de guerra: 

a) El incremento de los gastos de guerra absorbía gran cantidad de 
recursos, exigiendo aumento de la presión fiscal por este concepto. 

b) La disminución del comercio interurbano determinó una minora­
ción de las rentas obtenidas por Generalidades. 

c) Pero, por otra parte, la guerra también propició las Confiscaciones, 
que se convirtieron en una de las más importantes fuentes de recursos de 
esos años. 

2) Indirectamente, por la urgencia con que se acometía la definición e 
implantación de los nuevos tributos, y la lenta reorganización de los encar­
gados de administrarlos, disminuyó en la realidad la rentabilidad teórica de 
los nuevos tributos, produciéndose además retrasos en la percepción de sus 
frutos: el Papel Sellado, introducido en octubre de 1707, no había todavía 
producido ingresos en mayo de 1708. 

Por ello, en la reforma fiscal en Aragón a principios del siglo XVIII, se 
distinguen dos etapas,'45 

La primera etapa (1707-1716) está caracterizada por la utilización de 
figuras impositivas tradicionales y por el peso específico de los ingresos 
extraordinarios e irregulares provenientes de confiscaciones, y la fuerte pre­
sión fiscal ejercida por la tributación militar. 

Dentro de las fuentes de ingresos tradicionales, los esfuerzos del Supe­
rintendente Tomás M. PACHECO se dedican a incrementar las cantidades a 
percibir por renta de salinas, y por derecho de generalidades. La explota­
ción de las salinas, que debiera haber reportado ingresos importantes a la 
Corona, adolecía de un defectuoso aprovechamiento técnico, que convertía en 
insignificante su aportación. De las noventa y nueve abiertas y en explota­
ción, sólo se estimó rentable el mantenimiento de ocho de ellas. Los precios 
pagados como indemnizaciones por el cierre de las restantes absorbieron 
durante los años siguientes los ingresos por renta de salinas. 

145 Un resumen del estado de la cuestión y de sus propias investigaciones anteriores se puede encon­
trar en el libro de PEIRó, Antonio. Ijas Caries Aragonesas de ¡K08. Pervivencias /orales y revolución 
popular. Zaragoza, 1985. 

Para consullas más exhaustivas, véase la bibliografía que sobre el tema recoge el propio PIIRó . 
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Las Generalidades, o derechos de aduanas, consistían en un porcentaje 
a percibir por unidad de mercancía que se hiciera pasar por las aduanas 
interiores. En 1702 consistía en un 10 %. Al hacerse cargo de ellas la admi­
nistración de Felipe V, se aumentó a un 15 %. La reducción del número e 
importancia de las transacciones comerciales, producida por efecto de la 
guerra, disminuyó en dos tercios los ingresos previstos por este concepto. 

De las figuras impositivas de nuevo establecidas en Aragón, fueron la 
Alcabala y el Papel Sellado las que mayores expectativas despertaron en el 
Superintendente. 

La Alcabala, introducida en Aragón en diciembre de 1707, consistía 
teóricamente en un gravamen del 14 % sobre el importe de todo lo que se 
compraba, permutaba o vendía. Pero para la percepción de este tributo se 
procedió a un reparto entre los lugares de Aragón, dividiendo el total que 
se esperaba recaudar, y asignando cuotas a cada ciudad, villa o lugar según 
su volumen de negocio estimado; el cobro directo era así sustituido por una 
estimación fiscal, con lo que se simplificaba el procedimiento de recauda­
ción, y se reducía el número de personas que era necesario emplear en ello. 
El reparto hecho sobre la base del 14 % de gravamen, resultó de imposible 
cobro, reduciéndose en 1708 el tipo al 5 %, y efectuándose nuevo reparto 
sobre este porcentaje. Como hemos apuntado en el capítulo anterior, fue­
ron generales los Memoriales de ciudades y pueblos pidiendo la exención 
total o reducción de este impuesto. El escaso rendimiento de la Alcabala, y 
los Memoriales de los concejos, llevaron a la suspensión temporal de la 
percepción de este impuesto, que fue tácitamente prorrogada, produciendo 
el efecto de una suspensión definitiva.14* 

El Papel Sellado comenzó a aplicarse en 1708, casi un año después de 
su establecimiento. Fue desde entonces una renta regular, pero represen­
tando una reducida aportación de 40.000 reales de plata doble, al total de 
2.857.624 reales de plata doble (X 1,87 = 5.343.757 reales de vellón), que se 
estima fueron los ingresos brutos de Aragón a la Corona en ese año.147 

Las aportaciones fiscales significativas vinieron de las rentas eclesiásti­
cas, y sobre todo de las Confiscaciones y de la Contribución militar; esta 
última supuso en 1707 un gravamen de 8.567.940 reales de vellón, y de 
9.442.980 reales de vellón en 1708. En 1709, suspendida la Alcabala, se 
elevó a una cifra que (¿AMEN estima situada alrededor de los 12.000.000 
reales de vellón, y manteniéndose en estos términos exorbitantes hasta el 
final de la guerra. 

Con certeza en 1716, y probablemente ya desde 1714, se introduce con 
el nombre de Única Contribución una cantidad fija que correspondía a las 
estimaciones de lo que rentarían en Aragón los impuestos castellanos. En 
1716 se señaló la cantidad de 8.000.000 de reales de vellón, como el produc-

'** En este punto son diferentes las opiniones de KAMUS. Henry. IJ¡ Guerra de Sucesión en España, 
/70U-I7IÍ. Barcelona. Grijalbo. 1974 (I.' edición castellana; traducción de Fnriquc de OURTOON. sobre 
ta primera edición inglesa de 1969). página 380. y la de ARIOI A, Migtiel. IM Hacienda del Antiguo 
Régimen. Madrid. Alianza Editorial, I9H2. p. 234. siendo la opinión de éste la más aceptada. 

141 KAMIM, Hcnrv, La Guerra de Sucesión en España. t7lH)-l7l5. Barcelona, Grijalbo, 1974 [I,* 
edición castellana; traducción de Enrique de OBREGÓN. sobre la primera edición inglesa de 1969). 
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to estimado de aplicar los impuestos ordinarios castellanos en Aragón. Esta 
cantidad fija era repartida entre los Corregimientos según el número de 
habitantes útiles. En 1717 se realizó un censo a efectos del reparto de la 
Única Contribución, resultando que sólo 48.275 de los aragoneses eran ve­
cinos útiles (no pobres, ni exentos), correspondiendo una cuota teórica de 
165,71 reales de vellón por vecino útil, en concepto de Única Contribución. 
El importe total de la Única Contribución en Aragón se redujo en 1715 a 
5.000.000 reales de vellón, en lugar de los 8.000.000 reales de vellón hasta 
entonces señalados; a pesar de la importante reducción, suponía todavía 
una cuota de 111,86 reales de vellón por vecino útil, si tomamos como 
buena la cifra de 44.696 vecinos útiles dada por un censo de 1718 (ASSO); 
o una cuota de 103,57 reales de vellón por vecino útil, si la repartimos entre 
la cifra de 47.645 habitantes útiles dada por el censo de 1717. 

La Única Contribución supuso un avance relativo; con su introducción 
disminuyó la importancia de los impuestos extraordinarios c irregulares, en 
favor de los ordinarios y regulares. Pero era todavia una figura arcaica, 
diseñada para ser aplicada por una administración, recaudación y gestión 
tributarias igualmente obsoletas, y basando su reparto en censos de escasa 
Habilidad, lo cual incrementaba la sensación de injusticia que rodeó a la 
Única Contribución desde su implantación. 

Característica común a ambas etapas es la intensidad de la presión 
fiscal. Los Memoriales a que hemos aludido en el apartado anterior pedían 
una exención tributaria total o parcial de todos o alguno de los tributos. 
Gran parte de estos Memoriales fueron atendidos, siendo importante el 
número de localidades y personas que obtuvieron ventajas fiscales; todavía 
no disponemos de cifras sobre la incidencia exacta de estas exenciones so­
bre el total de la recaudación, pero debió de ser frecuente la exención del 
pago de alcabala y de media anata. 

Si la cifra a recaudar era fijada con antelación, pero el número de 
contribuyentes se reducía de manera sustancial, la presión Fiscal relativa a 
soportar por cada uno de los vecinos útiles que permanecieran obligados al 
pago se incrementaría hasta alcanzar niveles insostenibles. En la documen­
tación de la Sala del Real Acuerdo, encontramos las secuelas de este fenó­
meno: hasta aproximadamente 1735 son constantes los Memoriales de luga­
res, villas y ciudades en que, por uno y otro motivo, se reflejan las cuentas 
del concejo, poniéndose de manifiesto la profunda descapitalización de los 
municipios; para hacer frente a esta situación serán habituales las ventas y 
enajenaciones de bienes de propios, y la transferencia del dominio o del 
aprovechamiento de otras fuentes de ingresos municipales. Probablemente 
algún día, cuando se haga la necesaria historia de este periodo de Aragón, 
queden patentes los efectos perjudiciales de la Nueva Planta sobre la eco­
nomía del Reino de Aragón. 

El Real Decreto de 29 de julio de 1707 abrió la puerta a los privilegios; 
la pretendida unificación que se implantaba con los Decretos de Nueva Planta 
se desvaneció: persistieron situaciones de privilegio jurisdiccional, regí­
menes municipales especiales para aquellas localidades que habían sido fie­
les a Felipe V. situaciones fiscales de privilegio, etc. Felipe V tuvo que 
sacrificar su idea de unidad para no perder la guerra. 
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3. La administración de guerra, primer intento de reorganización de las 
instituciones del Estado. 

Los dos grandes ejes de la reforma emprendida en 1707 fueron la susti­
tución del liberalismo estamental de base pacticia por el autoritarismo insti­
tucional, y el incremento de la aportación fiscal del Reino de Aragón. 

La concepción paccionada del poder que entonces se erradica impreg­
naba el sistema impositivo, lo mismo que la organización de los medios del 
Estado; era por ello urgente desmantelar las instituciones aragonesas histó­
ricas de base pacticia, para consolidar en la realidad la supresión nominal 
de las referencias a la limitación del poder del rey. Una reforma como ésta, 
de contenido exclusivamente político-estratégico, prestaba mucha mayor 
atención a la aniquilación de las instituciones que a la eficacia de su susti­
tución por otras de corte castellano; por este motivo, tal renovación se 
realiza de forma parcial, desigual y tardía, dejando amplios márgenes a la 
improvisación. El contenido derogatorio de las normas promulgadas en 
1707 es, en esta materia, claro y reiterativo; pero su parte ordinatoria es 
genérica e imprecisa. La idea directriz (asimilación al modelo castellano) se 
concreta normalmente sólo en respuesta a los requerimientos de institucio­
nes concretas de un lugar, que piden mayores detalles sobre cómo se han de 
organizar; sucede entonces que la mayor diligencia de una institución de­
terminada le permite organizarse al modo castellano, mientras que, por su 
menor «prisa», otras instituciones de ese lugar, o la misma institución de 
otra localidad, siguen todavia organizadas según el modelo aragonés del s. 
XVII. En concreto, las instituciones que con mayor rapidez adoptan la 
nueva organización son los altos cargos de la Cnancillería, y la cúpula ad­
ministrativa de los Corregimientos y Ayuntamientos; durante un proceso 
que se extiende hasta 1709. se irán completando con los oficios inferiores y 
subalternos. En un sentido parecido, los lugares que antes reciben la nueva 
normativa son los cabeza de Corregimiento, cuya nueva estructura munici­
pal fundamental está perfilada en 1708; en el otro extremo, tenemos noticia 
de aldeas y lugares que todavía en 1711 no habían cambiado su organi­
zación.UR 

a) La eliminación de las instituciones /orales de mayor contenido 
ideológica. 

La reorganización administrativa que se emprende en 1707 va a tratar 
de forma distinta a las instituciones aragonesas, según éstas incorporen o 
no la idea de limitación al poder real. 

141 Archivo de la Diputación Provincial de Zaragoza. Papeles diversos del Principe Tserclaes de 
71W (1711-1712), ms. 624. 

En este volumen se reflejan las principales situaciones de excepción a la unificación de jurisdiccio­
nes. Son casos abundantes, localizados de forma especialmente intensa en lomo a posesiones de Orde­
nes Militares. 
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Las Cortes del Reino, la Diputación o el Tribunal del Justicia Mayor 
habían perdido funcionalidad a lo largo de los siglos XVI y XVII; se trata­
ba de instituciones que tuvieron razón de ser mientras la relación de fuerzas 
sociales en el Reino de Aragón era parecida a la existente en el momento en 
que fueron creadas. Pero a pesar de esta notoria pérdida de efectividad, su 
presencia (aunque anacrónica) suponía todavía una traba al ejercicio auto­
ritario del poder. 

En relación con ello, se produce durante estos siglos XVI y XVII un 
auge progresivo de la importancia de instituciones representantes del Rev 
(Gobernación General, Virreinato, Real Audiencia), que aceleró la decaden­
cia de las instituciones del Reino. Las Cortes de Aragón se reúnen sólo 
cuatro veces a lo largo del s. XVII, i iq apreciándose a simple vista la pérdida 
de importancia como órgano legislativo;15" el Justicia Mayor pierde signifi­
cado político al dejar de ser cargo vitalicio, y prestigio, con ocasión de su 
ineficacia ante las constantes alteraciones del orden público sufridas en 
Aragón.151 

La composición de las Cortes de Aragón imposibilita que salga de 
éstas la necesaria reforma de la administración foral; con ello deja pasar el 
Reino la posibilidad histórica de conservar sus privilegios, haciéndolos 
compatibles con la inevitable modernización de la sociedad. La reforma 
punitiva impuesta por Felipe V se nutre de este amplio grupo de aragoneses 
descontentos con una administración foral momificada, de la que son sis­
temáticamente marginados.152 Son, pues, muchos los factores que juegan en 
este punto a favor del Rey, permitiéndole aniquilar, con relativa facilidad, 
las instituciones que mayores incomodidades habían causado a sus antece­
sores en el trono. 

b) La jerarquización de los órganos depositarios de la jurisdicción real 

Eliminada la traba de la administración toral más polémica, debe pro­
ceder el monarca a una nueva configuración de las instituciones, cuyas lí­
neas principales vendrán definidas por tres parámetros: 

1) La consolidación administrativa de los triunfos militares. 
2) La necesaria adecuación a la nueva estructura impositiva. 
3) El reforzamiento del criterio de designación en el nombramiento de 

los cargos. 
Los esfuerzos reformadores se centran en la Cnancillería y en la estruc­

tura corregimental. 

'" Barbastro-Calatayud. 1626. Zaragoza. 1646. Zaragoza. 1678. Zaragoza, 16X6 
!*• LAUNDI ABAIrtA, Jesús, Vida judicial y administrativa en el Aragón harroeo. en «Anuario de 

H&oriadcl Derecho español... Madrid, 1981. pp. 419-521. Kn especial, pp. 484-488. 
I«C<H,AS LAKIKRI .Gregorio: SAI AS AI SINS, José Antonio. Angón >-n el siglo Vi/. Alteraciones 

sociales y conflictos políticas. Zaragoza. Departamento de Hisioria Moderna, 1982. Cap. 3.2.3.I., pp. 
577-583.' . . . . . . . . . . . 

'«ColAS I.AIORKI, Gregorio; S\l \s AI'SINS. José Amonio. Aragón en el stftlo \ l /. Alteraciones 
sociales y conflictos políticos. Zaragoza. Departamento de Hisioria Moderna. 1982. Cap. 3.2.4., en 
especial, p. 585. 
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1.8) La difícil viabilidad de la reforma de la Administración superior de 
juticia según el modelo de Cnancillería. 

Normalmente, el término Decretos de Nueva Planta se asocia con el 
final del ordenamiento jurídico público aragonés, sustituido por el castella­
no, como requisito y consecuencia al mismo tiempo del refor/.amicnto de la 
autoridad del Rey. Esta afirmación es, en sus líneas generales, exacta; pero 
pensar que una escueta declaración de la voluntad real de sustituir un 
ordenamiento por otro extranjero, es suficiente para su efectivo cumpli­
miento, supondría atribuir al monarca facultades taumatúrgicas que no se 
le conocen. Una norma revolucionaria, como el Real Decreto de 29 de 
junio de 1707, respalda por toda la autoridad y poder de Felipe V y sus 
ejércitos, debía ser desarrollada por disposiciones detalladas y, sobre todo, 
aplicada por personas fieles: en el mundo del derecho, toda norma es letra 
muerta hasta que la sociedad no la recibe, y esto no sucede mientras no se 
sabe que, en caso de conflicto, la autoridad, administrativa o judicialmente, 
la aplicará en sus decisiones. Por todo esto, no es de extrañar que en el 
texto del Real Decreto de 29 de junio de 1707 se detalle únicamente la 
creación de una nueva Audiencia, organizada al estilo castellano; presen­
tando esta reforma como el lógico desarrollo de la nueva voluntad del Rey: 
la reforma de los tribunales es la necesaria condición para la eficacia de la 
nueva organización del Estado. 

Los Reales Decretos de 29 de junio y 29 de julio de 1707, a los que he 
llamado normas de instauración, no responden (por su carácter político) a 
los problemas técnicos que surgen para su aplicación; se publican estas 
normas, una parte de cuyo contenido se dedica a la creación en Aragón de 
una Cnancillería según el modelo castellano, pero sin prever que la magni­
tud de los problemas de adaptación de las Ordenanzas castellanas al Reino 
de Aragón determinarán la crisis del modelo. Creo innecesario insistir aquí 
sobre la importancia que, en todas las áreas del ordenamiento jurídico, 
tienen las normas de desarrollo, máxime cuando los decretos de referencia 
son tan parcos en detalles. Pero es que esta importancia, generalmente re­
conocida, se acrecienta en el caso concreto de la creación de la nueva 
Cnancillería, por las circunstancias que la rodean: mutación traumática del 
ordenamiento sustantivo y, simultáneamente, de la organización del tribu­
nal encargado de aplicarlo. 

Pero aun dando por supuesto que la organización de la Cnancillería 
hubiese sido viable con el solo recurso al texto del Real Decreto de 29 de 
junio de 1707 y de las normas a que éste remite, quedarían todavía tres 
grandes problemas por resolver para hacer mínimamente eficaz la citada 
norma: 

1) El primero es conocer, en la propia sede de la Cnancillería, no sólo 
las Leyes y Ordenanzas de las de Valladolid y Granada, sino también sus 
práctica y estilo que. por definición, no están recogidas por el legislador. 

2) El segundo, que se acumula al anterior, es la difusión de Leyes, 
Ordenanzas, práctica y estilo por todos los lugares y Villas del Reino, para 
que se adapten las justicias ordinarias a la nueva planta del tribunal de 
apelación. 
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3) Por último, atendiendo a la mucha duración de los pleitos, se plan­
tean cuestiones de derecho transitorio para aquéllos ya incoados y que se 
encuentran en las diferentes fases del proceso. 

Los problemas planteados por el conocimiento y difusión de la legisla­
ción son comunicados a Felipe V, quien se hace eco de ellos en una Carta 
de 10 de septiembre de I707.15' de la que se tiene noticia en Zaragoza el día 
12 de los mismos mes y año. La cuestión del conocimiento de la práctica y 
estilo debió de solventarse con el recurso a la obra que el escribano de Valla-
dolid Manuel FERNáNDEZ DE AYALA AULESTIA había hecho pública en 
1667, única en la que se recogen estos extremos y que. por su orientación 
práctica, resultaría de fácil conocimiento; su importancia en la administra­
ción de justicia en la Chancillería y en la Audiencia de Aragón queda de 
manifiesto por la edición revisada que de ella hizo uno de los miembros 
más relevantes de ésta, José LUYANDO, y que fue editada en Zaragoza en 
1733.'" 

Las reglas de derecho transitorio contenidas en la citada Carta de Feli­
pe V giran en torno al poco exacto concepto de la «incoación» del proceso: 
¿en qué momento procesal entiende S.M. que una causa está incoada? La 
Carta Real contrapone proceso incoado l í? a proceso que de nuevo se in­
coare, según lo cual se entendería que un proceso estaba incoado desde el 
mismo instante de la interposición de demanda; aplicando este criterio de 
distinción, la incoación, o el comienzo «ex novo» 15* de la causa, o pleito, 
decide que los ya incoados «prosigan según los Fueros, practica y estilo de 
este Reyno». Parece claro que hasta el momento de la primera resolución 
del Tribunal se aplica el derecho sustantivo y procedimental de los Fue­
ros;157 no así en lo organizativo de los tribunales, por cuanto no se prevé la 
supervivencia temporal de las antiguas cortes de justicia del Reino de Ara­
gón, sino todo lo contrario. 

¿Qué sucede cuando no se trata de abrir una nueva causa, sino de 
recurrir una decisión del tribunal?, ¿que derecho sustantivo, qué derecho 
procedimental rige los recursos? Sólo si entendemos los términos «causas» y 
«pleytos» en sentido amplio, considerando que el pleito interpuesto 
recurriendo a la decisión del tribunal inferior sigue siendo el mismo pleito 
«ya incoado», se aplicarían los Fueros; si por el contrario interpretamos 

'"•'' Caria de S.M. I'helipc I . en que M dan normas tic derecho transitorio. En Archivo Municipal 
de Zaragoza, Registro de Actos Comunes. año 1707, I. IUK. 

154 Fu tvwni - / ni AVAIA A I I I N I I A . Manuel. Practica i formularia de la Real (hancilleria Je 
Vatlatloiitt que recogió v compuso luniamenie con una breve y clara instrucción del modo ite proceder 
en COlues Crimínales, por don Josep de IA \A\liO, Agente fiscal, civil y criminal de la Real Audiencia. 
Zaragoza. 1733 (dos vols. en un lomo). 

Esta obra es una revisión de la de Manuel FERNANDEZ 1)1 AYAI A AlítESTIA. Practica y formulario 
de la Real Cliamilleria de l'alladolid que recogió y campuso... Valladolid. Josep de Rueda. IM>7. Esta 
revisión pune de manifiesto cómo en la fecha tardía de 1733. sigue siendo muy utilizado el libro, más 
accesible y práctico que las Ordenanzas de las Cnancillerías, y de la Audiencia de Sevilla, 

•" Cuando dice «...en los ya inchoados, los prosigan según los Fueros...» 
«...procedan en todas las causas, y Pleytos civiles, y criminales, que de nuevo se comencaren en sus 
Audiencias, y .1 u/gados.,.». 

•*• Que asi creo debe entenderse l.i expresión tét nuevo*, y no en sentido de repetición. 
W Incluyendo. DO! tanto, sentencias y autos resolutorios. 
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que la interposición de recurso supone la incoación de un nuevo pleito o 
causa, se aplicarían las Leyes de Castilla. No conocemos la solución exacta 
que se dio a este problema,ISK pero podemos adelantar que la forma habi­
tual de entender los términos «pleito» y «causa» es, en esa época, la amplia, 
reseñada en primer lugar; así lo acreditan la doctrina l59 y. con mayor segu­
ridad, el tenor literal que los formularios procesales de la época ofrecen 
para las peticiones de apelación: en ellos se habla siempre de «venir un 
pleito en apelación»,""0 «traer el dicho pleyto»,1*1 términos que inclinan el 
dilema a favor de la interpretación amplia, que determinaría que los pleitos 
en apelación siguiesen sustanciándose y conociéndose conforme a los 
Fueros. 

Esta Carta de Felipe V, en lo referido a derecho transitorio, deja sin 
responder la cuestión de a partir de qué momento deban entenderse aplica­
bles las reglas en ella contenidas; o lo que es lo mismo, si la Carta tiene sólo 
valor de interpretación del Real Decreto de 29 de junio de 1707, y a esta 
fecha deben retrotraerse además con rango normativo, y producir efectos 
sólo a partir de su publicación, por cuanto añade elementos nuevos al de­
creto de junio, que no seria justo retrotraer. Creo que puede prevalecer la 
segunda solución (efectos sólo a partir de 10 de septiembre; no retroacti­
vos), de acuerdo con los argumentos siguientes: 

a) En primer lugar, la administración superior de justicia estaba para­
lizada en espera de que se aclarasen los confusos términos de los Decretos 
de 29 de junio y 29 de julio de 1707. Así lo recoge el mismo Felipe V: 

«...y que las dichas Justicias prosiguiesen todas las causas que estavan 
inchoadas, para que se escusasc la dilación...» 

b) Igualmente sabemos que el Rey escribe, entre otras razones, porque 
tiene noticia de que en las cabezas de corregimiento, y con mayor motivo 
en el resto de lugares y villas, no se conocen los Reales Decretos de junio y 
julio de 1707, y los procesos se siguen sustanciando y conociendo como 
hasta entonces se acostumbraba, de lo cual deducimos que: 

— La publicidad de las normas había sido muy deficiente. 
— A diferencia de la paralización judicial que se había observado en 

la Cnancillería, las justicias inferiores habían seguido administrando justicia: 
en septiembre de 1707 (fecha de la Carta del Rey) serían numerosas las 
causas incoadas con posterioridad a 29 de junio, en las que se seguían apli­
cando Fueros de Aragón. 

"" Por una penuria documental sobre la ¿poca, de la que apenas se conservan algunas noticias en 
Tordos del Archivo Histórico Provincial de Zaragoza, sección Audiencia, Archivo de la Diputación 
Provincial de Zaragoza. Biblioteca del Seminario de San Carlos, y Biblioteca Universitaria de 
Zaragoza. 

'** Como ejemplo de procesalistas. aunque no exactamente coincidcntcs con la época de este traba­
jo: Pedro MOLINOS. Francisco de CARRASCO, Juan Francisco LA RIPA. ele. 

i*" FERNANDEZ DE AYALA AUI.ESTIA, Manuel. Practica y formulario de la Real Chancilteria de 
Valtadolid que recogió y compuso juntamente con una breve y clara instrucción de! modo de proceder 
en causas crimínate!, por don Josep de LUVASHO. Agente fiscal civil y criminal de la Real Audiencia. 
Zaragoza, 1733 (dos vols. en un lomo), libro 2. f. Iv. 

"•' Ibídem. libro 2. f. Iv-2r, 
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Si el monarca conoce esto, y su voluntad hubiera sido que las reglas 
contenidas en su Carta fuesen aplicadas con efectos de 29 de junio de 1707. 
debería necesariamente haber declarado como nulas las causas incoadas con 
posterioridad a esta fecha en las que, a pesar de su voluntad, seguían apli­
cándose Fueros de Aragón, medida que no adopta.162 

Vemos, pues, que el Real Decreto de 29 de junio de 1707. por si, no es 
suficiente para alterar los usos jurídicos, y cómo, por sus deficiencias técni­
cas, se produce o la paralización de la justicia, o la aplicación del formal­
mente abolido ordenamiento aragonés. Parece que el cambio de ordena­
miento sólo se verifica a partir de 12 de septiembre de 1707. en que la 
Cnancillería remite copias del Auto que acuerda, intimando al cumplimien­
to exacto de la nueva normativa, notificándoselo a los Corregidores y esta­
bleciendo sanción de cien escudos y. accesoriamente, la pérdida de la mer­
ced de la Chancillería. en caso de contravenir lo mandado. 

Además del genérico exacto cumplimiento de las Leyes de Castilla, en 
los términos expresados supra, la Carta de Felipe V, y posterior acuerdo de 
la Chancillería de Zaragoza,"'1 insisten especialmente en el uso del papel 
sellado en todos los pleitos que de nuevo se substanciaren, los Instrumentos 
públicos que de nuevo se otorgaren, y en las compulsas de Protocolos e 
Instrumentos «antes de aora otorgados».IM 

Por fin, una cuestión de suma importancia sigue sin resolver: ¿en qué 
situación quedan las actuaciones hechas por, y ante, las gentes del Archi­
duque? Sabemos que en Valencia, por una durísima Real Cédula de 
I707.",fi se declaran como regla general por nulas y de ningún valor todas 
las sentencias, provisiones, autos y decretos dados por los miembros de la 
Audiencia del Archiduque «con notorio defecto de jurisdicción». Las pro­
banzas reciben distinto tratamiento según que los pleitos se hayan seguido 
contra personas presentes (en cuyo caso conservan valor), o personas fieles 
a Felipe V ausentes de la ciudad y del Reino (en cuyo caso se declara su 
nulidad radical). En Aragón no se conoce que fuese promulgada una nor­
ma de este contenido y, aunque caben sorpresas, creo que hubiese quedado 
reflejada en las Actas del Ayuntamiento por su interés general,166 o hubiese 
sido recogida por cronistas, especialmente por el Conde de ROBRES, que, 
siendo austracista, se muestra especialmente crítico hacia normas de este 
tipo, enjuiciando con dureza una disposición similar del Archiduque167 res-

'": Porque lo que de ninguna manera puede pensarse es que la decisión real se aplícase en Zarago/u 
desde 29 de junio, que ya se conocía, y en el resto del Reino desde 12 de septiembre, en que comen/ó a 
conocerse. 

"•' Instrucción Je la Chancillería de Zaragoza, sohre el uso del papel sellado. Archivo Municipal'dc 
Zaragoza, Registro de Actos comunes, año 1707, f. I99r. 

IM Vemos cómo parece deducirse del termino «ahora», que los efectos de la Carla de S.M. se 
producen a partir de 12 de septiembre, también en lo referente al uso del papel sellado. 

"* PgSI t. Mariano. La creación Je la Chancillería Je latericia y su reJucción a Audiencia en los 
años de la Nueva Planta, en Esludios de Historia de Valencia. Valencia. I97S, pp. 309-Í34; pp, J | 9 . 
según original conservado el Libro de Real Acuerdo, Valencia. 1710. fl. 164 ss. 

164 Como han quedado muchas otras similares. 
•»7 La obra de LOr-r/ m Mi NDOZA Y PONS, Agustín. Conde de RoHkrs. Memorias para la historia 

de las guerras civiles Je España, Jes Je la muerte Je Jon Carlos II. que sucedió en primero Je noviembre 
de 1700. hasta 1708 (prólogo de Baldomcro MEDIANO ¥ Rrt / ) . Zaragoza. Diputación Provincial (Bi­
blioteca de escritores aragoneses, tomo IV). 1882. tiene la ventaja de la inmediatez de sus noticias, y de 
apartarse del tono vacio de otros cronistas. 
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pecto de las actuaciones de los oficiales borbónicos,168 y no parece probable 
que hubiese dejado de hacer constar una disposición de este tipo promul­
gada por Felipe V, quien le inspira pocas simpatías. 

En resumen, las normas de instauración, políticas, tienen un mínimo 
desarrollo en las cuestiones proccdimentales, y nada dicen específicamente 
de la organización de la Cnancillería de Aragón, a la que. por muy diferen­
tes circunstancias técnicas, no resulta apropiada la trasposición en bloque 
de unas Ordenanzas de Chancillerías pensadas para ámbitos territoriales 
mucho más amplios, con mapas jurisdiccionales diferentes y un alto rango 
que Felipe V no quiere trasladar, en todas sus consecuencias, a la Cnanci­
llería de Aragón. 

Este grupo de normas tiene su momento de crisis, en que su coherencia 
jurídica y conveniencia política deben acreditarse: es el momento de la efec­
tiva organización de una Cnancillería que sea capaz de desarrollar eficaz­
mente sus funciones a través de las competencias y jurisdicción que le son 
atribuidas.1^ 

A diferencia de lo que sucederá en 1711, cuando se reciba el modelo de 
la Audiencia de Sevilla, no hay en 1707 normas especiales de interpretación 
del Real Decreto de 29 de junio, la cual se realiza mediante las reglas gene­
rales de interpretación, recogidas en el ordenamiento castellano, y por vía 
de hecho (al dejar de utilizar alguna de las posibilidades atribuidas por las 
Ordenanzas a las Chancillerías). 

Tanto la Chancillería de Granada como la de Valladolid eran tribu­
nales que. por razón de su prestigio, asumían, además de las funciones 
inslitucionalmente típicas de una Chancillería, competencias que no les 
eran propias; por este carácter espontáneo, las competencias no propias 
asumidas por la Chancillería de Valladolid no son idénticas a las asumidas 
por la de Granada. Este fenómeno de atracción de competencias dificulta la 
recepción de las Ordenanzas de Chancillerías en Aragón; en mi opinión, 
serian de recibo en Aragón únicamente aquellas de las Ordenanzas de 
Chancillerías que regulan actuaciones típicas de estos tribunales, y no aque­
llas otras que se ocupan de materias asumidas accidentalmente por alguna 
o ambas de las dos Chancillerías. En caso de que la regulación prevista en 
una y otra Chancillería para alguno de los temas en que el tribunal de 
Aragón debía adoptar su modelo, queda sin resolver cuál de ambas regula­
ciones {la de Granada o Valladolid) debe aplicarse en estos casos de duda. 
En la práctica, es presumible que fuera la norma dada para Valladolid la 
que prevaleciera; a ello contribuiría el mayor conocimiento que de este tri­
bunal se tenía gracias a la obra de Manuel FKRNáNDEZDE AYALA AUI.ESTIA. 

En muchas otras ocasiones, las dificultades de la adecuación de las 
Ordenanzas de Chancillerías al tribunal de Aragón se resolvieron por vía de 

"'" l.rti'l-/. tn MrNl>o/A V Po*s, Aguslin, Conde de RoHRis. Memorias para la historia cíe las 
guerras civiles ¡le España, desde la muerte de don Carlos II. t¡ue sucedió en primero de noviembre de 
1700, hasta I70H (prólogo de Baldomcro MEDIANO v Rui/). Zarago/a. Diputación Provincial (Bibliote­
ca de escritores aragoneses, lomo IV), IK82, p. 376. 

"" Deben distinguirte, dentro de los limites del derecho de lu ¿poca, los términos: jurisdicción, 
competencia, facultades y (unciones; usados con demasiada frecuencia como sinónimos en estudios 
actuales sobre instituciones históricas. 
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hecho. Un ejemplo significativo es la reducción del número de Oidores: de 
los dieciséis previstos para las Chancillerias, sólo llegan a nombrarse en 
Aragón ocho, número este más proporcionado al ámbito territorial a que 
se exitende la jurisdicción de la Chancillería de Aragón, como puede verse 
en el mapa que a continuación se inserta: 

COMPETENCIA TERRITORIAL DÉLOS TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA: 

1. Audiencia de Galicia. 
2. Consejo Real de Navarra. 
3. Audiencia de Aragón-Chancillería. 
4. Audiencia de Cataluña. 
5. CHA NCILLERIA DE VALLA DOLID. 
6. Audiencia de Valencia-Chancilleria. 
7. CHA NCILLERIA DE GRANADA. 
8. Audiencia de Sevilla. 
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Vemos en él que, en la Cnancillería, como en todo órgano superior de 
administración de justicia, se superponen dos parámetros: 

1) competencia material atribuida 
2) actividad desarrollada, distinguiendo especialmente aquella deci­

soria de las otras que no suponen decisión del asunto principal.170 

Desde este primer punto de vista, en la Cnancillería de Zaragoza, y las 
que le sirven de modelo, se distinguen las competencias específicas de Can­
cillería, de las competencias de naturaleza jurisdicente, sean éstas de juris­
dicción gubernativa, o de jurisdicción contenciosa, y dentro de ésta, civil o 
criminal. 

La jurisdicción, competencia y facultades atribuidas a la Chancillería o 
sus elementos integrantes, pueden ejercerse de forma individual o colegia­
da. Este esquema abstracto se concreta legalmente en la distribución de los 
asuntos o en Salas u Oficios: mientras que los Oficios son desempeñados 
por una sola persona (aunque puedan existir varios Oficios, y por ende 
personas que conozcan de la misma forma de asuntos de la misma natura­
leza), las Salas son, por definición, colegiadas, concurriendo en ellas varios 
Oficios (los cuales conocen sustancialmente de la misma forma el mismo 
asunto).171 

Como vemos, se agrupan en Salas los Oficios cuya principal compe­
tencia es de naturaleza jurisdicente; actúan individualmente el resto de Ofi­
cios, y los anteriores cuando desarrollen competencias no jurisdicentcs.172 

2.5) La desigual y asincrónica implantación del modelo municipal 
castellano en el Reino de Aragón 

El último bloque de materias nominalmente reformadas por Felipe V 
en Aragón, desde el año 1707, es el que comprende el modo de organizarse 
y regirse los municipios e instituciones supramunicipales de gobierno. 

Tanto en el decreto de instauración, como en el de instrumentación, se 
ordena sea adoptado el modelo castellano: municipios, regimientos y corre­
gimientos. Pero, a estas alturas del presente trabajo, no debemos sorpren­
dernos al constatar que la adopción de este modelo en Aragón es muy 
irregular en el espacio y en el tiempo; siendo precisamente la actitud de 
tolerancia hacia las jurisdicciones señoriales el principal factor distorsiona-
dor de este punto de la reforma borbónica. 

Sobre el escaso conocimiento m que de este proceso tenemos hoy — 

"" El cruce de estos dos parámetros tiene unas grandes consecuencias sociales, al definir grupos de 
élite de mayor o menor rango. 

171 Aunque accidentalmente, y sólo en la fase de formación de juicio, pueda hacerse un reparto de 
trabajo: en lodo caso, la emisión de la decisión equipara a todo oficio integrante esencial de la Sata. 

, ; Fslos criterios son generalmente constatados en el derecho histórico español y comparado, 
'" El conocimiento global de la historia de Aragón se va completando en los últimos años. De las 

obras de conjunto, destacaré para este tema el estudio de ti mi t<> ARTTTA, Antonio, Divisiones adminis­
trativa». Tercer volumen de la historia de Aragón. Zarago/a. Anubar, I98.V 
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apenas sabemos de su desarrollo en Zaragoza ,74 y Barbastro ,7S—, pode­
mos hacer las siguientes consideraciones: 

En Ayuntamiento de Zaragoza de 22 de diciembre de 1707, se reciben y 
acatan tres Reales Ordenes, en virtud de las cuales se nombran los veinti­
cuatro regidores que han de componer el Ayuntamiento176; se reitera que 
éste acomodará su gobierno, jurisdicción y actuaciones a la normativa cas­
tellana l77, y se nombra a don Juan Gerónimo de Blancas corregidor de 
Zaragoza m ; por hallarse éste prisionero en Barcelona, detentará tempo­
ralmente su cargo el Conde de Montemar, como regidor más antiguo 
(además de Comandante militar) de Zaragoza. 

Durante 1708 se promulga legislación sobre los tenientes de corregi­
dor, contador mayor, alguacil mayor, y otros oficios inferiores, completán­
dose un cuadro del «Govierno Político» de las ciudades, que no sufrirá mo-

|7< ESCUDER, Juan Francisco; y GARCíS, Manuel Vicente. Recopilación de todas las cédulas y 
órdenes reates que desde el año I7ÜK se han dirigido a la Ciudad de Zaragoza, para el nuevo estableci­
miento de su gobierno, por ta magestad de el Rey Nuestro Señor D. Phetipe V (que Dios guarde) 
cohurdinadas y dadas a la estampa de orden de la misma Augusta Ciudad, por don Juan Francisco 
Escuder. y últimamente por don Manuel Vicente Garcés. Zaragoza. Imprenta Real, 1730. 

VILI.AI.BA, Diego Franco de. Compendio de las reales cédulas, dirigidas a la Ciudad de Zaragoza, 
desde el año 1707 a 1713. de orden de su limo. Ayuntamiento. Zaragoza, Pascual Bueno. 1713. 

WJ Gracias al trabajo de FEKNANMZ CUERVO. M.* Carmen, ñarbastro. 1700-1710. 
,T'1 Esci'DER. Juan Francisco; y GAKCÉ3, Manuel Vicente. Recopilación de todas tas cédulas y 

órdenes reales que desde el año 1708 se han dirigido a ta Ciudad de Zaragoza, para el nuevo estableci­
miento de su gobierno, por la magestad de el Rey Nuestro Señor I). Phetipe V (que Dios guarde) 
cohordinadas y dadas a la estampa de orden de la misma Augusta Ciudad, por don Juan Francisco 
Fscuder. y últimamente por don Manuel Vicente Carees. Zaragoza. Imprenta Real, 1730. titulo I «Del 
ayuntamiento, su gobierno y jurisdicción». Orden I. 

1,7 Ibidem, ubi: «...Teniendo resuelto se establezcan, observen, y guarden en essa Ciudad, y las 
demás de esse Keyno de Aragón, las Leyes. Estilos, Practica, y Gobierno Político, que en las demás de 
Castilla: he nombrado para el Ayuntamiento de essa de Zaragoza, veinte y quatro Regidores de las 
Personas mas aventajadas en prendas, fidelidad, zelo, y naturaleza; y porque es la primera vez, que 
dichos Regidores se estatuyen en essa Ciudad, he resuello, atendiendo al mayor lustre de ella (no 
obstante que en los Títulos Reales se expressa. que el Ayuntamiento les reciba el Juramento, y dé la 
possessión) que vos, por vuestra persona, recibáis el Juramento, y deis la possessión al Corregidor, y a 
los Regidores por esta vez tan solamente; porque mi voluntad es, que en adelante, a los Corregidores, y 
Regidores que yo eligiere, haya el mismo Ayuntamiento de tomarles el Juramento, y darles la 
possessión, siguiendo el estilo, que se observa en las Ciudades de Castilla: Y assi, os ordeno, y mando, 
que siéndoos presentados mis Reales Títulos, en que nombrare Corregidor, y Regidores, que han de 
componer el Ayuntamiento de essa Ciudad de Zaragoza, les admitáis, y recibáis el Juramento, que 
deben prestar, y que vos mismo les deis la possessión de sus. Empleos por esta vez tan solamente (como 
queda dicho). Y assi mismo os mando, deis las órdenes, y providencias, que juzgareis convenientes, para 
que cesse en essa Ciudad, desde luego, el gobierno, practica, y estilos, que hasta aquí ha havido, y se 
establezcan en ella, en todo, y por todo, los mismos que se observan, y guardan en las demás de estos 
Reynos de Castilla, sin diferencia alguna, como lo tengo resuello: que yo, para todo lo referido, y la 
anexo, y dependiente de ello, en qualquier manera, os doy con la presente el poder, y facultad, que se 
requiere, y es necessario, supliendo con el mismo tenor de la presente cualquier omission. u omissiones 
de cláusulas, que en ella se pueda notar, fiando de vuestra gran prudencia, dirección, y zelo, ejecutareis 
lodo lo referido al más puntual cumplimiento de dicha mi Real resolución, que en ello seré servido...» 

Se trata de una Orden de 15 de diciembre de 1707, dirigida por el Rey a don Pedro de Ursua. como 
Presídeme de la Cnancillería de Aragón. 

"* ESCUDER, Juan Francisco: y GARCES, Manuel Vicente. Recopilación de todas las cédulas y 
órdenes reales que desde el año 170S se han dirigido a la Ciudad de 7.aragoza. para el nuevo estableci­
miento de su gobierno, por la magestad de el Rey Nuestro Señor D. Phetipe V (que Dios guarde) 
cohordinadas y dadas a la estampa de orden de la misma Augusta Ciudad, por don Juan Francisco 
Escuder. y últimamente por don Manuel Vicente Garcés. Zaragoza. Imprenta Real, 1730. Título II «De 
el Corregidor», Ordenes I y 2. 
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difieaciones en 1711, y que sólo con Carlos III será objeto, bien entrado el 
siglo XVIII, de una intensa reforma.I7g 

Los problemas jurídicos planteados por la puesta en funcionamiento 
de estos oficios fueron menores que los originados en la Cnancillería, con­
tribuyendo a ello la lincalidad de la regulación de aquellas instituciones, la 
mayor facilidad para su conocimiento, la abundante producción doctrinal 
sobre el tema, y el que los conflictos más agudos que pudiesen encontrar 
regidores y corregidores, eran remitidos a la Chancillería para que ésta dic­
taminase la solución que a ellos debía darse, sin necesitar, normalmente, 
una respuesta de Madrid, que lardaría en llegar. 

La implantación efectiva de estos nuevos oficios fue escasa durante los 
años 1707-1710 por la presencia habitual de tropas en el Reino de Aragón, 
con ocasión de la cual se produce una general asunción de competencias 
por las autoridades militares, que administran la mayor parte de las mate­
rias que en situación de paz corresponderían al Corregidor. Cuando a par­
tir de 1711 disminuya esta militarización, la reforma está consolidada. 

En este momento, surgen problemas nacidos de las siguientes 
circunstancias: 

1) El modelo castellano que se recibe es, como sucede en la Chancille-
ría, un modelo teórico, ordenancista; diferente por tanto de los modelos 
municipales castellanos efectivos, formados durante un proceso secular. 

2) Este modelo ordenancista se mezclaría con elementos propios, no 
sólo del Reino de Aragón IK", sino de cada una de las áreas geográficas de 
éste. Hasta bien entrado el reinado de Felipe V, son constantes las actua­
ciones de la Sala de Real Acuerdo de la Audiencia de Aragón, o del propio 
Consejo de Castilla, en que se confirman, debaten o prohiben muchas de 
estas prácticas municipales anteriores a Felipe V. Zonas especialmente «in­
flictivas en este aspecto son los valles pirenaicos, adscritos contra natura a 
Jaca, y las zonas de jurisdicciones privilegiadas, o limítrofes con éstas. 

3) Conservación de un complejo mapa de jurisdicciones privilegiadas, 
heterogéneas entre sí, con prerrogativas en nombramientos de alcaldes y 
regidores. Tenemos conocimiento preciso de que estas especialidades se 
respetaron, al menos, en los siguientes casos: 

— Privilegio del Prior de la Iglesia del Santo Sepulcro de Calatayud 
para nombrar alcaldes y regidores de los lugares de esta iglesia.181 

— Privilegio de Monreal del Campo.1*2 

Privilegio del Cabildo en Calanda.183 

— Privilegio de Villarroya de la Sierra para nombrar sus propias per-

IT* Ibídcm, títulos II. III. IV, V. IX. XI. XIII, XIV y XV, principalmente. 
"° GON&U EZ ALONSO, Benjamín, Sobre el Estada y la Administración de la Cortina ele Castilla en 

el Anticuo Régimen, íJIS Comunidades de Castilla y oíros esludios. Madrid. Siglo XXI. 1981, PP. 
211-212. 

•*' Archivo de la Diputación Provincial de Zaragoza. Papeles diversos del Principe Tserclaes de 
Titli (17111712), ms. 624, f. fiv. 

1,1 Archivo de la Diputación Provincial de Zaragoza. Papeles diversos del Principe Tserclaes de 
Titli (17111712). ms. 624. f. 18. 

"> Archivo de la Diputación Provincial de Zaragoza. Papeles diversos del Principe Tserclaes de 
Titli (17111712¡. ms. 624, f. 25. 

83 



sonas para su gobierno; ésta es una gracia concedida por Felipe V en marzo 
de I708J84 

Privilegios de las Abadesas y Capítulo del Real Monasterio de la 
villa de Trasobares para nombrar alcaldes y regidores de Aguaron.185 

— Partido de Albarracín. 
— Partido de Alcañiz. 
Se plantearon conflictos intensos en: 
— Borja, con la Sagrada Religión de San Juan. 
— Las Encomiendas pertenecientes al Consejo de Ordenes, respecto 

de las que se establece que, en adelante, habrán de regirse con subordina­
ción a la Real Audiencia y al Consejo Real de Castilla.186 

4) Los trece corregimientos (Albarracín, Alcañiz, Barbastro, Benaba-
rrc, Borja, Calatayud. Cinco Villas, Daroca, Huesca, Jaca, Tarazona, Te­
ruel y Zaragoza) se diseñaron, como ha puesto de manifiesto UBIFTO "", 
«sobre un mapa», sin tener en cuenta la existencia de los términos munici­
pales. Fueron importantes los problemas deducidos de este modo de proce­
der «in vitro»: los ya señalados en los valles pirenaicos, que eran artificial­
mente subordinados a Jaca, sin tener en cuenta la imposibilidad física de 
acudir a esta ciudad en invierno desde alguno de ellos; además, en otras 
zonas, problemas de encuadramiento en jurisdicción real o de señorío, y 
por último de superposición de privilegios. 

Futuros estudios sobre este tema deberían, a mi entender, partir de 
eslas consideraciones, e incidir especialmente en él desde tres puntos de 
vista: 

a) Comparación de los modelos normativos castellano y aragonés, y 
cotejo de los mismos con la práctica municipal efectiva. 

b) Estudio de los medios empleados para acometer la reforma: 
— normativos 
— personales. Esta sería una de las cuestiones más reveladoras, tra­

tando de concretar si existió un relevo de élites y, en caso afirmativo, en 
qué sentido se produjo éste. 

c) Precaución ante la más que probable mezcla de elementos castella­
nos con elementos autóctonos del Reino de Aragón o, sobre todo, de algu­
nas zonas en concreto. 

1,4 Archivo de la Diputación Provincial de Zaragoza. Papeles diversos de! Principe Tserclaes de 
Tdli (171/1712). ms. 624. f. 29r. 

" , Archivo de la Diputación Provincial de Zaragoza. Papeles diversos del Principe Tserelaes de 
l'iil, II7III7I2). ms. 624. f. 30. 

' " Archivo de la Diputación Provincial de Zaragoza. Papeles diversos del Principe Tserelaes de 
Tilh 117111712). ms. 624, f. 70r. 

1,7 UBIETO ARTETA. Antonio. Divisiones administrativas. Tercer volumen de la Historia de Aragón. 
Zaragoza. Atiabar. 1983. p. 212. 
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CAPITULO II 

R E F O R M A TÉCNICA: LA NUEVA PLANTA (1711). 

A. VACIO NORMATIVO: LA REAL JUNTA DE GOBIERNO. 

El 20 de agosto tiene lugar en las afueras de Zaragoza un enfrenta-
micnto de consecuencias decisivas. La llamada Batalla de Zaragoza supone 
la victoria para las tropas del Archiduque, y para los borbónicos la pérdida, 
por segunda vez, de la cabeza del Reino de Aragón, y un segundo interreg­
no en que el éxodo de los partidarios de Felipe V vuelve a ser intenso. 

Son abundantísimas las noticias posteriores en las que esta fecha apa­
rece como el hito que divide en dos la Guerra de Sucesión en las tierras 
aragonesas. Los oficios públicos quedan, voluntaria o imperativamente, de­
siertos; las separaciones de sus respectivos cargos son masivas; las confisca­
ciones de bienes están a la orden del día. 

Es una época de la que apenas quedan otras huellas en los archivos de 
la ciudad que las referencias que, en años posteriores, se hagan a la remoción 
de oficios públicos llevada a cabo en estos días; esta escasez de noticias 
tiene varias explicaciones, que nos ayudan a comprender el alcance de la 
entrada de las tropas del Archiduque, por segunda y última vez, en Zarago­
za. La situación, respecto de 1706, es muy distinta: Zaragoza no es el obje­
tivo de un ataque, sino un punto en el que se encuentran los frentes contra­
puestos en su elástico ir y venir, según el estado de las fuerzas de uno y otro 
bando. No hay intención expresa de entrar en una Zaragoza que es fiel al 
Archiduque; ha sido el azar de la guerra el que ha llevado a las tropas a 
enfrentarse en sus afueras. 

Con esta mentalidad, fallan los caracteres que definen toda ocupación: 
predomina la sensación de provisionalidad; el Archiduque no trata de asen­
tar su causa en el Reino. Ya no hay grandes declaraciones en que se prome­
ta, «sub conditione», la conservación de los fueros y libertades; el Archidu­
que es consciente, después de los muchos cambios verificados a lo largo del 
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enfrentamiento, de que su situación es precaria; las tropas de Felipe V tam­
bién piensan que su definitiva victoria está cercana. No es de extrañar que. 
en este ambiente, las instituciones civiles no se pongan en funcionamiento; 
la administración de justicia no se organiza, se descompone en su nivel 
local más alto: en efecto, la entrada de las tropas del Archiduque se ve 
acompañada del éxodo de los miembros de la Chancillería a Alfaro. Nada 
sabemos a partir de este momento; parece improbable que funcionase en el 
exilio. 

Todo el mundo preveía que la situación no era estable; las victorias de 
Villaviciosa y Brihuega serian la corroboración de esta forma de pensar; 
militarmente, sus consecuencias son desastrosas, quedando el ejército del 
Archiduque desmembrado, siendo muy difícil que pudiera reorganizarse 
eficientemente. Habia que proceder a la «explotación del éxito»: Felipe V, 
en fecha de 10 de diciembre, dirige una carta a la ciudad de Zaragoza para 
que impida la retirada de las escasas fuerzas del ejército del Archiduque. 
¡Qué diferente el tono de esta misiva real!, de contenido eminentemente 
bélico, sin hacer referencia a ningún tipo de actuaciones políticas; el Rey se 
dirige a Zaragoza, haciéndose eco de sus propias victorias, destacando, al 
estilo de los historiadores griegos o romanos, la contundencia de la derrota. 
La Carta, y las noticias que llegan de las batallas, consiguen el efecto que se 
busca: se produce la fuga de los austracistas. calificada, algunos días des­
pués, como «notoria y precipitada fuga».188 

La huida de los austracistas deja, una vez más, vacías las instituciones 
principales. El gobierno político, económico y jurisdiccional, quedan en 
manos de la equidad, en la «buena concordia y unión de os ánimos de sus 
vezinos. en quien por derecho de gentes quedaba refundido el cuidado de 
cumplir con las atenciones y obligaciones de la ciudad».IK<Í 

Este espíritu de concordia debería subsistir unos meses, por cuanto las 
preocupaciones de la Guerra, que vivía sus momentos decisivos, no dejaban 
lugar a ocuparse de reorganizar el Estado, verdadera aspiración de Felipe V 
cuando resultase victorioso. 

Las primeras actuaciones del príncipe Tserclaes están fuertemente teñi­
das por las urgencias de la guerra. Se impone una economía de guerra. 
Tserclaes se ocupa del abasto de carbón;190 se militariza su distribución 
se intervienen sus precios: actuación ésta que, si bien hoy resulta habitual, 
era muy enérgica en el siglo XVIII, que acababa de comenzar. Buscaban 
principalmente la consolidación militar de la victoria: asestar un golpe de­
finitivo a las tropas del Archiduque, e impedir el rebrote de la oposición 
antiborbónica. 

El príncipe Tserclaes, Capitán General de los ejércitos, actúa en este 
momento como superior jerárquico de los gobiernos de lo politico. econó-

* Sumisión al Rey Felipe I", y cunas de ésie a la Ciudad de ¿aragoia (3I-XII-I7H)). Archivo 
Municipal de Zaragoza, Registro de Actos comunes, año 1711, r. 73, p.u.'v Ir a 5v. 

I M Ibídcm. comienzo del documento, p. Ir. 
IW Orden del Principe Tserclaes (9-1-1111). Archivo Municipal de Zarago/a. Registro de Actos 

comunes, año 1711. r 74. fols. 2Sv-29r. 
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mico y jurisdiccional. Quedan al margen, luera de su jurisdicción, única­
mente los eclesiásticos.1" 

La militarización de la economía tiene su reflejo en la de lo político y 
jurisdiccional. Una Orden del Marqués de Valdecañas está en el origen de 
esta configuración de emergencia del gobierno: el 31 de diciembre de 1710 
se crea, en virtud de ésta, la Junta de Gobierno:192 

«Habiéndose esta ciudad de Zaragoza restituido al justo y clemente do­
minio del Rey Nuestro Señor... y conviniendo al propio que de los caballeros 
de más lustre y distinción se elijan para que atiendan al gobierno de la ciu­
dad... nombro a Don Antonio Azlor, al Marqués de Ariño. a Don Joseph 
Kerrer, a Don Jospeh Virio, a Don Gaspar del Corral y a Don Pedro Sam-
per, para que representando toda la jurisdicción para ello necesaria, sirvan y 
ejerzan el gobierno político y económico de esta ciudad...» 

Al igual que en la Orden de Tserclaes, se trata de «abastecer de lo 
indispensable», si bien en otro plano diferente. 

Esta recién creada Real Junta de notables reúne lo político, económi­
co y jurisdiccional, con subordinación directa al príncipe Tserclaes de Tillí. 
Sus funciones son una mezca de todo ello, primando lo más urgente: la 
ruinosa situación económica. 

La composición de la Real Junta de Gobierno cambia ligeramente el 
día 13 de febrero de 1711. pasándola a componer: 

Don Antonio Azlor. 
Don Dionisio de Pomar, Marqués de Ariño. 
Don Joseph Ferrer de Valen/uela. 
Don Joseph Virto de Vera y Leonardo. 
Don Gaspar del Corral, 

faltando Don Pedro Samper.191 

El 26 de febrero se presenta ante el procurador mayor, don José Virto 
de Vera, un memorial " 4 acerca de hacerse cargo de la Real Audiencia, o 
quien la sustituya, de los gastos de reparación de la acequia de la Almoza-
ra; la urgencia de tales reparaciones, por los grandes gastos que de no ha­
cerse inmediatamente supondrían, es el primer argumento del memorial 
para que sea aceptado por la Real Junta de Gobierno. Admitido el carácter 
de urgencia del caso, se procede a su conocimiento: 

«...y corrientemente se ha decretado asi por la dicha Real Audiencia... 
que no hallándose al présenle formado el consejo de la Real Audiencia, ni 

'*• thidem. in fine: «...Por tanto, ordenamos y mandarnos a los ministros, justicia, de esta capital, 
ciudades, comunidades, villas y lugares de esle Reino, y cxorianuis y rogamos a todas las comunidades 
eclesiásticas entre quienes se pudría receptar alguno de los enemigos de la Corona, que dentro del 
mismo término de veinte y cuatro horas, los delaten, manifiesten y hatean entregar». 

'*> Documento recogido por BORRAS GI AI IS. Gonzalo, la Guerra Je Sucesión en Zaragoza. Zara­
goza, 1972. en el número 21 de su apéndice documental. 

'" Recepción de Carta de S.M. el Rey, en la que cuenta la concesión de la Bula de la Santa 
iru/ada i I3-II-I 71 11. Archivo Municipal de Zaragoza. Registro de Actos comunes, año 1711, r. 74, 
f. 38. 

*** Noticia merca Je quién sustituye a la AuJiencia en ¡a resolución de un caso (26-11-1711). Archi­
vo Municipal de Zaragoza. Registro de Actos comunes, año 1711, r, 73, f. 52. 
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tampoco otro Tribunal alguno subrogado en su lugar, sino que tan solamen­
te se reconoce formada la Real Junta de Gobierno que en el Real nombre de 
Su Magesiad se tiene constituida en esta Ciudad, y donde se trata y ha trata­
do de causas civiles y criminales. Se ha reconocido y entendido que ante 
V.S.I. se debe suplicar en los casos urgentes la provisión de semejantes decre­
tos, por hallarse refundido el conocimiento de tales casos, mientras Su Ma-
gestad no dispusiere otra forma de Consejos y Tribunales...». 

Como se deduce del texto del Memorial, que responde a la realidad, en 
cuanto que fue aceptado, hubo más de una actuación en causas civiles y 
criminales. La condición básica para su conocimiento era el carácter de 
urgencia de la causa cuya vista se .solicita. 

La Chancilleria. como tal, estaba desintegrada, pero uno de sus miem­
bros, José de SADA, desempeña una función de justicia, más en su calidad 
de depositario de la confianza pública, que por ser Oidor l**j el 9 de 
enero de 1711 se le encomienda se haga cargo del conocimiento de los 
bienes que se declaren como pertecientes al enemigo; tales declaraciones las 
recoge el dicho José de Sada, pero no lleva a cabo ninguna actuación 
jurisdiccional. 

En los meses inmediatamente siguientes a la definitiva recuperación de 
Zaragoza, se busca la consolidación militar de la victoria y la atenuación de 
los efectos de la guerra, principalmente de lipo económico, en una región 
arruinada. 

Estas urgencias llevan aparejadas dos refundiciones de importancia: 
A) La de lo militar y lo civil: atribuyendo a las órdenes fuerza de 

ejecución civil y militar.I,fi u ordenando la actuación con el mayor rigor, 
y sujetos a las leyes militares y políticas que se les impusiere. 

B) La de lo político, económico y jurisdiccional, en manos de la Real 
Junta de Gobierno. Lo cual, si tenemos presente lo expuesto en el párrafo 
anterior, supone la subordinación de tales materias a la autoridad militar, 
en concreto, el príncipe Tserclaes de Tillí, que actúa ya como jefe del go­
bierno económico y político. 

En suma, la administración de justicia se lleva a cabo bien inorgáni­
camente, bien por órganos impropios y no específicos, según el momento. 

Aspectos fundamentales del Real Decreto de 3 de abril de 171 I no 
serán más que la confirmación jurídica de una situación de hecho que Ara­
gón vive desde la entrada en él de las tropas del príncipe Tserclaes de Tillí. 

B. REORGANIZACIÓN JURÍDICO POLÍTICA: EL CAPITÁN 
GENERAL, EPÍGONO DE LA ADMINISTRACIÓN DEL REINO, 

La situación de vacío que, como queda descrito, se produce con la 
marcha de la Chancilleria a Alfaro,'97 va a propiciar el momento idóneo 

|g' Orden del Principe Tserelaet (9-/-I7H). Archivo Municipal de Zaragoza. Registro de Artos 
comunes, año 1711, r. 74. p. I50r, 

"* Ibidcm. 
Iv7 Documentada en Archivo General de Simancas, libro 291 (2I-VII-I7IO). 
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para emprender las reformas de lo económico, político y gubernativo, de­
seadas por Felipe V. La evolución de la guerra permite plantearse la nueva 
configuración orgánica y leyes de funcionamiento a seguir en Ayuntamien­
tos, Audiencia y Administración económica. 

Conseguidos los objetivos políticos planeados en los decretos de 1707, 
pero fracasando en la organización de una administración que aplicase 
fielmente los principios que recogían, promulga Felipe V un Real Decreto 
de 3 de abril de 1711 en que se reconoce vigencia parcial a los Fueros de 
Aragón y se acomete la reorganización del Estado. 

En esta norma, el Rey, ya de forma expresa, se retracta de la deroga­
ción general de Fueros. En ella, como en las demás disposiciones que el 
monarca dirige a Aragón en 1711, se observa un contenido y un tono dife­
rentes a los empleados y recogidos en las de 1707; ¿qué razones han movido 
a Felipe V hacia esta nueva actitud? En primer lugar, ya he reflejado cómo 
el contenido del Real Decreto de 29 de junio de 1707 y el motivo en él 
aducido, fueron protestados por quienes habían permanecido fieles a Felipe 
V, produciéndose, por estas quejas, la «aclaración» de 29 de julio de 1707. 

También Luis XIV se dirige a su nieto Felipe, para aconsejarle modere 
su postura, enfrentada con los pueblos de la Corona de Aragón.|l)* El 
mismo Consejo de Castilla le pide no presente lo que supone una ventaja, 
bajo la dura forma de una sanción, máxime después de ser tan criticada, 
política y jurídicamente, la pretendida existencia de rebelión.1''1' 

Todas estas manifestaciones, el optimismo nacido de la buena marcha 
de la campaña y el caos y desobediencia producidos por la impopularidad, 
imprecisión de sus términos e insuficiente desarrollo normativo de los Rea­
les Decretos de 1707, habían determinado un cambio en la actitud del Rey; 
el 5 de febrero de 1710, una Real Cédula condensaba el nuevo ánimo del 
monarca:200 

«Cuando recuperado gloriosa y felizmente por mis armas ese Reino y el 
de Zaragoza, resolvía con la abolición de sus Fueros y Leyes, fuesen goberna­
dos por la dulzura y prudencia de los demás Reinos de Castilla, me propuse 
por fin especial de esta convenientisima providencia hacer a los buenos parti­
cipes de sus bienes, quitando estorbos a la mayor y más fácil administración 
de justicia, y privar a los malos de los medios de serlo, con la disposición que 
les resultaría de sus antiguas observadas costumbres, como lastimosamente 
se experimentó en las revoluciones c infeliz pérdida de dichos Reinos, pero 
coo entre el estruendo inquieto de las armas sea tan difícil la práctica de los 
mejores establecimientos y la envejecida habitación haya sido tan poderosa 
en aquellos naturales para no permitirles percibir y entender todo el prove­
cho de esta providencia, y no haya faltado malicia que les interprete como 
gravamen este beneficio, y en vez de gozo y reconocimiento haya producido 
en algunos desconsuelo y tibieza esta nueva norma; atendiendo yo a la mayor 
satisfacción de tanta comunidad y particulares que acreditaron su celo, honra 
y fidelidad en los mismos trabajos y turbación de la opresión de dichos rei-

"» BRAUDUXáKT, Altred. Philippe Va la Courde Frunce. París, 1X90-1900. vol. I. p. 650 
IW SANPI KI l MIQIíFI., Franccsc. Fin ile la Nación Catalana. Barcelona. 1905, p. 680. 
1(0 SANPFRr I MlQlsEl. Franccsc. Fin Je la Nación Catalana. Barcelona. 1905, p. 6K0. 
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nos, y compadeciendo la flaqueza de los que no los imitaron, estoy inclinado 
a moderar y alterar las provindencias dadas hasta aquí, en aquello que, sin 
limilaeión cíe mi suprema y absoluta potestad y soberanía real y cuanto ello 
comporta, como su Rey y señor natural, se considere puede ser a 
propósito...» 

Se trataba de una solución en la que quedasen a salvo los postulados 
de las doctrinas regalistas ¡nfundidas a Felipe V por sus consejeros, y se 
cumpliesen, en lo posible, los deseos de Aragón, manifestados a través de 
su Cnancillería, de ser reintegrados a su ordenamiento. La Real Cédula, 
tras esta declaración de principios, contenía una parte dispositiva: 

«...He resuelto que esa Cnancillería y la de Zaragoza, me informen en qué 
cosas y en qué casos asi en lo civil como en lo criminal, y según la calidad de 
cada Reino, seria bien tomar temperamento proporcionado a los fines referi­
dos y a la satisfacción de sus naturales, que les podría conceder en orden al 
gobierno de [os lugares entre si, económico y político, forma de justicias, 
administración de propios, orden y repartimiento de tributos, observancia de 
ordenaciones particulares que hayan de tener los pueblos para su gobierno y 
todos los demás puntos que se creyeren dignos de atención y que en nada se 
opongan en la substancia ni en el nombre al uso y ejercicio de mi suprema 
potestad y regalías».301 

Será en esta fecha cuando se separen, sustancialmente, las Audiencias 
de Valencia y Aragón, que habían sido creadas y habían evolucionado conjun­
tamente. El Reino de Valencia no se hace eco de esta consulta del Rey; 
pierde una oportunidad de recuperar, aunque parcialmente, su ordenamien­
to.20- De Aragón, por el contrario, parten Memoriales,20' en contestación a 
los cuales Felipe V promulga un real Decreto de 3 de abril de 1711, cuyo 
texto es el siguiente:20J 

«Considerando la precisión de aver de establecer algún Govierno, en este 
Reyno de Aragón, y que para arreglarle perpetuo, é inalterable, se necesita 
de muy particular reflexión, y largo tiempo; lo que no permite oy el príncipa-
lissimo cuydado de atender á la continuación de la Guerra, y la aplicación en 
que se está de arrojar enteramente de España á los Enemigos, cuyo logro me 
prometo en breve, mediante la Justicia de mi Causa, tan visiblemente assisti-
da de la providencia Divina, como lo manifiestan los gloriosos felices pro-
gressos de mis Armas: He resuelto por aora, y por providencia interina, que 
aya en este Reyno de Aragón un Comandante General, á cuyo cuydado esté 

•,nl Lu doctrinas reyalisias son el elememo irreductible de las declaraciones, incluso las mis bené­
volas, de t-elipe V. 

:u- l'i si i, Mariano. in creación Je la l'kamilleria <ic Patencia y su reducción a Audiencia en tos 
año\ de la NutVa flama, en íEstudtM de Historia de Valencia». Valencia. I97X. pp. 309-334, l'i-sn. 
Mariano, \<>ta.\ Sobre la abolición de tos Fueros de Valencia, en '«Anuaria de Misiona del Derecho 
Fspañol... XIII < 1972). pp. 657-717. 

5l" Vil l \l HA, Diego Franco de. Crisis Isgul. Valencia. Joseph de Orga, no consla lu fecha de 
edición (debe de ser posterior a 1747); el original es de Ifi de lebrero de 1710. 

:r" Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del préseme Reyno de Aragón, de .1 de abril de 1711 a 
'MI de diciembre de 1711, ff. l-2v. 
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el Govierno Militar, Político, Económico, y Govcrnativo de él. para lo qual 
he tenido por bien de elegir, y nombrar á vos el Principe Tserclacs de Tilly, 
por la gran satisfacción con que me hallo de vuestros servicios, experiencias, 
/ció y acreditada buena conducta en todo. Y assimismo he resuelto, que aya 
una Audiencia, con dos Salas, la una para lo Civil, con quatro Ministros; y 
la otra con cinco para lo Criminal; y un Fiscal, que assista en una, y otra 
Sala, y los Subalternos necessarios; y que también aya un Regente para el 
régimen de esta Audiencia, la qual es mi voluntad se componga de personas 
á mi advitrio, sin restricción de Provincia, Pais, ni Naturaleza; y en conse-
quencia de ello nombro por Regente de esta Audiencia á Don Francisco de 
Aperregui, Oidor mas antiguo del Consejo de Navarra; para la Sala de lo 
Civil á Don Manuel de Fuentes y Peralta, á Don Joseph de Castro y Araujo, 
a Don Gil Custodio de Lissa y Guebara, y a Don Jayme Ric y Veyán; y para 
la de lo Criminal, a Don Agustín de Monteano, a Don Lorenzo de Medina, a 
Don Diego de Barbastro, a Don Ignacio de Segovia, y a Don Joseph Agustín 
Camargo; y para Fiscal, a Don Joseph Rodrigo Rodrigo y Villalpando; en­
tendiéndose, que en la Sala del Crimen se han de juzgar, y determinar los 
Plcytos de esta calidad, según la costumbre, y Leyes de Castilla, aplicándose 
las penas pecuniarias, que en ella se impusieren, a la Thesorería de la Guerra, 
sin mezclarse, ni oponerse a los Vandos Militares, que se publicaren, ni dis­
putar, ni contradezir la cxccución de ellos; y que la Sala Civil ha de juzgar 
los Pleytos civiles, que ocurrieren, según las Leyes Municipales de este Rey-
no, de Aragón, pues para todo lo que sea entre particular y particular, en mi 
Voluntad se mantengan, guarden y observen las referidas Leyes Municipales, 
limitándolas sólo en lo tocante a los contratos, dependencias, y casos, en que 
Yo interviniere con cualquiera de mis Vassallos, en cuyos referidos casos, y 
dependencias, ha de juzgar la expressada Sala de lo Civil, según las Leyes de 
Castilla; y declaro, que el Comandante General de este Reyno, ha de presidir 
la referida Audiencia, vigilando mucho sobre los ministros de ella, y cuydan-
do de que los pleytos se abrevien, y determinen con la mayor prontitud: y 
assi mismo, que los recursos y apelaciones en tercera instancia de las Caus-
sas, assi Civiles como Criminales, que se determinaren por la referidas Sa­
las, se han de admitir para el Consejo de Castilla, a donde mandaré que de 
los Ministros de él, se junten en una de sus Salas, los que estuvieren mas 
instruidos en las Leyes Municipales de este Reyno, para determinar en esta 
tercera instancia los referidos Pleytos; y por lo que mira a los salarios de los 
Ministros desta Audiencia, resuelvo se les pague según, y en la forma, que se 
practicaba hasta el año 1705. Y de los propios efectos al respecto de lo que 
Yo les reglaré. También he resuelto, que para la recaudación, administración. 
y cobranza de todo lo perteneciente a Rentas Reales de este Reyno, aya un 
Administrador de ellas, para lo cual he nombrado a don Melchor Macanaz, 
y assi mismo es mi voluntad, que para este propio efecto, quede establecida 
una Sala, con nombre de Junta o Tribunal del Real Erario, en que han de 
concurrir el Comandante General de este Reyno, que ha de presidirla, y ocho 
personas, las dos Eclesiásticas, que la una sea Obispo, Abad o Comendador, 
y otra Canónigo de una de las Iglesias del Reyno, o Cavallero de la religión 
de San Juan, dos de la primera Nobleza, dos del Estado de Hijosdalgo, y 
dos Ciudadanos de Zaragoza, o otra de las Ciudades del Reyno; y en su 
consequencia, nombro para esta Junta, o Tribunal, por lo que toca a Prela­
do, al Obispo de Huesca, por Canónigo al Arcediano de Daroca Don Joseph 
de Assanza, por Nobles al Marqués de Campo Real, y e Conde de San Cle­
mente; por Hijosdalgo, a Don Jacinto Pérez de Nueros y Don Antonio San-
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chcz Ortiz, y por Ciudadanos a Don Bruno de la Balsa, y a Don Juan Gil. Y 
declaro, que esta Junta o Tribunal ha de tener la autoridad sobre los pue­
blos, en las materias de hazienda; debaxo de mis Reales Ordenes, y de las del 
Comandante General, y cuydar de la administración, repartimiento, y co­
branza de todas las rentas, tributos, y otras cualesquiera imposiciones que se 
establecieren en este Reyno, caminando de acuerdo para su mejor logro, y 
recaudación con el Administrador Don Melchor de Macanaz., y este con el 
Comandante Generall que como viene dicho, ha de presidir siempre en esta 
Junta, o Tribunal: Y assimismo declaro, que las referidas ocho personas 
nombradas para la expressada Junta, o Tribunal, han de ser removidas, o 
mantenidas a mi arbitrio, y por el tiempo de mi voluntad, quedando en re­
glar, y señalar los sueldos que huvieren de gozar. Tamb¡6n he tenido por 
convenienle que este reyno se divida en Distritos, o Partidos, como pareciere 
más conveniente, y que en cada uno aya un Governador Militar que yo 
nombraré, con subordinación en todo al Comandante General; y que las 
dudas y recursos, que ocurrieren en materias de govierno, se me consulten, 
por medio del Comandante General, y de los Governadores de los Partidos, 
que cada uno en el suyo ha de cuydar del Govierno Político, y Económico de 
él; admitiéndose para el Consejo de Guerra, las apelaciones, que en las mate­
rias de esta calidad ocurrieren; y en quanto a los sueldos, assi del Comandan­
te General, como de los Governadores, es mi Real animo, se les paguen por 
la Thesorería de la Guerra, para que los Pueblos no sean molestados con las 
execuciones Militares, bien que los refridos Pueblos de cada Distrito han de 
estar obligados a poner en la Thesorería de la Guerra, cada seis meses, el 
importe de ellos, según lo que Yo reglaré. En lo tocante al Govierno Munici­
pal de las Ciudades. Villas, y Lugares de este Reyno, ha de ser la elección y 
nominación mía, de las Justicias, Juezes y Subalternos, según el número de 
personas que pareciere, como también el nombramiento de Corregidor, o 
Alcalde, y sus Subalternos, los quales. en el exercicio de sus empleos, y ad­
ministración de justicia, han de observar las mismas reglas, y Leyes que que­
da prevenido, y reglado, para las dos Salas de la Audiencia, executando lo 
mismo los demás Juezes, otras qualesquiera personas, que administren justi­
cia en este Reyno. Y por lo que toca a lo Eclesiástico, no es mi intención 
perjudicarle, ni tampoco minorar en nada mis Regalías; por lo que resuelvo, 
que todas las materias Eclesiásticas, y cualesquiera Regalías, que antes se 
administraban por el Justicia de Aragón y su Tribunal, o por qualesquiera 
otros, corran por aora y se administren, y dirijan, por el Regente, y Ministros 
de la Audiencia, o por ¡as personas que en adelante me pareciere diputar a 
este fin. pues para ello, y todo lo demás que aora delibero, y queda expressa-
do en toda este resolución, reservo en Mí el alterar, variar, o mudar siempre, 
en parte, o en todo lo que quisiere, y juzgare por mas de mi Real Servicio. 
Tendreislo entendido para disponer la puntual execución y cumplimiento de 
esla resolución, haziéndola luego poner en planta, y dando a este fin lo avi­
sos a todos los Ministros, que dexo nombrado para el establecimiento de este 
nuevo Govierno, a fin de que sin perdida de tiempo, se empiece a practicar. 
En Zaragoza a tres de Abril de 1711 = El Principe Tserclaes de Tilli = Está 
señalado de la Real Mano». 

«Concuerda con el Decreto Original de que certifico yo Don Juan Grego­
rio de la Euente y Zevallos, del Consejo de Su Magestad, su Secretario, y de 
la Junta del Real Erario de este Reyno de Aragón, y del Comandamienlo 
General de él. Zaragoza, a 22 de abril de 1711.» 
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Se trata de una norma que principalmente se ocupa del Comandante 
General, y por derivación, de las esferas a que extiende su actuación, o que 
expresamente se quiere dejar fuera de ella. No es un Real Decreto que 
busque directamente una reforma de la Administración Superior de Justi­
cia, o del régimen político de los pueblos, o de la Junta del Erario. Estas 
instituciones aparecen, pero debidamente subordinadas al Comandante 
General Militar, a quien corresponde el gobierno político, económico, de lo 
gubernativo y militar. A cada una de estas facetas se adscriben las institu­
ciones de nueva planta de que el Real Decreto se ocupa: todas las parcelas 
fundamentales del «modo de governarse los pueblos», quedan sometidas a 
la supervisión y dirección del Comandante General Militar, consolidándose 
así una situación de hecho introducida desde la entrada del Príncipoe Tser-
claes en Aragón.205 

El Real Decreto, además, detalla el derecho aplicable, y lo hace con 
mayor precisión que el Real Decreto de 29 de julio de 1707; ahora, el límite 
entre derogación y conservación de fueros, se fija en el carácter particular 
de las partes: si todas las partes de un negocio son particulares, se aplica el 
derecho de los Fueros y se defiende en los Tribunales con los mecanismos 
de los procesos forales.;(,h Cuando una de las partes sea el Rey, o la Coro­
na, se aplicará el derecho de Castilla. Las causas criminales, en las que la 
doctrina de la época veía una lesión a la Corona, se sustancian y deciden de 
acuerdo a las leyes procesales y sustantivas de Castilla. 

En este precepto vemos consolidarse la jerarquía político-militar, cons­
truida sobre la reforzada estructura de Gobiernos Militares y Corregi­
mientos. 

La administración municipal, definida ya en 1707 y 1708, se encaja en 
este esquema de rígido control y omnipotencia del Comandante General. 
Dos son las vias de supervisión y dirección de las actuaciones de los Ayun­
tamientos: a través de los Gobiernos Militares y Corregimientos, y a través 
de la Sala del Real Acuerdo de la Audiencia. 

La administración financiera conoce un intento de colegiación al 
crearse la Junta del Real Erario. Melchor de Macana/, acostumbrado a la 
dirección unipersonal de los asuntos económicos, será protagonista de con­
tinuos enfrentamientos con esta Junta, que culminan con la autodisolución 
de este tribunal. 

La piedra de toque de esta reorganización, y por tanto del avance en la 
reforma política iniciada en 1707, era la constitución de un tribunal que, 
cumpliendo las mismas exigencias políticas que hicieron nacer la Chancille-
ría, fuese más eficaz y operativo que ésta. Por ello, no deja de sorprender 
que la sustancial reforma del Tribunal Superior de Justicia, planeada en el 
Real Decreto de 3 de abril, únicamente sea contemplada por dos disposi-

'a> Véanse las Carlas y Ordenes del Principe Tscrclacs. recogidas en Archivo Municipal de Zara­
goza. Registro de Actos comunes, año 1711, r. 74, ff. 28v-29r. í. 150r. f. 15. 

2M Los procesos ferales, a pesar de esta apariencia nominal de conservación, sufren dos importan­
tes transformaciones: en primer lugar, algunos de ellos, y muy importantes, desaparecen o caen en 
desuso, en segundo, los que sobreviven, se asimilan progresivamente a recursos procesales castellanos. 
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cioncs de desarrollo 7nl y unas pocas normas de aplicación.:m El Real De­
creto había establecido las líneas generales del modelo de administración 
que se quería adoptar en Aragón: fijaba Ja existencia de un Presidente, un 
Regente; preveía una Sala única de lo civil, y una Sala de lo criminal; 
nombrada a las personas que las habían de ocupar. Nada decía, sin embargo, 
de dos cuestiones fundamentales: 

a) ¿de qué plazo disponen los nombrados para incorporarse a los 
oficios? 

b) saber qué planta de oficios subalternos se iba a adoptar para com­
pletar la Audiencia, y permitir su puesta en funcionamiento. 

La primera omisión permite que hasta el 12 de mayo de 1711 no formu­
lan su juramento interino los ministros de lo civil Fuentes 2tw y Castro,210 

retrasando a esa fecha la constitución del Real Acuerdo. 
Precisamente de 12 de mayo de 1711 es también un informe 2 " emitido 

por el Real Acuerdo sobre la planta de oficiales subalternos que propone al 
Presidente, quien habría de aprobarlo interinamente, y remitirlo para su 
sanción definitiva al Consejo de Castilla, y a Su Majestad. Hasta que se 
cumpliesen todos estos trámites, será la planta de oficiales subalternos vi­
gente en tiempos de la Cnancillería la que el Príncipe toma como modelo 
para nombrar aquellos oficios que parecen imprescindibles; más que la or­
ganización de la Cnancillería, lo que se adoptan son normas de funciona­
miento de los escasos oficios a cuyo nombramiento se ha procedido. 

Descrito sucintamente el deficiente planteamiento jurídico de la refor­
ma, comprendemos las palabras de contemporáneos que se lamentaban de 
la lentitud y dificultades que se estaban observando en la constitución y 
puesta en funcionamiento de la Real Audiencia.212 

El Real Decreto de 3 de abril era una declaración política detallada de 
la voluntad del rey; pero su aplicación por los tribunales sería viable sólo 
tras el Real Decreto de 27 de junio de J 711 y disposiciones posteriores que 
configuran lo que denomino, por este motivo, la REESTRUCTURACIÓN 
TÉCNICA. 

Jl" Sobre la nuevo plañía de oficiales subalternos desta Heal Audiencia (I2-V~nii). Archivo de la 
Audiencia Territorial de Zarago/a (hoy en A.H.P.Z.). libro de Consultas de I» Real Audiencia, a. 
I7II-I7I2.IT. 4v-7r 

Comisión a Bruno de la Balsa, para que examine el modo en que se ha de gobernar esta Ciudad 
(22-V-I7II). Archivo Municipal de Zaragoza. Registro de Actos comunes, año 1711, r. 73. It 
I05v-10ór. 

•m Reflejadas en la documentación de las series de Real Acuerdo y de Consultas de la Real 
Audiencia de Aragón, hoy en el Archivo Histórico Provincial de Zaragoza. 

2V> Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Rcyno de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 
30 de diciembre de 1711. ff, 22r y 22v. 

2"> Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Rcyno de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 
30 de diciembre de 1711, ff. 22r v 22v. 

111 Sobre la nueva planta de oficiales subalternos desia Heal Audiencia (12-1-1711). A.H.P.Z. Con­
sultas de la Real Audiencia, a. 1711-1712. ff. 4v-7r. 

212 Bu ANDO, Nicolás Jesús, Historia civil de España, sucesos de la guerra i tratados de paz, desde 
el año 1700 hasta el de 1733. Madrid. 1740. parag. 697. p. 505. 
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C. LA REESTRUCTURACIÓN TÉCNICA: 27 de junio de 1711. 

Las graves deficiencias en el diseño orgánico de la Audiencia211 y la 
inexistencia de reglas de funcionamiento, impiden que la Audiencia interina 
pueda ser más que una rápida sustitución de la administración impropia de 
justicia (Real Junta de Gobierno) por un primer esbozo de adminisración 
especifica de Justicia, paso hacia la normalización de tan importante área. 
Esta será viable a partir de la Real Cédula de 27 de junio de 1711,214 lacóni­
camente participado por José de Grimaldo a la Audiencia de Aragón: 

«Excelentísimo Señor, el Rey se ha servido resolver que la Audiencia 
establecida en esse Reyno, sea como la Audiencia de Sevilla, teniendo el 
propio manejo y Authoridad que aquella, sin diferencia alguna; Y me manda 
lo participe a V.E. para que lo tenga entendido y lo haga practicar assi, y si 
para esto fuere necesaria alguna otra orden, me lo prevendrá V.E. para que 
se execute».215 

En ella se subsanan los principales errores en que hasta el momento se 
venía incurriendo. Se hace remisión a un ordenamiento completo de un 
tribunal, cuya competencia territorial es mucho más ajustada a la de la 
Audiencia de Aragón, y cuyos medios personales no son ni insuficientes, 
como ocurría en el Real Decreto de 3 de abril de 1711, ni desmesurados, 
como hubiera sucedido de nombrarse todos los previstos para el modelo de 
Cnancillería. Se prevé, además, el procedimiento a seguir para la resolución 
de dudas: se trata de evitar que por vía de hecho interpreten las normas a 
que se remite, de forma que se violente su sentido original, desvirtuándose 
la reforma pretendida, como había sucedido hasta entonces. 

El 12 de septiembre de 1711, la Audiencia tiene nombrados los oficios 
imprescindibles, pero su funcionamiento es todavía irregular, y lo será 
hasta, al menos, el día 18 de septiembre, en que la Audiencia expide el De­
creto de formación de estratos.2"1 tras haberse conocido la Carta de don 
José de Grimaldo, en que se resuelven las dudas que habían surgido de la 
remisión a las Ordenanzas.217 

>"• Del aspecto organizativo de la Audiencia de Aragón, durante los años 1707-171 I, me ocupé en 
mi Memoria de Licenciatura, hoy inédita: ARW/ABAí ACá. .1. M.. La Reforma de la Audiencia. Aragón. 
171)6-1711, dirigida por J. I.Al INDI y leida en octubre de I9HI. 

!l* Participación que -V./T. B Principe Tscrclaes hi:o a la sala civil, del Decreto Je S.M. de Corella. 
27 de junio de 1711. sobre que esta Audiencia sea como la de Sevilla {HI-VI-17II). libro de Acuerdos 
de la Real Audiencia del presente Reyno de Aragón, de .1 de abril de 1711 a .10 de diciembre de 1711. i 
JKr-JKv. 

Participación que del mismo Decreto se hito a la sala del crimen. Libro de Acuerdos de la Real 
Audiencia del presente Reyno de Aragón, de 3 de abril de 171 I ;i )Q de diciembre de 171 \.f. i9r. 

115 Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Revno de Aragón, de .1 de abril de 171 I a 
30 de diciembre de 1711. f. Sív. 

*'* Decreto déla Audiencia para la formación de estrados, v otras providencias (IH-IX-I7II). Libro 
de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Revno de Aragón, de 1 de abril de 1711 a JO de 
diciembre de 1711. ff. 79r-80r. 

"7 Volumen de Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3. auto 13 
del titulo segundo. 

96 



Todas estas normas clarifican la organización de la Audiencia; el dere­
cho aplicable se concreta por la misma Audiencia en lo que a causas ecle­
siásticas concierne,218 y dando las normas de derecho transitorio que posibi­
liten el paso de uno a otro ordenamiento en las causas ya iniciadas, con 
mucha mayor precisión en el planteamiento y definición de los términos 
empleados.119 

En la sustanciación y ordenación de los pleitos se aplicará la práctica 
de la Audiencia de Sevilla. 

En lo decisivo, los Fueros de Aragón; ¿qué debe entenderse por «decisi­
vo»?; no es ya necesario acudir a una interpretación de este término, porque 
el mismo Decreto de la Audiencia desarrolla con detalle qué debe entender­
se por «decisivo»: 

— Sentencias definitivas. 
— Autos interlocutorios que tengan fuerza de definitivos o contengan 

en sí perjuicio irreparable. 
— Las que los Fueros llaman «primeras provisiones»: Inventarios, 

Aprehensiones, Ejecuciones, Emparamientos, o Embargos y otros 
cualesquiera que puedan pedirse ante la justicia ordinaria. 

En todo esto, han de regirse los jueces por los Fueros de Aragón. Por 
el contrario, se aplicarán las reglas, ritualidad y orden de sustanciar de la 
Audiencia de Sevilla en todo lo demás, coordinatorio de los procesos. 

Esta distinción no alcanza al papel sellado, que se utiliza en todos los 
pedimentos de parte. Decretos, Autos, notificaciones de ellos, y cualquier 
otra diligencia, aunque corresponda a un pleito sustanciado con arreglo a 
las normas procesales forales aragonesas. 

Además de las citadas normas de desarrollo, el Presidente, el Acuerdo 
y, excepcionalmente, la Audiencia en pleno, resuelven interina o definiti­
vamente (según la naturaleza c importancia de la cuestión) las lagunas o 
dudas que se presentan. De esta actividad hay que destacar aquellas deci­
siones destinadas a clarificar el muy complejo mapa jurisdiccional de Ara­
gón: ver cuáles de las jurisdicciones especiales, señoriales o de abadengo 
conservan la prerrogativa de nombrar oficiales de justicia para su ámbito 
territorial (en contra de la regla general prevista en Real Decreto de 3 de 
abril de 1711, de corresponder al rey o sus oficiales todos estos 
nombramientos).220 

1. Estudio orgánico jurisdiccional. 

De la Audiencia organizada según el modelo de la de Sevilla, puede 
predicarse lo dicho en su momento de la Chancillería. Sus actuaciones se 

"' Decreto de la Audiencia sobre las- causas eclesiásticas y forma de su expedición y cobranza del 
sello (9-IX-I7II). Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Rcyno de Aragón, de 3 de abril 
de 1711 a 30 de diciembre de 1711. ff. 7Sv-76r. 

*•* Decreto sobre la forma en que se han de sustanciar y coordinar los pleitos civiles en conformi­
dad de las órdenes de S.M. de 27 de junio y 12 de septiembre de este año. Libro de Acuerdos de la Real 
Audiencia del présenle Rcyno de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 30 de diciembre de 1711, ff. 87r-88v 
(impr.). 

*• Este punto ha sido visto, con algún mayor detenimiento, en el capitulo B.3.b.2.«) del presente 
trabajo, al cual, y a la documentación en él citada, remito, 
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reparten entre oficios, y entre Salas, y éste es el criterio que sigo en el 
estudio de su estructura: 

a) Los oficios. 

A) Presidente. 

La reforma de Nueva Planta, en sus dos fases de abril y junio de 1711, 
tiene el fondo político en esta figura del Presidente, no sólo de la Audiencia, 
sino de la cadena de mando militar, de la Junta del real Erario, controlan­
do también los nombramientos de los principales oficios de los municipios, 
Regimientos y Corregimientos. 

Comandante General y Presidente de la Audiencia: la unión de estas 
dos jurisdicciones en una sola persona planteará muchos problemas por 
cuanto los límites entre las materias que son competencia del Príncipe 
Tserclaes, y quien le suceda, por razón de Comandancia Militar, y las que 
lo son por Presidente de la Audiencia, no se perfilan hasta el reinado de 
Carlos III. En Aragón, las tensiones producidas por esta indefinición no 
llegan a crear los graves enfrentamientos que se dan en Valencia o Mallor­
ca."1 Las principales manifestaciones de estas dudas en Aragón muestran a 
un príncipe Tserclaes enérgico, conocedor de su competencia como Capitán 
General, pero que, después de hacer las precisiones que cree pertinentes, y 
de delimitar aquellas competencias que le corresponden como Comandante 
General, y las otras que le son atribuidas por Presidente, reconoce el celo 
de los Ministros de la Audiencia: 

«...me representa la Audiencia sobre la formación de los Despachos de 
Alcaldes, Regidores y otros oficios; Digo que, habiendo yo sus elecciones por 
Govierno, como Comandante General, y no como Presidente de la Audien­
cia... esto no lo considero opuesto... pues todos los Autos que se formaren 
siempre que yo pida informes a la Audiencia, como lo he executado por la 
entera satisfacción que tengo de su gran Lelo y muy justificados dictámenes, 
quando no me he hallado plenamente instruido de ios sugetos más fieles y 
haviles para las elecciones...». 222 

Buenas relaciones que se aprecian en las otras actuaciones en que el 
Príncipe declara actuar como Capitán General y no como Presidente;223 

1,1 Pl.SH, Mariano. Notas sobre la abolición de los Fueros de Valencia, en «Anuario de Historia 
del Derecho Español», XLll (1972). pp. 657-717, coloca en estas tensiones el epicentro de la peculiar 
evolución de los Fueros durante estos anos. 

En el mismo sentido se pronuncia PlSI I, Mariano, IM creación de la Chancilleria de Valencia y su 
reducción a Audiencia en los años de la Nueva Planta, en Estudios de Historia de Valencia. Valencia, 
I97K, pp. 309-334. 

-3: Papel de S.h. el Principe Tserclaes a esta Real Audiencia, sobre nombramiento de Alcaldes y 
Regidores de las Universidades de este Reino (I7-XII-I7II). A.H.P.Z., Consultas de la Real Audiencia, 
a. 1711-1712, ff. 22v-23v. 

"' Por ejemplo, en Consultas de la Real Audiencia, años 1711-1712. f. 21, ff. 22v-23, y en Libro de 
Acuerdos de la Real Audiencia del presente Rcyno de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 30 de diciembre 
de 1711. ff. I09r-I10v.fr. MOv-lIlr. 
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clima cordial que se enrarece únicamente (según las noticias que tenemos) 
con ocasión del ceremonial de la visita de cárceles.224 

Las funciones que desempeña característicamente el Comandante Ge­
neral como Presidente de la Audiencia, se agrupan en las derivadas del 
triple carácter que su figura presenta: 

1) Depositario supremo de la jurisdicción ordinaria contenciosa y de 
gobierno. Como tal recibe juramento de los oficiales superiores,225 nombra 
interinamente oficios inferiores y auxiliares, e interpreta las normas 
reales.226 

2) Superior jerárquico de los jueces y oficiales de la Audiencia en 
cuanto actuasen como tales. Superioridad que tiene su reflejo en el 
protocolo.227 

3) Coordinador entre la Voluntad Real y la de los subditos recíproca­
mente: poniendo en ejecución, mediante sus propias órdenes (con partici­
pación necesaria o potestativa del Real Acuerdo, o sin contar con él), las 
decisiones reales; transmitiendo al Rey informes sobre idoneidad de perso­
nas; haciéndole llegar a S. M. las representaciones de los subditos que 
considere son de su interés, etc. 

B) Regente. 

La Presidencia de la Audiencia tenía encargadas funciones que ocupa­
ban, con creces, todo el día. Los múltiples asuntos a que debe atender el 
Comandante General le impiden su asistencia a la Audiencia a todas las 
horas. Se produce un necesario desdoblamiento, naciendo el oficio de Re­
gente, que asumirá las funciones ordenatorias de la actividad de la Audien­
cia. Otras funciones que ejerce individualmente y le son propias: da a cono­
cer a la Audiencia los memoriales que a él le son remitidos y, 
reciprocamente, traslada al Presidente los informes de la Audiencia que 
éste ha solicitado, y las consultas que ésta dirige al Presidente. Comunica 
las disposiciones superiores, de las que es puesto en conocimiento, al Real 
Acuerdo. Forma, él solo, audiencia para resolver decretos de coordinación 
de juicios.228 

Ejerce por subrogación las funciones del Comandante como Presidente 
de la Audiencia, cuando éste se ausenta, recibiendo los honores que le 
corresponden. 

Colegiadamente, forma parte del Real Acuerdo; conjuntamente con 
éste firma las nominaciones para el ejercicio de oficios subalternos de la 
Audiencia. Durante una época, por provisión interina del Príncipe Tser-

lt* Consulla Je esla Audiencia al Sr. Principe Tserclaes. sohre la concurremiu Je S.K. en la;, visitas 
generales Je cárceles (17X11-1711), A.H.P.7.. Consultas de la Real Audiencia, s, 171I-I7I2. 11. 20v-22\. 

"5 Libro de Acuerdos de I» Real Audiencia del presente Rcyno de Aragón, de .1 de ahril de 1711 a 
30 de diciembre de 1711, f. 3r-3v. 

"'' De ellos hay numerosos ejemplos en las páginas de Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del 
présenle Reyno de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 30 de diciembre de 1711. 

1IT Decreto del Príncipe Tserclaes sohre horario de tos Ministros (20-V-I7II). Libro de Acuerdos 
de la Real Audiencia del présenle Revno de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 30 de diciembre de 171 I it 
26v-27r. 

m A sensu contrario, se deduce del Aulo dado en Corella a 15 de septiembre de 1711. 
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claes, nombra a los notarios Reales, función ésta que por Orden Real de­
sempeñará posteriormente con el Real Acuerdo, 

Además, el Regente es el eslabón entre la voluntad del Presidente y los 
jueces y oficiales; es, lambién, el segundo jefe de la Audiencia, y superior de 
los miembros técnicos de la misma. De estas características se derivan sus 
funciones: 

Como intermedio entre el Presidente y la Audiencia, transmite a 
aquél las representaciones que se le hacen por ésta, y demás extremos ya 
apuntados. 

Como segundo jefe de la Audiencia, sustituye al Presidente, en sus 
ausencias, en aquellas de sus funciones que no sean intransferibles.22'' 

— Como superior de los jueces, interviene en la administración ordi­
naria de justicia y participa de las características específicas de los magis­
trados: puede ser objeto de recusación;2™ decide las cuestiones de compe­
tencia;2'' autoriza las ausencias de los Oidores y Alcaldes; hace observar las 
Ordenanzas, de las que es Juez conservador junto con el Presidente; asiste 
con carácter necesario a los pleitos de tercera instancia y causas cuya gra­
vedad lo exija. En esta última función puede ser sustituido por el Oidor 
decano, si no le fuera posible intervenir personalmente.232 

El 22 de abril presta juramento D. Francisco de Aperregui, primer Re­
gente de la Audiencia de Aragón,233 

C) Oidores.2" 

Durante los primeros meses, solamente hay cuatro oficios de Oidor. A 
partir de septiembre se prevén ya ocho de ellos, pero los de nueva creación 
tardan todavía en ser cubiertos, por lo que la actividad del año 1711 va a ser 
desarrollada por los Oidores nombrados directamente por el Rey. 

En cuanto que Magistrados, les son extensivas normas deontológicas, 
entre las que cabe destacar: su amor a la justicia; preocupación para que la 
administración de la justicia no se interrumpa y sea lo más breve y menos 
costosa posible; hacer caso omiso de la opinión de la gente en la adopción 
de sus decisiones; prestar especial protección a los desvalidos; actuar sin 
acepción de personas; no conocer de los pleitos en que tenga interés, ni 
aceptar regalos de los pleiteantes; no venalizar los oficios de justicia, etc. 

"'' Volumen <Jc Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3. auto 19. 
del lindo segundo. 

.'io Volumen de Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3. titulo 
II. auto 19 y punto noveno del 43. 

3" Volumen de Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3, titulo 
II, auto 12. 

1,2 Dot v RASSUI v Ramón Lá/aro de. Instituciones del derecho pública general de España, con 
noticia del particular de Cataluña v de las principales reglas de gobierno en cualquier Estado. IK03, vol. 
2. pp. 147-174. 

: " Libra de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Revno de Aragón, de .1 de abril de 1711 a 
30 de diciembre de 1711. TI. I4v-I5r. 

lu D(M Y BASNOI S, Ramón I.azaro de. Instituciones del derecho público general de España, ton 
noticia del particular de Cataluña y de las principales realas de gobierna en cualquier Estado. IK03, 
sección II. pp. 4 ss. 
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Varias de estas normas deontológicas se plasman en otras de carácter 
procesal: imperativas. Este es el caso de las que regulan las recusaciones,ni 

imparcialidad e incompatibilidades.23* 
También en esta planta existe un turno de antigüedad: fruto de éste es 

la existencia de Oidor decano, llamado, entre otras cosas, a sustituir duran­
te su ausencia al Regente; se establece, del mismo modo, un turno de Oido­
res que sustituyen a los Alcaldes del Crimen ausentes, comenzando aqui 
por el más moderno.237 

Los Oidores tienen mayor rango económico y social que los Alcaldes 
del Crimen; sus retribuciones son de novecientos escudos, frente a los sete­
cientos de los Alcaldes. La carrera burocrática habitual era ascender de 
Alcalde a Oidor.2" 

Gil Custodio de Lissa y Guebara, y Jaime Ric y Veyan, prestan jura­
mento el día 8 de abril de 1711. en manos del Presidente Tserclaes.219 El 11 
de mayo lo hace Manuel de Fuentes;24" el mismo día, pero en distinto acto, 
lo presta el último de los Consejeros de lo Civil (que ésta es terminología 
usada en el libro del Real Acuerdo durante la época abril-julio), José de 
Castro y Araujo.241 

Los Oidores son juristas de prestigio en la ciudad, social y profesio-
nalmcnte: se reclama su actuación para mediar como arbitro, juez conser­
vador de concordias, etc. 

D) Alcaides del Crimen. 

En cuanto que Magistrados, les son extensivas las normas deontológi­
cas mencionadas. La legislación positiva remarca en ellos las obligaciones 
de imparcialidad y las incompatibilidades que se les aplican.242 Su recusa­
ción se rige por las mismas reglas que la de los Oidores; los abusos que se 
produjeron en este punto trataron de ser paliados imponiendo penas graves 
para aquel que recusare sin fundamento, buscando la dilación del proceso o 
el descrédito del juez.243 

Funciones relacionadas con el conocimiento de los pleitos criminales 
(el cual verifican en SALA DEL CRIMEN) son: efectuar cuando fuere 
necesario la ronda nocturna; realizar la Visita a sus oficiales subordinados.244 

*" Volumen de Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3. titulo 
II. amos 19 y 43.9. 

"* Volumen de Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3. titulo 
II. auto 18. 

H» Volumen de Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación Libro 3, título 
II. auto 32. 

"* Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Rcyno de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 
30 tic diciembre de 1711. Ofrece en este año, y los siguientes, ejemplos abundantes de carreras burocrá­
ticas. 

3W Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del presente líevuo de Aragón, de 3 de abril de 1711 a 
30 de diciembre de 1711. ff. 3r y 3v. 

2" Ibidem. ff. 22r y 22v. 
•'" Ibidem. L 22v. 
!4! Volumen de Aulos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación, Libro 3, titulo 

II. auto 18. 
•4' Volumen de Aulos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3, titulo 

II. auto 43.9. 
: " Ibidem. auto 34. 
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El día ocho de abril prestan juramento ante el Presidente los Alcaldes 
interinos Diego Barbastro e Ignacio de Scgovia.;4? El doce de mayo lo hace 
José de Camargo,:4fl y el quince del mismo mes se recibe el de Agustín de 
Monteano.247 La Sala no se completará hasta el veintidós de julio, en que el 
quinto ministro. Lorenzo de Medina, llega a la Audiencia y es ¡omitido en 
posesión de su oficio.148 

E) Fiscal de S.M. 

Hasta que, años más tarde, se recupere la duplicidad de los oficios de 
Fiscal, civil y criminal, se condensan en el único las funciones encomenda­
das a los dos, y en las que no hay más innovación que la especial insistencia 
que se aprecia en todas las instrucciones del Consejo de Castilla, para que 
proceda a la eficaz defensa de las Regalías de S.M. 

Este es uno de los oficios que se ocupan en los primeros días de forma­
ción de la Audiencia: el mismo 8 de abril, presta juramento de su plaza 
José Rodrigo y Villa^ando.24*' 

F) Alguacil Mayor. 

En Acuerdo celebrado por el Principe, Regente, Castro, Lissa y Ríe. se 
nombra a Martin de Altarriba Torrellas para que ocupe este oficio, al que 
corresponden las atribuciones señaladas para el de Cnancillería. El día 16 
de junio, presta su juramento.250 

G) Canceller de Competencias. 

El Canónigo Antonio de Peralta ocupa este Oficio desde 17 de junio 
de 1711, en que presta su juramento.-" 

Oficios inferiores: auxiliares y subalternos. 

El Real Acuerdo eleva al Presidente de la Audiencia un informe sobre 
la Planta de escribanos, porteros y alguaciles que estiman proporcionada 
para las necesidades de la Audiencia. Entre tanto que éste resuelve, y para 
permitir la rápida expedición de las causas, ocupan los oficios, con aproba­
ción del Príncipes-

Escribanos Principales de lo Civil: José de Villarreal, Manuel de Leiza 
por Antonio de Leiza. su hermano; Juan Lozano con el empleo de escriba-

-'•" Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del préseme Rcyno de Aragón, de .1 de abril de 1711 a 
30 de diciembre de I7M. fí. 4r v 4v, 

•" Ibidem. ff. 2Jr y w. 
7,~ Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del presente Rcyno de Aragón, de .1 de abril de 1711 a 

30 de diciembre de 1711. í. 24r. 
W Ibidem, ff. 45r y 45v. ff. 46r y 46v. 
3 " Libro de Acuerdos de la Real Audiencia del présenle Rcvno de Aragón, de 3 de abril de 1711 u 

30 de diciembre de 1711, ff. 4v-5r 
w Ibidem. ff. 32f-33r. 
» Ibidem. ff. 34v-35v. 
•"•' Informe del Real Acuerdo de 12 de mayo de 1711, sobre la nueva planta de oficiales subalternos 

de la Real Audiencia de Aragón. Contenido en Libro de Consultas c informes de la Real Audiencia del 
Rcyno de Aragón, años 1711-1712, ff. 4v a 7r. 
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no y de Secretario de la Real Audiencia: Pero Francisco de Burgos, José 
Cayetano Barrera y José Manuel Lope. 

Escribanos Principales de lo Criminal: Tomás de Soto y Pedro 
Serrano. 

Escribanos de Registro: Francisco Tribiño y Tomás Bodón. 
Porteros Ordinarios y de Estrados: Pedro Argayón, Pedro Ramón de 

la Cueva, Francisco Rodri. Diego Casanoba y Pedro Órnate. 
Alguaciles: Vicente del Buci. Francisco Sanauja, Pedro Aranda. José 

Moreno, Lorenzo Elias y José Pasamontc. Faltando por jurar el oficio 
Francisco Sanauja y debiendo añadírseles Diego Mediavilla. nombrado por 
el Rey. 

En 1711 todavía no. pero en los años posteriores estos oficios serán 
objeto de las más complicadas transacciones: enajenaciones, dobles transmi­
siones onerosas, dote, herencia, arrendamiento, etc. 

Se observa, y seguirá observándose, una continuidad familiar en estos 
oficios respecto de las personas que sirvieron los correspectivos en la 
Audiencia Antigua, o en la Cnancillería. 

La Planta de la Audiencia se completa con el Agente Fiscal. Procura­
dor Fiscal. Relatores, Tesorero de penas de Cámara y gastos de justicia. 
Repartidor de negocios y procesos. Procurador de los pobres presos. Abo­
gado de los pobres de la cárcel de Corte, y Capellán. 

b) Las Salas de la Audiencia. 

Las Salas de lo civil y de lo criminal cambian su organización nominal, 
pero su funcionamiento, competencias, facultades, etc, siguen en la linea de 
la Chancillería. El Real Acuerdo es la única Sala que conoce un muy im­
portante incremento en su competencia material. 

A) Sala del Real Acuerdo. 

Su actividad se desarrolla en tres ejes: 
1. Atiende a lo ordenatorio de la actividad jurisdicente de la 

Audiencia. 
2. Ofrece asesommiento técnico para las decisiones políticas que 

sean competencia exclusiva del Presidente, interviniendo sólo por pedírselo 
éste. 

3. Ejerce la jurisdicción gubernativa. En 1711 usa de esta compe­
tencia únicamente para acatar, hacer conocer y exigir el cumplimiento de 
las Ordenes Reales, del Consejo, o del Presidente de la Audiencia. 

Aunque tiene previstas sus reuniones los martes y jueves de cada sema­
na, en la práctica se reunió de- forma irregular: semanas en que se reúne 
cuatro tardes, otras en que lo hace sólo una, o ninguna. 

B) Sala de Audiencia Pública. 

I a respuesta de Grimaldo a la duda planteada sobre la existencia o no 
de Audiencia Pública en la que expedir los decretos coordinatorios de los 
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juicios, según el estilo de la Audiencia de Sevilla y Cnancillerías, es favora­
ble a su existencia.253 

C) Salas de lo Civil: 

El Real Decreto de 3 de abril prevé solamente una Sala de cuatro 
ministros para lo civil. Tan limitada dotación produjo la inmediata satura­
ción de la misma, por ser muy superior el volumen de negocio a las posibi­
lidades de cuatro Oidores. Por ello, el 27 de junio se crea una segunda Sala 
de lo Civil; vemos cómo son ocho los Oidores que se creen necesarios y 
suficientes; el mismo número al que, por vía de hecho, se había reducido la 
teórica dotación de dieciséis Oidores prevista para la Cnancillería. Fsta se­
gunda Sala no se formará en 1711. 

La Sala se reúne dos veces por semana para votar los pleitos, cuyo 
conocimiento le corresponde principalmente por; 

— avocación (casos de Corte).254 

— apelación. 
La principal innovación es que en su conocimiento debe adaptarse a 

las reglas del derecho foral aragonés, como ordena el Real Decreto de 3 de 
abril de 17! I. 

De las decisiones definitivas de la Sala, cabe: apelación y recursos ante 
el Consejo de Castilla, en el que se pretende reservar unas plazas de conse­
jeros para juristas conocedores del derecho aragonés. En 14 de septiembre, 
las vías de recurso cambian: no cabe apelación, sólo recursos de suplica­
ción, y el extraordinario de notoria injusticia, todos ellos ante el Consejo de 
Castilla. 

Para la formación de Sala, es siempre necesaria la colegialidad (mínimo 
de dos Oidores); existen, además, unos pleitos de vista cualificada (nor­
malmente cuando una de las partes es Noble), en cuyo conocimiento, deli­
beración y sentencia se requiere la presencia de tres jueces, lo cual planteará 
problemas, en alguna ocasión, por no poderse reunir este número, al con­
currir ausencias, recusaciones y vacantes. 

D) Sala del Crimen. 

Para la que se prevén cinco Alcaldes del Crimen, en evitación de que 
por las necesarias ausencias de algún Alcalde en el ejercicio de sus funcio­
nes, quedase la Sala sin poder conocer, o perturbase gravemente la marcha 
de las Salas de lo Civil. 

Como principal innovación, se prohibe el conocimiento de causas civi­
les por los Alcaldes, práctica que era habitual no sólo en las Cnancillerías, 
sino en otras Audiencias (entre las que se encuentra Sevilla). Y se prohibe 
conozca de causas civiles, porque en éstas se ha de aplicar el derecho foral 
aragonés, y se quiere evitar que el mismo Juez tenga que aplicar derecho 
aragonés para los negocios entre particulares, y derecho castellano para lo 
criminal.155 

« ' Volumen de Aulos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación. Libro 3 titulo 
II, auto 13. de 15 de septiembre. 

"' Bol ASOS, Hevia, Curia Philipica. Juicio civil, párrafo nueve, n,' 7 a 15. 
Ui Volumen de Autos Acordados de la edición de 1762 de la Nueva Recopilación Libro 1 titulo 

II. auto 13. duda VI. 
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CAPITULO 111 

FUEROS Y FORISTAS: 
CAMBIO DE SENTIDO DEL FORAL1SMO. 

En las normas mediante las que Felipe V intentó suprimir la organiza­
ción administrativa de los Reinos de la Corona de Aragón, se aprecia una 
progresiva tccnificación y especialización en los medios empicados en cada 
caso para realizar la reforma pretendida. La primera, de 29 de junio de 
1707, propone unificar completamente la concepción del Poder real, la 
organización de los medios materiales y personales del Estado, y el derecho 
que ha de regir las relaciones entre particulares; propósito tan ambicioso 
como difícilmente viable, del que sólo se alcanza el primer objetivo: la ani­
quilación del pactismo político y la expansión de un concepto castellano de 
soberanía. 

Carecería de toda coherencia política, instaurar un modelo castellano 
de poder real, y mantener al mismo tiempo una organización político ad­
ministrativa, dibujada sobre patrones de limitación al Poder real.3íf' Ex­
tender a esta organización los efectos unificadores exigía que el Rey conso­
lidase su poder, y la oposición de los estamentos al primer decreto se 
redujese; problemas ambos que son resueltos con una sola actuación, reco­
gida en el decreto de 29 de julio de 1707, y en las normas que lo desarrollan 
y situaciones en que se aplica. Es el momento de instrumentar política y 
técnicamente la idea de reforma instaurada un mes antes; se trata de un 
precepto dirigido a incrementar el apoyo político a la causa borbónica, y a 
concretar en disposiciones particulares aquellos de los aspectos cuya unifi­
cación parece más urgente. Surge de aquí una administración marcada por 
las «urgencias de la guerra», y dominada por un palpable sentido de 
provisionalidad. 

** El uso del término pactismo tt polémico y debe, en todo caso, manejarse con precaución la 
historiografía romántica que se ha ocupado del mismo (principal, pero no exclusivamente en el siglo 
XIX), y que ofrece de él una visión deformada. 
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El planteamiento político de la unificación que dominó la época 1707-
1710, resultaría innecesario e insuficiente a partir de 1711. Innecesario por­
que la guerra estaba decantada (con la excepción de Cataluña) a favor de 
Felipe V, que consolidaba su posición; insuficiente porque el clima de im­
provisación en que había actuado la nueva administración del Reino de 
Aragón (sólo tolerable, por inevitable, en situación de guerra), debía dejar 
paso a una nítida y estable reorganización de las instituciones encargadas 
de conservar y consolidar la victoria de las armas. El í de abril de 1711 se 
militarizan las principales áreas de la administración del Reino de Aragón, 
mediante su subordinación al Comandante General; consagrábase jurídi­
camente una situación de hecho que Aragón vivía desde que el príncipe 
Tserclaes comenzase a actuar en este Reino como Capitán General. El 27 
de junio se dota de un modelo eficaz y viable al tribunal superior de justicia 
en Aragón, que. configurado como Audiencia, será el encargado de aplicar 
el nuevo ordenamiento, y velar por su conservación y desairólo, teniendo 
para ello atribuidas competencias jurisdiccionales y gubernativas. 

Todos los citados Reales Decretos diseñan, sin demasiada eficacia, la 
Nueva Planta del Reino de Aragón. Los resultados obtenidos con la técnica 
habitual de sustitución de normas derogadas por otras nuevas, tienen, entre 
otros, un límite: la persistencia del texto de las normas derogadas, que 
aunque hubieran perdido su eficacia jurídica, conservarían, e incluso verían 
incrementarse, su carga ideológica: en cualquier momento de descontento, 
podrían ser recordadas como una situación mejor que la implantada por 
Felipe V, y ser utilizadas como ocasión para enfrentarse al Rey o discutir 
su política. Hstc es un problema que a lo largo de la historia aparece con 
frecuencia en los casos de mutación violenta de un ordenamiento jurídico, y 
que, como tal, tuvo Felipe V. 

Para la neutralización no sólo de la eficacia, sino también de la carga 
ideológica de los Fueros de Aragón, existían dos soluciones: proceder a la 
destrucción física de todo recuerdo del ordenamiento derogado no grato, o 
desnaturalizar y desprestigiar tal ordenamiento. 

La acción de los decretos de Nueva Planta de Aragón será reforzada 
mediante la persecución que lleva a cabo el vencedor sobre los vencidos y 
(lo que a nosotros más nos interesa) mediante la difusión de obras de juris­
tas en que la imagen de los derogados Fueros de Aragón es deliberadamen­
te deformada. 

El éxito de la reforma se ve favorecido por la existencia de un impor­
tante sector de los juristas, partidario de una aproximación del derecho ara­
gonés al derecho común. Eran ya muchos siglos los que llevaban formán­
dose los letrados en los conceptos de éste; la muy deficiente sistematización 
del cuerpo legal y doctrinal del derecho del Reino creaba crecientes dificul­
tades en la práctica de los tribunales. El ius conmunne ofrecía, para estos 
juristas, soluciones a los problemas prácticos, manteniendo una capacidad 
de ensoñación basada en su solidez teórica. Había además una importante 
sensación de ineficacia que alean/aba a las instituciones representativas y a 
la propia concepción de la monarquía; en los últimos años del siglo XVIII, 
las Cortes, el Justicia Mayor y el propio Rey gozaban cada ve/ de menor 
prestigio, 
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En nuestra área cultural se imponía la idea de que sólo un reforza­
miento del poder del rey podría configurar un Estado nuevo que hiciese 
frente a las exigencias de la modernidad; también aquí el derecho romano 
ofrecía la base teórica que permitía dicho reforzamiento del príncipe. 

La política reformadora encuentra un apoyo adicional en este sector 
de la doctrina, que incluso antes de la guerra de sucesión era partidario de 
un reforzamiento del poder construido según el modelo del derecho común. 

Además de este apoyo indirecto, algunos de los más destacados juris­
tas aragoneses de la época contribuirán con la versión que de los fueros 
ofrecen, al éxito de la Nueva Planta. De éstos me ocupo en el siguiente 
capítulo. 

A. DEROGACIÓN DE LOS FUEROS Y LA LITERATURA 
JURÍDICA ARAGONESA DE LA ÉPOCA. 

La socialización de la reforma de nueva planta se realiza a través de las 
obras de autores contemporáneos a ella que. o se ocupan directamente de 
ella, o la reflejan en sus escritos. Será a su vez de muy distinto alcance la 
alusión que de ella se haga, según se presente como opinión del autor, o 
que, por el contrario, afecte directamente al texto de los fueros originales, 
sin dejar constancia de que en ese momento el autor no estaba reprodu­
ciendo fielmente, sino interpretando según su personal criterio. 

1. La Nueva planta en obras doctrinales. 

El 5 de febrero de 1710, Felipe V se dirige a Valencia y Aragón, 

«...inclinado a moderar y alterar las providencias dadas hasta aquí, en 
aquello que. sin limitación de mi suprema y absoluta potestad y soberanía 
real y cuanto ello comporta, como su Rey y señor natural, se considera pue­
da ser a propósito...». 

Intimando a que la Cnancillería de cada uno de ambos Reinos le 
informe: 

«...en qué cosas y en qué casos asi en lo civil como en lo criminal, y 
según la calidad de cada Reino, sería bien tomar temperamento proporcio­
nado a los fines referidos y a la satisfacción de sus naturales, que les podría 
conceder en orden al gobierno de los lugares entre si, económico y político, 
forma de justicias, administración de propios, orden y repartimiento de tri­
butos, observancia de ordenaciones particulares que hayan de tener los pue­
blos para su gobierno y todos los demás puntos que se creyeren dignos de 
atención y que en nada se opongan en la substancia ni en el nombre al uso y 
ejercicio de mi suprema potestad y regalías...».257 

"7 S A M ' K ^ I Miyn l, Francesc. f'in dv la Nación Catalana. Barcelona. 1905, p. <>H0. 
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Palabras que en Aragón obtienen respuesta inmediata. El 16 de febre­
ro de 1710, Diego Franco de VILLALBA, entonces escribano del Concejo de 
Zaragoza, redacta su «Crisis Legal»,25* haciéndose eco de la propuesta for­
mulada por el Rey; la divide en tres puntos, cuyos epígrafes son elocuentes: 

«De la conveniente noticia que propusimos de los Fueros, y Leyes de 
Aragón, y de sus modos judiciales de proceder.» 

«La apacible concordia de los Fueros de Aragón con la Suprema 
Potestad de sus Príncipes.» 

- «La discrepancia remediable en los Abusos que se advierten.» 

En la primera, describiendo los Fueros de Aragón, acepta la tesis se­
gún la cual procederían del «Código Antiguo Gótico», para después mino­
rar la relevancia práctica de aquéllos: 

«Supuesta la verdad de esta períunctoria noticia, por noble crédito de el 
alto origen, y celebrada discreción de nuestros Fueros, se deve también ad­
venir, que ay muy pocos decisivos, y que es elemental principio, recurrir para 
resolver las causas, primero a la equidad natural, y después al Derecho Ca­
nónico, y Civil, por cuyas Reglas y Venerables Sanciones se determinan los 
Pleytos; aunque sobre el orden, y modo de proceder en los expedientes de la 
Justicia, es donde mas ceremoniosos y reparables pueden notarse».25* 

El orden de prelación de fuentes recogido por este autor se encuentra 
en contradicción nominal con aquel que Jaime I declaraba en el Proemio a 
su edición de los Fueros: en lo que los fueros no fueran suficientes, se 
recurra al sentido natural o a la equidad (Ubi autem dicti Fori non suffecc-
rint, ad naturalem sensum, vel aequitatem recurratur). 

Hoy está superada la interpretación según la cual el ordenamiento ara­
gonés sería impermeable a las influencias del derecho común, y son ya 
abundantes los trabajos en que se demuestra que por vías indirectas, el 
derecho canónico, y también el derecho civil, repercutían en la aplicación 
de los Fueros. Es generalmente admitido que el concepto indeterminado de 
«equidad» era dotado de un contenido extraído normalmente del derecho 
común, y que la obra de los foristas acusaba una cada vez mayor influencia 
de éste. 

Pero VILLAI.BA incrementaba extraordinariamente la presencia del de­
recho común, incorporando expresamente el derecho canónico, y el dere­
cho civil, en el orden de prelación y, además, afirmando que los fueros 
apenas se ocupaban de materias decisivas, en las cuales, según esta argu­
mentación, se aplicaría masivamente derecho común. 

J" Vil I Al BA, I >u'i:<> Franco de. Crhis l-ef¡al. Valencia. Joscph de Orga. No cuntía lecha de edición 
(debe de ser posterior a 1747); el original es de 16 de febrero de 1710, 

Esta obra, apenas conocida, permanece, en la práctica, inédita para el lector de nuestros días, y su 
brevedad y alto contenido jurídico, político c histórico, son circunstancias que aconsejan su nueva 
publicación. Como irán quedando de manifiesto en las páginas siguientes, son muchos los puntos de 
conexión de esta con la edición compilada de Fueros de Aragón, realizada por este autor, ayudando 
sobremanera a la comprensión de alguno de los planteamientos de ésta. 

:5g Fl subrayado es del propio Diego Franco de Vii.LAl.HA. 
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Debemos entonces comprobar si la versión, tan poco habitual, de Vi-
LLALBA, reflejaba una realidad procesal que se apartaba radicalmente de la 
letra de los Fueros, o si, por el contrario, era una deliberada deformación en 
que se minorase la relevancia de unos Fueros de Aragón incómodos o ar­
caizantes. Para contrastar sus afirmaciones, hemos de acercarnos a la prác­
tica jurídica aragonesa de finales del siglo XVII. Para ello disponemos de 
dos fuentes de conocimientos de trascendental importancia: 

— Las varias colecciones de «Alegaciones en Derecho», que recogen las 
argumentaciones de cada una de las partes en los pleitos.260 

— La obra manuscrita de Antonio BLANCO Y GOME/., Regente de la 
Audiencia, quien, bajo el título de «Observaciones civiles» y «Observaciones 
criminales», recoge, y comenta marginalmente decisiones relevantes de la 
Audiencia, en las que se fijan criterios jurisprudenciales.261 

La entidad objetiva de esta fuente se incrementa si recordamos las pa­
labras que el propio D.F. de VILLALBA dedica a la persona y obra de Anto­
nio BLANCO Y G¿ME2.2M En ellas, nos habla de la asiduidad con que eran 
utilizadas en la Audiencia las «Obscrvationes» de BLANCO Y GÓMEZ. 

Del análisis de alegaciones y observaciones, se obtiene una imagen de 
las relaciones del derecho común con los Fueros, sensiblemente distinta a la 
formulada por VlLLAJ BA: la mayor parte de las argumentaciones y decisio­
nes que he estudiado, se resuelven con el recurso a fueros (que sí son decisi­
vos), observancias, y a la doctrina forista más cualificada (Mol INO, SUEL­
VES, SESSE, CRESPI, MOLINOS, BARDA.II); al lado de ello hay también 
frecuentes citas de legislación justinianea, autores romanos clásicos (no sólo 
juristas), cánones y doctrina canónica y legislación y doctrina castellanas, 
pero con reducido peso en la decisión final del tribunal.263 

Parece, por tanto, que VII.LAI.BA incrementara deliberadamente la in­
fluencia del derecho común sobre el ordenamiento foral consciente de que 

'M I.AI INDI AHADIA, Jesús. Vida fudkiai i administrativa «I el Aragón Banoeo. en «Anuario de 
Historia del Derecho Español». Madrid. Î HI, pp, 419-521. Este autor, en dicho trabajo y otros poste­
riores, destaca el carácter de primera fuente que, para el estudio de la historia del derecho, revisten las 
alegaciones en derecho. En concreto, p. 421: «...Las alegaciones en derecho, a las que ya me he referido 
en otras ocasiones, son los escrito* en los que los abogados concluyen en un pleito su versión de los 
hechos y, sohre todo, de las ra/ones que justificar» las pretcnsiones de sus clientes...». 

",l De esta obra se conservan dos volúmenes de Observaciones civiles, y uno de Observaciones 
criminales en la Biblioteca del Colegio de Abogados de Zarago/a. indebidamente catalogadas como 
unas '«alegaciones en derecho». Al menos dos volúmenes más se conservan en los fondos de la Real 
Audiencia, hoy depositados en el Archivo Histórico Provincial de Zarago/a. 

;''" la entidad de esta fuente se incrementa si recordamos las palabra* que el propio I). Franco de 
Vil l Al HA dedica a la persona y obra de Antonio BLANCO V CioMh/: «...l'atroiii. ac Praeceptoris mei 
lllustiissimi D. Antonio Blanco A (róme/, Rcgcntis Rcg. Canc. ac Honorarii Supremi Consílii Arago-
nis... cuius ¿cripta, providentiati Decreto cxislum apud Aulas Supcrioris Tribunalis Hujus Regiae 
Audicntiae. tanquam publica nuinumerita. & ulilm documenta, dilígentissime reposita, atque custodita. 
& prae manibus írequenter habita...», en Vn i ALBA, Diego Franco de. Forarum ac observantíarum 
Regni Aragoni CoJex.... edición de 1727, Prefacio. 

** La polémica sobre la presencia del derecho común en el aragonés y. en general, en el español, es 
una de las más interesantes discusiones doctrinales del momento. Muchos de sus protagonistas más 
activos participaron en el Primer seminario de Historia del derecho privado, celebrado en Hellaterra. de 
los dias X al 12 de noviembre de 1982. 
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con ello procede a una aproximación de éste al derecho castellano. El 
autor, en la primera parte de su «Crisis Legal», divide los Fueros en decisi­
vos y ordinatorios de los pleitos. Los primeros serian escasos, y proporcio-
nalmente poco relevantes frente al derecho común, que habría de regir en 
esta materia. Las especialidades procesales son reducidas por él a meras 
variantes de fórmulas castellanas o romanas. El proceso de inventario, em-
paramienlo o embargo, lo identifica con el castellano de saneamiento; el 
proceso de manifestación, con el Edicto «de Libero homine exhibendo» y la 
ley «Si vindican»; el de firma, lo asimila a un remedio legal de fuerzas; y el 
resto de especialidades procesales, civiles o criminales, son también presen­
tadas como novedades apenas relevantes, y que en nada obstaculizaban la 
soberanía del rey. 

La primera parte de la «Crisis Legal» es un alegato en que se despoja al 
cuerpo de Fueros de Aragón de toda carga política negativa, sentando las 
bases que, en la segunda, le permitan demostrar «la apacible concordia de 
los Fueros de Aragón con la Suprema Potestad de sus Príncipes». 

V|LLALBA,:M tras ocuparse del derecho privado (sustantivo y ordina­
rio), debe encargarse de igual manera de presentar las instituciones públicas 
forales más polémicas, como inofensivas variantes de las castellanas, en la 
precisa forma que éstas habían adquirido tras la influencia multisecular de 
la monarquía absoluta de los Austrias. 

En unos términos que poca duda dejan acerca del propósito de este 
autor, describe las Cortes Generales, y su actuación: 

«...Para desempeñar, y satisfacer este punto no puede discurrirse mayor 
prueba, que la de ser innegable el no aver establecido, ni poderse establecer 
Fuero alguno de Aragón, sin que la Mageslad de su Principe, ó de la Perso­
na que asistía en su Real nombre, aprobase con esa autoridad su contenido; 
De manera, que los Acuerdos y resoluciones de la Corte General, y de sus 
Congresos: no eran más que unas formalísimas suplicas, ó consultas, que se 
representaban, y proponían, para que el Rey nuestro Señor, por su Real 
Soberanía, solamente las diese autoridad de Ley, si examinadas la merecie­
sen. Cuyo medio de establecer, es tan Legal, que el mismo derecho común lo 
dispone así Y asi parece que se infiere bien la eonsequencia. de que sien­
do el Placel de su Mageslad (asi llamamos al Acto de aprobar los Acuerdos 
de las Cortes el Principe) quien establece los Fueros, y Leyes de Aragón: no 
puede considerarse en ningún momento limitada la Real Autoridad: pues el 
Derecho, la razón, y nuestros mismos Fueros manifiestan, que por este me­
dio se atribuye, y reconoce la Potestad en solo el Principe, para hacer, y 
decretar las Leyes. 

Y aunque quiera decirse, que en el Establecimiento, y publicación de la 
Ley también concurre la voluntad, y consentimiento de el Reyno. y los que le 
representan con el nombre de Corte General (como resulla de casi lodos los 
Fueros) y que asi ya la Mageslad Regia no está Suprema, y absoluta, sino 

: w Al estudiar los decretos de conquista, veíamos cómo resultarían afectados de muy dilcrenlc 
furnia tres de los aspectos comprendidos en el amplio concepta de -hueros de Aragón»: 

La regulación de las relacione jurídica*., voluntarias o contenciosas, cnlrc particulares. 
Las instituciones administrativas y administrativo-iudicialcs. 
I a constitución política de Aragón; especialmente el concepto y práctica del puctisnio político. 
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disminuida, y limitada: Se responde lo primero, que no pudiendo aver Iwy. 
sin que la decrete el Principe, ni Corles, sin que usando de la Suprema Sobe­
ranía, mande que se convoquen: Tampoeo puede deeirse. que dexa de ser en 
esto Principe Supremo, y absoluto; pues es evidente, que está en su libre 
arbitrio el que aya. o no tal Fstablceimicnto. 

Lo segundo, que esa circunstancia 00 detrae la Soberanía; pues aun 
donde se reconoce mas despótica, y absoluta, no se establece ley por el 
Principe, en que no se halle la venerable justificación de suponerse advenida. 
y consultada por sus Consejos, y Ministros, y aun por el Pueblo, si llega a ser 
con reforma de otras. 

Lo tercero, que sin entrar en las escrupulosas quesliones, de si en esto se 
disminuye la Soberanía, 0 se compone con los prudentes términos de la me­
jor Política, y razón Christíana. Se halla, que en las Leyes de este Reyno 
concurre el particularísimo, y recomendable motivo de su Origen, y el de que 
los electos, que infaliblemente han producido hasta aora, son un Noble, an­
tiquísimo, y continuado testimonio de fidelidad, de amor, de cxcmplo, y de 
respeto a sus Principes, y una irreprensible ambición de mantener las favore­
cidas memorias, con que la Clemencia de sus Reyes acreditaron los servicios 
de este Reyno, y de sus Naturales. 

Y k) quarto. que quando disonase alguna de estas ceremoniosas circuns­
tancias; seria bien, que las templase el oído con los ecos de el anciano mérito. 
que han heredado tantos comunes, y particulares, sin la excepción de esta 
deplorable nota, en que solo incurrió el estólido vulgo: Pues nunca deve su 
culpa lanto. hallándose ya Prófugo, como se les ha quitado a las Comunida­
des, Nobles, C'avallcros, e Hijosdalgo; en los Privilegios, y en el concurso 
honorífico de estos Foralcs establecimientos...».M 

Después de tan peculiar presentación del pact ismo pol í t ico, queda éste 
reducido a mero sinodial ismo castellano, descripción que está más p róx ima 
a lo que Felipe V deseaba oír , que a las tensiones nacidas entre Rey y 
Reino a lo largo de los siglos X V I y X V I I . Fn tan de fo rmado panorama, 
nada obsta a la conclusión f inal de esta argumentación de Vi l . l .ALBA: 

«...Fn la observancia, y cumplimiento de lo establecido en los Fueros, se 
hace fácil, y muy evidente la prueba de que en nada se limita, ni detrae la 
soberanía de el Principe: pues para la autoridad exterior de todas las exeeu-
cíones de estas Leyes (como es innegable) solo el nombre, y respeto de la 
Magestad de el Principe se encuentra: de tal suerte, que aun las decantadas 
Inhibiciones de el Justicia de Aragón, y de sus Lugartenientes, se cncabe/a-
van. y dirigían con esa atención, y no otra alguna, ues decia asi su formula: 
De parle de la Magestad Católica del Rey nuestro Señor, Inhibimos, etc. 

En el Govierno de las Ciudades, y Villas de el Reyno. también debe 
reconocerse esta infalible, y notoria verad, pues ninguna de las Ordenan/as, 
0 Estatutos municipales con que se gobernaban en sus particulares Políticas; 
dexan de ser dispuestos solamente por el Principe; cuya practica era la de 
embiar un Señor Miníslro de diez en diez años, para que bien informado con 
las noticias, genio, y complexión de los Pueblos, se les dictase en el Real 
nombre, examinándolas, y decretándolas después su Magestad, para que con 

• " Vn i \\ KA, Diego Franco de, Cristi IA->¡OI. Valencia. Joscph de Orga. No consta lecha de edición 
(debe de ser posterior a 1747); el original es de \t> de febrero de 1710. pp. 14-17 (subrayado en el original). 
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su aprobación, y no sin ella, se observasen en adelante; porque como enseña 
la Escuela de Painel, han (¡fe medirse las Leyes ton la Estatura, genio, y 
complexión de las Repúblicas. 

Todo lo demás que quiera repararse, tiene de el mismo origen, y comu­
nicación de la suprema potestad, y Real soberanía; porque son algunos privi­
legios, que la notoria calidad de Remuneratorios naturalmente los justifica. 
como dispone, y explica el drecho; haciéndose tan publico el relevante mo­
tivo que los exime de la regla común, y universal, que no les puede quedar 
dolor a los demás comprehendidos en ella, que no se privilegian; pues la 
razón, y noticia de el sobresaliente mérito, que en aquellos concurre, desata 
las ligaduras que a estos apremian.,.».266 

Después de cuya exposición, los Fueros de Aragón se presentan como 
diferencias de matiz, apenas significativas respecto de la legislación caste­
llana, que en nada empecen a la concepción de soberanía de Felipe V, pero 
cuya abolición, además de innecesaria, podría provocar reacciones no de­
seadas entre la población del Reino de Aragón; argumentación muy similar 
a la que desarrollaban en el Consejo de Castilla los partidarios de no dero­
gar el ordenamiento toral, y que fue parcialmente recibida por el monarca, 
contribuyendo a que, el 3 de abril de 1711, promulgase el decreto de reor­
ganización juridico-polílica, en los términos que hemos visto. 

2. La Nueva Planta y las ediciones de Fueros. 

En 1711, la situación de los Fueros es confusa. F.l ordenamiento foral 
aragonés de finales del s. XVI11 era ya un complicado agregado de: 

1) normas vigentes en los términos literales en que habían sido 
promulgadas, 

2) normas en desuso, 
3) normas interpretadas por Observancias o por doctrina, 
4) normas derogadas por otras posteriores, etc. 
Panorama que se oscurece más cuando Felipe V procede, a partir de 

1707, a su derogación mediante decretos de cotenido muy diferente, que 
reflejan distintas ideas acerca de la amplitud con que debe acometerse la 
abolición, y que les afectan en muy diverso grado. 

En 1711 serán muy pocos los juristas, miembros de la administración o 
particulares, que tengan una idea nítida del ordenamiento vigente en este 
momento, y que puedan responder con exactitud si un fuero concreto tiene 
o no validez, y, en caso negativo, cuál de las normas de derecho castellano 
es la que se aplica en su lugar. 

Diego Franco de VILLALBA debió, sin duda, sufrir como abogado, Al­
calde y Oidor tales dificultades, y para solucionar éstas y otras que se plan­
teaban, redacta su Recopilación sistemática de los Fueros de Aragón, que 

»• Ibidcm. pp. 19-20-21. 
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será editada por primera vez en I727,267 y reeditada en I743,26B recibiendo 
todo tipo de felicitaciones desde la cúpula de la Administración 
borbónica,2** 

Esta obra nace de la tensión entre dos ideas: la defensa en todo y para 
todo de las supremas regalías, y la adecuación de las leyes a los pueblos, 
conservando las normas que cuentan con el respaldo de la historia; ambas 
expresamente formuladas por VIM.AI.BA en el Praefatio de la «methodica 
Compilado».270 Este autor procede a demostrar cómo, mediante el recurso 
al derecho común, se "concillan" especialidades forales y soberanía del rey, 
sin necesidad de abolir aquéllas, ni de minorar ésta. El derecho aragonés es 
pasado, material y formalmente, por el tamiz del derecho común; los pre­
ceptos forales son interpretados con doctrina romana, canónica y de Parti­
das, y con doctrina de Coristas convenientemente seleccionada: los pasajes 
en que la autoridad absoluta del rey castellano es ensombrecida, no son 
citados; voces del Repertorio de Miguel del Molino, como «libertates Reg-
ni». y otras, profusamente utilizadas en los contenciosos jurídico-políticos 
mantenidos por el Reino contra el Rey en los siglos XVI y XVII, caen en el 
olvido. 

Cuando la interpretación doctrinal no es suficiente, VII.LALBA se erige 
en legislador y decide un nuevo texto para aquellos fueros de mayor carga 
ideológica; todo ello en aras de la aplicación del modelo justinianeo a la 
legislación foral aragonesa, aclarando las disposiciones oscuras, y supri­
miendo las que han caído en desuso. 

Vimos que uno de los objetivos primordiales perseguidos por Felipe 
V desde el primer decreto, de 29 de junio de 1707, era la sustitución de 
cualquier atisbo de «liberalismo estamental de base pacticia», por el «auto­
ritarismo institucional» castellano. En aquellas páginas destaca que la base 
ideológica y positiva de las tesis pactistas estaba constituida, fundamental­
mente, por: 

— los llamados Fueros de Sobrarbe, cspccialente en la versión que 
de ellos diera BLANCAS, inexacta pero eficaz. 

— el fuero «Quod Dominus Rex possit faceré...». 
— el fuero «De iis quae Dominus Rex...».271 

11,1 Vil i AI BA. Diego Franco de. Fororum ae ohservantiarum Regni Aragonum Codex sive cnodata 
meiluidica cornpilaiio jure i'iviii, el canónico fulcita, legibus caslellae conciliata. tuque omnígena erudi-
tione contexto. Opus auidem ómnibus uttíe, el forte non iniueundum: Venan Aragoniae ludicibus. 
Advoeattf. el Causidicis, perquant necessartum auctore I). IX Didaco Franco de l'illalha... Zarago/a. 
1727. 

-'M Vil I.AI HA. Diego Franco de. Fororum ac ohservantiarum Regni Aragonum Code.x sive enodala 
me/hodica eompilalio jure eivili, el canónico fulcita. legibus caslellae concilialo, atque omnígena erudi-
lione contexto. Opus quidem ómnibus titile, el forte non iniueundum; l'erum Aragoniae ¡udicibus. 
Advocaiis. el Causidicis. perquam necessarium auclore í).l>. Didaco Franco de l'illalha... Zaragoza, 
1743. 

-'•'' t o n estas i e licitaciones, se ahre la edición de 174.1 de ia cilada obra de Vn.i AI HA, 
"?" «',..Provincia* diversas sunl. secundum diversos modos vivendi. diversas polillas, el mores Ho-

miruim diversos: sic cliam Lcgcs carum diversac csse dcbcnl...» En 1743 (p. 108, lib, 1. De Offic. Cancel. 
Compct. luris) se referirá en términos más duros al «Scverisimo Dccrclo» de 1707, y añadirá en el 
Prefacio afirmaciones tan contundentemente conservadoras como ésia: «...Pcriculosa cst omnis in Re-
publica mutullo legem: nam eam sequitur repentina quaedam. el morum, et vilac mutatio...». 

? " Véanse los lentos originales y traducidos de estos dos fueros en páginas anteriores de este 
trabajo. 
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Comparando la versión que de ellos ofrece VlLLALBA con los textos 
originales de BLANCAS, O los aprobados en Cortes de Zaragoza (1301), y 
Zaragoza (1348), comprendemos mejor todo lo que acabo de decir acerca 
de la obra de aquél. 

La reforma emprendida por Felipe V es presentada por VILLALBA des­
de un punto de vista opuesto a los términos de los decretos de 29 de junio 
de 1707, e incluso de los utilizados en el de 3 de abril de 1711; no se trata de 
abolir todo el ordenamiento foral aragonés (29-junio-I707); ni siquiera de 
conservar aquellos preceptos forales no opuestos a la configuración de Es­
tado implantada por Felipe V en la Corona de Aragón. En el planteamien­
to que hace Vil,i.ALBA, sólo procede la derogación de fueros en aquellas 
escasas ocasiones en que resulte imposible su "compatibilización" con las 
Regalías que corresponden al Rey. 

Desarrollando este planteamiento, no debe extrañarnos que los Fueros 
de Sobrarbe encabecen la uMethodica CompilaLio» de Vil i AI HA. como 
apotegmas políticos, respetables y necesarios.;7; 

A pesar de que dice estar ofreciendo la versión recogida por los histo­
riadores, se aprecian notables y nada ociosas diferencias entre el texto que 
él reproduce y el consagrado por Bi ANCAS:27' 

I) El primer fuero de Sobrarbe, en la versión que da VlLLAI HA. recoge 
dos principios genéricos a todo gobierno, y por ello vacíos de contenido: 

«la pace et lustitia, regnum regito: Nobísquc Foros meliores irrógalo». 
(«Gobierna el Reino en paz y justicia; y concédenos Fueros mejores»).-74 

Principios que formula, por ejemplo, la Ley XI de la Primera Partida: 

«El fazedor de las leyes deve amar a Dios e tener le ante sus ojos quando 
las fizierc, porque sean derechas c complídas. E otrosí deve amar justicia, c 
pro comunal de todos. E deve ser entendido para saber departir el derecho 
del tuerto e no deve aver verguenca en mudar e enmendar sus leyes, quando 
entendire, o le mostraren razón porque lo va fazer, que gran derecho es, que 
el que a los otros ha de enderecar, e emmendar, que lo sepa hazer a si mismo 
quando errare»."5 

-'" Diego Franco de Vil i AI HA. Foromttt ac ohservantiarum ítegni Aragonum Codex ffVf eimdata 
mvllmdica eompilaiio jure civdi. el lunimit o futiitu. legibus eastctlae nmtiltala. tuque iniinigenii erudi-
lione eimlexta. Opus quidem ómnibus uíiii: el lorie nim ¡mutumlum; Wrum Aragoniae ludieihus. 
Advocan*, el Causuiicis. perquat» tteeeuartum auclore D.l). fiidaio Franeo de lillalhu., Zaragoza. 
1727, Prolegomcna, ubi: «...vcluslissimas illas, quinqué cierna tu ales Suprarhiae leges. quae quidem. 
velun quinqué I'clcsiac praccepta. seu quinqué Corporis l'olitici Sensus. operantur. ac dcscrviunl cúre­
lo suo necessario, ac Indio Gubcrnis...». 

,T< Ibidem: «...el ita ab Hbloriographi* scruntur...». 
JT* Jesús LAI INDI ABADÍA, / . I " FÚétós, de Aragón. Zaragoza. Librería (icncrul. 1976. pp. 1 15 ss., 

recoge los textos latinos directamente de (Jerónimo Bl AM AS. Aragonensium rerum eommentarii. ///«•• 
ron. Mama, Caesarauguslano. Histórico fiegni. um lores. Zaragoza. Hermanos Lorenzo y Diego Ro­
bles. I5K8. y realiza una traducción de ellos, nu tan literal como la realizada por Manuel Hernández y 
Braulio Hoz. atendiendo más a la lidcltdad conceptual; en nu lincas generales, la traducción que yo 
ofrezco es la del propio LAI IKDE. 

1TJ Texto citado según la reimpresión de las Siete Partidas, editada por la imprenta del Boletín 
Oficial del tstado, por considerar que esta es. con diferencia, la edición más extendida y accesible para 
los lectores. 

114 



Y en términos literalmente más próximos al Fuero de Sobrarbe, se 
expresa el Fuero General de Navarra: 

«...que los toviess á drccho, ct les mcioras siempre lures fueros, el non 
les apeyoras»,l* 

No es por ello de extrañar que en este primer Fuero de Sobrarbe, 
VII.LALBA respete la literalidad del texto dado por BLANCAS. 

2) Tampoco en el segundo Fuero de Sobrarbe introduce novedad, lo 
cual resulta obvio teniendo en cuenta que la reconquista oficial de Aragón 
había terminado más de cinco siglos atrás (1169. Valdcrrobles): 

«E mauris vindicabunda: dividuntor inter Richos Homines, non modo, 
sed etiam inter Milites, lnfantioncs; Peregrinus autem Homo, nihil inde 
Capito». 

(«Lo que se tome a los moros, sea dividido no sólo entre los Ricoshom-
bres, sino también entre Caballeros c Infanzones; pero que el extranjero no 
lome nada de esto»). 

3) Del tercer Fuero de Sobrarbe, ofrece una versión en que la origina­
ria prohibición dirigida al rey: 

«lura dicere regí nefas esto, nisi adhibito subditorum consilio» 
(«No le sea permitido al Rey legislar, de no ser convocado el concilio de 

subditos») 

se transforma en una genérica formulación del sinodialismo castellano: 

«lura dicere nefas esto, nisi adhibito subditorum consilio». 
(«No es lícito legislar, sin consejo de los subditos»). 

Esta reducción de la participación de las Cortes de Aragón en la tarea 
legislativa, a una labor de mero aconsejamiento, fue ya expresada por Vi-
Li.Ai.BA en 1710, en la segunda parte de la «Crisis Legal».277 Es suficiente, 
para este cambio de sentido, atribuir, como él hace, al término «consilio» 
una aceptación meramente política, en lugar del significado jurídico con el 
que era interpretado en la doctrina aragonesa; cambio que se produce al 
suprimir la expresa referencia al rey como sujeto cuya facultad de legislar 
está limitada, convirtiéndola en.una máxima que no limita ninguna potes­
tad concreta, perdiendo su valor jurídico. 

4) Fenómeno similar es el que se observa en el cuarto Fuero de So­
brarbe. Las diferencias literales entre el texto de BLANCAS 

"'Fuero General de Navarra, l. I. cap. 1. Cómo deven levantar Rey en Espayna, el cómo les deve 
tvil jurar... X:ú. Aran/adi. 1964. p. 7. 

;T7 Vil i AI HA, Diego Franco de. Crisis Legal. Valencia. Joscph de Orga. No consta fecha de edición 
(debe de ser posterior a 1747); el original es de 16 de febrero de 1710. 
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«Bcllum aggredi, paccm inire, inducías agere. remve aliam magni mo-
mcnti pertraclarc, cávelo rex, praeterquam seniorem anuente consensu» 

(«Guardaos Rey. de emprender guerra, tratar la pa/, dar laguas, o negociar 
cosa alguna de gran importancia, sin consentimiento manifiesto de los 
notables») 

y el ofrecido por VII.I ALBA: 

«Bellum aggredi, pacem adire. induciasque agere. remvc magni momenti 
pertractare: Caveto Rex. praeterquam seniorum annuente consensu» 

son mínimas, pero con relevancia. No era necesario introducir cambios, 
siendo suficiente leer los términos «caveto Rex» y «consensu» en una acep­
ción menos imperativa, para que el texto del Fuero pase a convertirse en 
otra más de las formulaciones de uno de los principios políticos del Estado 
moderno: que el rey, por si solo, no puede llevar el peso del gobierno, v 
necesita consejo. Sentido bien diferente al que debió de tener originariamente, 
sabiendo que es texto que arranca del Privilegio General, cuyos otorgantes 
no estaban pensando, desde luego, en un simple consejo, sino en una efecti­
va limitación jurídica del poder del rey. 

5) Tampoco el texto del quinto Fuero de Sobrarbe necesita extensas 
modificaciones. De la versión dada por BLANCAS: 

«Ne quid autem, damni, detrimentive leges, aut libértales nostrae palian-
tur. Judex quídam medius adesto, ad quem a Rege provocare, si aliquem 
laeserit. injuriasque arcere si quas forsam reipublicac intulerit. jus lasque 
esto» 

(«Para que no sufran daño o detrimento alguno nuestras leyes o nuestras 
libertades, haya présenle un Jue? medio, al cual sea justo y lícito apelar del 
Rey, si dañase a alguno, y evitar las injusticias si alguna hiciese a la 
República»). 

se suprime un solo término: «nostrae», suficiente para que el juez medio 
pase de ser defensor de leyes y libertades especificas del Reino de Aragón, a 
genérico guardián de leyes y libertades. Ya lo entendía asi en 1710. en su 
«Crisis Legal»: «...Y así no parece puede negarse, que este Tribunal, o Ma­
gistrado de el Justicia de Aragón, es solamente una vigilante centinela, a 
quien confia el Soberano, la advertida custodia de los Reales Decretos, y 
establecer providencias en el govierno de sus provincias...». 

En el contexto en que BLANCAS hablaba de «juez medio», todo el mun­
do sabía que se refería al Tribunal del Justicia Mayor de Aragón. Pero en 
1727, la genérica defensa de fueros y libertades a que se alude en la versión 
de V'u i AI HA es asumida por la Audiencia, tribunal medio, con jurisdicción 
delegada. 

6) En la obra de BLANCAS existía un sexto Fuero de Sobrarbe, a la luz 
del cual debían ser interpretadas las palabras de todos los anteriores: 

«Si contra (oros aut libértales regnum a se premi in f'uturum contingeret 
ad alium sive fidelem sive infidelcm regem adsciscendum líber ipsi regno adi-
tus pateret». 
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(«Si aconteciera en el futuro oprimir el Rey contra fueros y libertades 
del Reino, sea libre el Reino para ofrecerse a otro Rey, fiel o infiel»). 

Diego Franco de VU.I.AI.BA omite, como es lógico, este sexto Fuero, 
que sonaba demasiado próximo a los alegatos de los partidarios del Archi­
duque, y consagraba una no deseada supremacía de las leyes sobre los 
reyes. 

Si este autor se preocupa con tanta intensidad de "concordar" con la 
legislación castellana los Fueros de Sobrarbe (que no tienen eficacia nor­
mativa), podemos sospechar que también "concordó" los repetidamente ci­
tados fueros «Quod Dominus Rex possit faceré...», y «De iis quae Dominus 
Rex». 

En virtud del primero, se declaraba la potestad que tiene atribuida el 
rey de hacer estatutos, fueros y ordinaciones en las reuniones de Cortes 
Generales. Lo asi acordado en Cortes es vinculante también para aquellas 
personas que no han estado físicamente presentes (véase traducción en pá­
gina 56 de este libro, y texto latino original en nota 124). 

VU.I.AI.BA, coherentemente con su línea de pensamiento, ya manifesta­
da en la «Crisis Legal», reduce la participación de las Cortes en la elabora­
ción de leyes a papel de mera reunión que aconseja, y lugar para la procla­
mación solemne de la voluntad legislativa del monarca. La versión que da 
de este Fuero elimina las frases que convierten en decisiva la presencia y 
consentimiento de los convocados a Cortes; en el texto original los Fueros 
son «queridos» y «ordenados» por todos los presentes. Suprimida esta refe­
rencia por Vu.i,ALBA, los Acuerdos y resoluciones de la Corte General que­
dan reducidos, como ya decía en la «Crisis l¿gah>. a unas «formalísimas 
súplicas, o consultas». 

El Fuero, una vez resumido por Vll.l.ALBA, dice: 

«Praecipitur in hoc Foro Adimplcri, observan, id quod in titulo Confine-
tur quod Dominus Rex compelía! omnes jilos qui rebcllcs fuerint ad observan-
dum ipsa Staluta, Ordinationcs». 

Y para que no quedase ninguna duda acerca de la interpretación que 
de estas palabras debía hacerse, lo contrasta y corrobora con doctrina de 
MENCHACA, Gregorio LÓPEZ, AINTUNEZ, SUáRE/., MONTAI.VO, VELA, etc., 
autores castellanos, regalistas, canonistas, civilistas, autores, en suma, de 
derecho común, que explican la participación de las Cortes en la legislación 
como simple consecuencia de la actitud prudente del monarca, que, sabio, 
se hace aconsejar: 

«Qui sapiens esl, audit Consilia» (VELA) 
«Séniores Proviticiae congrega, ct eos inleroga; Rex enipi quaniumcum-

que sapiens, & diferctus sit: tenetur sapientum consilia requircre máxime cir-
ca l.eges condendas» (G. LóPEZ), 
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El Fuero «De ¡is quae Dominus Rex» (Pedro II, Zaragoza, 1348), en el 
que se establecían mecanismos concretos para la defensa' de los fueros, 
privilegios, libertades, usos y costumbres del Reino de Aragón (véase tra­
ducción en página 57, y texto latino original en nota 125), queda reducido 
por VlLLALBA a una vaga manifestación de que al Rey y sus oficiales co­
rresponde la defensa de los Fueros: 

«Declaratur a Domino Rege in his Curiis, & in hoc Foro, quod per se, & 
Succcssores suos, & Officiales aunquam nisi bona ñde, & pracstito sinec-
rissimo Juramento contra Foros venirc, nec aliquid faceré; Ets¡ Forte aliquid 
fierct quod praecedente animadversione revocabitur, & facient revocar» in­
continenti, & cum effeclu». 

En esta ocasión, el respaldo doctrinal lo busca de nuevo en autores de 
Derecho común y castellano: MARTíNEZ, BERNARDO, BALDO, MONTALVO, 
SALGADO añadiendo una cita de Miguel del MOLINO para recordar que 
«de foro non habemus suplicationem» y una referencia a ZURITA cuando 
dice que la salud de la Plebe se basa en la observancia de los Fueros. 

La acción de VILI.AI.BA sobre el texto, contexto o interpretación de 
fueros se extiende a otros muchos, siguiendo las directrices que él mismo 
habia trazado en su Crisis Legal; tratando de aproximar el sentido de los 
fueros a aquella interpretación que de ellos ofreciese en su breve obra: las 
Cortes no legislan, limitándose a prestar solemnidad a las normas decididas 
por el rey, quien, a lo sumo, les consulta, pero sin vincularse en ningún 
momento al dictamen que de ellas emane. Si en algún momento histórico 
sucedió de otra forma, debe atribuirse, según VlLLALBA* a la debilidad de 
un rey concreto; en modo alguno a la perdida de potestad soberana del 
«rey», en abstracto. El originario respeto a los fueros y libertades exigiblc 
incluso al rey. que así lo habia jurado, es convertido en una fórmula sin 
contenido, y sin medios de que valerse para hacerla efectiva, o sancionar su 
incumplimiento. El Juez intermedio es sólo una de las instituciones que 
tiene encomendada la defensa del derecho; sus funciones pueden ser asumi­
das por la Audiencia. 

La precedente exposición de la postura doctrinal de VILI.ALBA pone de 
manifiesto la diferente actitud que los juristas de mayor difusión adoptan 
en las crisis forales del siglo XVI, y en la del siglo XVIII. Cuando los 
primeros Austrias inciden sobre la integridad de los Fueros (con el «repa­
ro» de Cortes de Zaragoza de 1528 y más conocido en 1592), la doctri­
na, los foristas, se decantan mayoritaria y enérgicamente por posturas de 
contestación a las actuaciones regias, y de radical defensa de la integridad 
de los Fueros (en este sentido. MOLINO, BLANCAS, SESSE, PORTóLES, RAM'I-
REZ, ...). Contrasta, digo, con la actitud adoptada en el siglo XVIII por 
VlLLALBA (como autor más prolífico y uno de los «ideólogos» del nuevo rey 
en Aragón) y por ESCUDER y LISSA. autores todos ellos integrados en la 
élite de la administración borbónica. 

VIIIAI.BA, como queda apuntado, trata de conciliar varios extremos: 

— Las regalías, entendidas en sentido castellano. 
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Una cierta diversidad legal, fruto de un largo proceso de decanta­
ción histórica. 

La vía que idea para ello es el empleo de la sistemática y conceptos del 
derecho común. La mezcla de estos elementos produce un nuevo concepto 
de fuero y determina la aparición de un nuevo «forismo», pasando éste de 
ser una oposición a la omnipotencia del rey, a ser una vía de conservación 
de algunas especialidades jurídicas, compatibles con el poder del rey. Este 
nuevo concepto de fuero determina la conservación de las instituciones de 
derecho privado (que se habían manifestado como difícilmente alterables 
por la voluntad de un monarca) y el aniquilamiento de los principios jurídi­
cos y juridico-políticos. Se están, con ello, sentando las bases del concepto 
del «foralismo» del siglo XIX, en el cual, como puso de manifiesto B. CLA-
VERO, la idea de «fuero» es utilizada como elemento contraconstitucional, 
en argumentaciones muy próximas a las tesis de Vll.l.Al.BA. Se inicia con 
ello una tradición foral hisloricista compatible con el poder del rey. siempre 
que éste acepte el principio de que la historia antecede a la soberanía 
popular. 
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